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INTRODUCCJON 

El objetivo fundumentnl al escribir sobre el tema bajo cuyo título 

presentamos este trabajo recepcional, consiste en penetrar en el estudio de una 

institución de control que surgió al final de la Edad Media y que no obstante su ya 

larga tradición histórica, inclusive en nuestro país, es poco conocida en Ja actualidad 

aún en el ámbito propio del sector público: nos referimos al tribunal de cuentas (o 

contraloría general) y cuya función esencial en nuestros dfas es conocida 

internacionalmente como Fiscalización Superior. 

Quizá el desconocimiento de esta institudón y de la trascendencia de sus 

funciones se debe ~n gran medida a que ha sido relegada y permanecido tm el olvido 

(tristemente éste había sido el caso de México) sin realizar tareas efectivas de control y 

fiscalización, situación que se obseJVa sobre todo en los países de régimen 

presidencialista (en Jos que existe la tendencia hacia un predominio del Poder 

Ejecutivo con menoscabo de los poderes Legislativo y Judicial) corno los 

latinoamericanos. 

La institución a que hemos hecho referencia es un órgano que por lo 

re:gul:1r depende del Poder Legislativo ·Congreso o Parlamento, o <l~ alguna de sus 

a·1maras- y cuya tarea principal en la actualidad, aJ igual que en sus orígenes, consiste 

en fiscalizar la correc1a administración de los recursos públicos del Estado y su debida 

aplicación al objeto al cual se les haya destinado. 
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Sin embargo, aun cuando la función de esta institución ha pernimnecido 

Ja misma que en sus orígenes, ello no significa que no ha experimentado evotucil\n 

a}guna. Por el contrario, su desarrollo, sobre todo en cuanto a Ja orientación y fines 

que persigue, ha ido aparejado con la evolución del Estado mismo y de las funciones y 

fines atribuidos a éste. 

En efecto, como se recordará, la doctrina más aceptada en cuanto al 

nacimiento del Estado es aquella que lo ubica al final del régimen feudal, asumiendo et 

tipo monárquico debido a Ja consolidación de las naciones y a la afirmación del poder 

real que acompañó a su surgimiento y cuyo sustento ideológico lo constituyó la tesis del 

origen divino de la investidura y del poder del rey. Como entonces Ja hacienda pública 

se consideraba patrimonio personal del monarca en cuanto que sus bienes y Jos de 

aquella tendían a confundirse de manera indisoluble, la fiscalización que en última 

instancia practicaba el Tribunal de Cuentas se encaminaba a asegurar su correcta 

administración y manejo para beneficio del rey. Bajo este contexto, en el proceso de 

rendición de cuentas que fiscalizaba el tribunal los gobernados pasaban a ocupar un 

papel secundario y hasta irrelevante, puesto que no tenían ningún derecho sobre el 

particular. El Estado mismo se confundía en la persona del monarca, al igual que el 

patrimonio de éste y el de la hacienda pública. 

Esta situación sólo fue superada hasta prácticamente el siglo XVIII con 

la aparición de los primeros Estados liberales que descansaban, entre otros. sobre los 

principios de la división de poderes y de la radicación popular de la soberanía, 

conforme a Jos cuales los órganos de representación dt:I pueblo debían participar en 

las decisiones fundamentales para Ja.formulación y control del ingreso y gasto públicos. 

Estos principios incuestionablemente se encuentran vigentes en nuestros 

díns; sin embargo. en cuanto al Estado es evidente que no es el mismo que acompafió a 

su ptoclamación, en virtud de que en la evolución que éste ha e.xperimentado en el 



111 

presente siglo, motivada sobre todo por las contradicciones en que históricamente se 

ha visto envuelto, el propio Estado se ha convertido en el principal promotor del 

desarrolJo i:conómico1 social y cultural de las m1ciones (bajo distintas modaJidades y 

grados de participación), dando Jugar con ello al JJamndo Estado Social de Derecho. 

En estas circunstancias, la Constiruci6n o norma fundamental, como 

cúspide dt:I constitucionnlismo, es decir de Ja lucha por imponer Jímites al ejercicio del 

poder público, 1amhién ha vnriado y evolucionado su concepción, convirtiéndose 

purticularmente •1 partir de Ja Segunda postguerra, en congruencia con Jos fines y 

funciones del Estado Social de Derecho, en un verdadero proyecto o programa de 

acción política, económica y social, hacia cuya consecución de sus objetivos se orientará 

toda Ja actividad estatal. 

Ahora bien, como es evidente, no basta, y la historia así 10 demuestra, 

que en Ja Constitución se proclamen los fines y valores que el Estado persigue si 

concomitantemente no se establecen en ella Jos instrumentos o mecanismos que 

permitan verificar, constatar, comprobar (y en su caso reprimir) que Jos mismos se 

aJcrmzan y observan por Jos éirganos estatnles. En estas condicione5, nuestro estudio se 

centra en u.no de esos instrumentos y mecanismos que, como señalumos al principio, es 

poco conociúo aún en el ámbiro del sector público: Ja Fiscalización Superior. 

Nuestra tarea consistirá. al ahondar en el estudio de la Fiscaliznción 

Superior, en dt!mnstrar, en primer lugnr, que constituye un instrumento de defensa de 

Ja Constitución en un sector de ésta (gestión financiera de Jos recursos públicos), en el 

que Jos tradicionales mecanismos de control por órgano ~urisdiccional son 

improcedentes (no por defecto de éstos sino pnr su naturaleza)¡ y en segundo término, 

que antes de ser un mecanismo de control político, ostenta un carácter técnico y si es 

posible jurídico. Para alcanzar este segundo propósito nuestro estudio se centrará en el 
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análisis de las características que revisten los órganos encargados de su ejercicio y de 

las técnicas y métodos de que se sirven para cumplir con su trabajo. 

Con el propósito de alcanzar los objetivos señalados, el presente trabajo 

lo hemos estructurado en cuatro capítulos de acuerdo con el siguiente esquema: 

El Capítulo Primero se divide en dos partes: en la primera. con el objeto 

de establecer nuestro marco de referencia, abordamos el estudio del Estado 

analizándolo en su evolución histórica y remontándonos inclusive a su nacimiento (en 

cuya etapa histórica coincide también la aparición de los tribunales de cuentas) 

poniendo énfasis en las funciones y fines que, en su desarrollo histórico se le han ido 

asignando hasta desembocar en el Estado que actualmente conocemos: el Estado 

Social de Derecho. En la segunda parte nos abocamos al estudio de la diversidad de 

mecanismos tuteladores del orden constitucional y que doctrinalmente han sido 

enmarcados dentro de los conceptos de defensa de Ja Constitución o justicia 

constitucional, encontrándose Ja Fiscalización Superior entre ellos. 

Una vez definido nuestro marco de referencia y ubicando a la 

Fiscalización Superior dentro de él, en el Capítulo Segundo abordamos el estudio de 

ésta iniciando con su concepto y destacando su importancia, pasando posteriormente 

al estudio de los órganos que la ejercen, a las características que éstos deben revestir y 

de los fines que persiguen, así"como de las técnicas y métodos de trabajo que utilizan 

para cumplir con sus funciones y que fundamentalmente se reducc::n a un instrumento 

esencial: la auditoría. 

Habiendo estudiado en su aspecto teórico la Fiscalización Superior, en 

el Capítulo Tercero nos introducimos ni nnúlisis de la misma en México y al órgano que 

constitucionalmente la ejerce: In Contaduría Mayor de Hacienda. Iniciarnos el 

capítulo haciendo referencia a sus antecedentes históricos hastn llegar a la legislación 
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actual, y posteriormente pasamos al estudio del alcance que la Fiscalización Superior 

tiene en México, o sea la Cuenta Pública, y a las atribuciones con que la Contaduría 

Mayor ejerce sus tareas de control; los tipos de auditoría que está facultada a practicar 

y la metodología que se sigue durante el desarrollo de las mismas; concluyendo con los 

informes que esa entidad fiscalizadora superior está obligada a rendir a la Cámara de 

Diputados. 

Finalmente, en d Capítulo Cuarto estudiamos de manera particular las 

acciones que promueve la Contaduría Mayor de Hacienda, cuando con motivo del 

ejercicio de sus facultades de fiscalización detecta u observa irregularidades en las 

diversas dependencias y entidades auditadas. Este capítulo a pesar de ser el más breve, 

es de gran importancia toda vez que en el mismo destacamos Ja necesidad, 

proponiendo para ello una reforma, de que la Contaduría Mayor de Hacienda, en 

cuanto entidad fiscalizadora superior y como órgano de control, debe contar con 

facultades sancionntnrins propias pnra velar y hacer eficientes sus tareas Q.e defensa de 

la Constitución, pues en la actualidad y no obstante los altos fines que persigue carece 

deellns. 

Este es, a grandes rasgos, el esquema trazado para alcanzar los 

propósitos que con la elaboración del presente trabajo nos hemos fijado. 



CAPITUW PRIMERO 

EL ESTADO DE DERECHO 

l. NACIMIENTO Y EVOLUCION DEL ESTADO 

A. Introducción 

Es incuestionable que la sociabilidad es una característica consubstancial 

a la naturaleza del hombre; una condición ºsine qua non 11 para su existencia y 

1obrevivencia, no sólo material sino también espirituatc•> Sin embargo, el hombre no 

es el único ser social. Existen muchos otros animales que también son sociales aunque 

no en el mismo grado ni con las consecuencias que para el hombre ha representado 

esa peculiaridad. En efecto, si consideramos en términos sencillos que lo social es 

aquello que participa de la compañía de los demás, no será difícil entender que aquellos 

animales que viven en manadas o rebaños como los monos o los elefantes, o parvadas 

como los patos o los gansos, o bien grandes y bien organizadas colonias como las 

abejas y las hormigas, son más socinlt!s que el resto de los animales. Prohahlt!mente la 

unión con los demás debió haber nacido por una sensación de inseguridad, de 

debilidad, de ayuda mutua, siendo los animales más débiles -físicamente considerudos

quienes seguramente en mayor grado desarrollaron esa sensación o instinto de 

sociabilidad para poder sobrevivir, entre los cuales se encuentra sin duda alguna el 

hombre. Sin embargo, como hemos dicho, en el hombre ese instinto de sociabilidad se 

(1) •Et hu111htt como CUAlqulu wr uriñ11lco 11c-ct1>U• •llmrnhar •u cuc-rpo. p.,. crrc1r '1 dü.,...nill•n.r, comu ramhUn nprod1tdr 

"ltspttlc '1 pHptlu.aia. l'tfO no ni•lal 1u únlc• tan.aolired pJ.ntla,, f'H'i• ... 1br .. t:1~ •os ~W..tc.corpor•lots. li•7olrv 

70 .S.. •U t-•lrudura qull' DHUIC. -.er tinado, .u ctop(rlha, rl cu.al h.ce......, qur .... obrlllli 1Wm••Mmc.n '1 kns- Mnlfdo • 

lr•'h drl llcmpu•. Robla! Solom•7or, Mnrl• Eludla, Sodtdacl, OtrKho J i!'JltlldG. 1-:n Rni.Jtd d' 1.1 l'acdal d' IHrKlur, Tomo 

XXX, USAM, 19110, p. 147. 
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desarrolló en grado superior al del resto de los animales, lo que permitió el nacimiento 

de los dos principales instrumentos que han hecho posible su extraordinario 

desenvolvimiento en este mundo: la inteligencia y el lenguaje; y que lo han elevado por 

encima del resto de Jos animales. Cuando el hombre fue capaz de crear ideas 

racionales, abstractas y generales e inventó y perfeccionó el lenguaje, éstos se 

convirtieron en los instrumentos esenciales para la transmisión de experiencias, In 

enseñanza de conocimientos y la intercomunicación de descubrimientos;<2> así nació la 

cultura, es decir, todo aquello que el hombre ha transmitido de generación en 

generación a sus descendientes,<J> y que le ha permitido encumbrarse por encima de 

Jos demás animales, dominarlos y conocer y dominar ·hasta cierto grado· las leyes de la 

naturaleza. 

Por consiguiente, de la naturaleza social del hombre y de su necesidad 

de vivir en sociedad habrán de derivar todas las instituciones sociales y, en general, toda 

Ja cultura. 

Asimismo, como resultado de esta característica esencial a Ja naturaleza 

humana, el hombre desde sus orígenes ha creado diversas formas. de organización 

social como la familia, que es la forma primaria y natural, pasando por formas de 

organización de mayor complejidad como los clanes o las tribus, hasta llegar al Estado, 

que es In forma más intrincada que ha creado para realizar su existencia material y 

espiritual. 

Ahora bien, ha sido una constante en la historia del hombre, el hecho de 

que en las diversas formlls de organización exista un miembro o varios miembros que 

ejerzan el poder;<'> en la familia fue el padre (patriarcado) o la madre (matriarcado); 

en el clan o en la tribu el anciano o consejo de ancianos; así pues, todas las formas de 

01 crr.Drl Vttchlo. Glorslo.FllosoftaJrlfJ,rttlm. llo&eh C""'' Edlt11rlal, llarnfona, 1953, p. •U?. 

IJI crr. Krc:.•i11"' Skha. LuL-.. Tmtado G,n,n1IJ,fllowfladrl lkrttha, Edl1urlal Porrüa. ~li1dco, IYl6. ¡1. tor., 
HI Cfr. M'•nn. Mlch•tl. l.111 f'1mllt1 cid l'oJu Soda~ l. Una hi~t1ori11 1frl ¡HJdrr Jtult W comlt~ luut" 1160, J.C. Vtr.l&n 

n~ñat. M t'tm.ndcl S•nW. Fonl•nrlL Allli11ioo Ed.Jtorllal, P.bdrld, IWI, p.111. 
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vida comunitaria se han caracterizado por la existencia de una autoridad que coordina 

la vida social del grupo de individuos. 

Sin embargo, a pesar de que Ja sociabilidad es una característica esencial 

a· Ja naturaleza humana, el poder de la comunidad no siempre se ha ejercido en 

beneficio de Jos individuos sujetos al mismo. Por el contrario, una mirada retrospectiva 

nos mostrará sin dificultad, dando razón con eUo al maestro Andrés Serra Rojas, que Ja 

historia del hombre ha sido en gran medida Ja historia por la lucha de su lihertad y de 

Uts instituciones que la consagran, frente a los desmanes del poder público, pue.'i In 

suprema desventura de Ja humanidad ha radicado, en furma frecuente, en el ejercicio 

del poder desviado de su verdadera finalidad para el provecho privativo de grupos 

oJigárquicos y con menoscabo de Ja dignidad h umanaJSJ La veracidad de este aserto es 

fácil de corroborar si recordamos Jas dos conflagraciones mundiales en que 

injustamente se ha visto envuelta Ja humanidad en eJ presente siglo y que no son 

propiamente imputables a ella, sino a Jos hombres que en un momento histórico dado 

han detentado el poder. Ir6nicamen1e la época actual, que se caracteriza por el 

extraordinario desarrollo de las ciencias y la tecnología, fruto también del 

extraordinario desarrollo de la mente humana como ,antes señalamos -inimaginable 

para el hombre de otros tiempos- ha sido testigo de cómo eJ propio hombre, sobre 

todo el hombre-gobernante, ha descendido aún más bajo que los propios animales, más 

allá de la irracionalidad, al destruirse a sí mismo, a sus semejantes y al mundo natural 

que le rodea. De ahí pues, que también se justifique Ja afirmación de nuestro citado 

tratadista, en el sentido de que el hombre (el hombre-gobernado agregamos nosotros) 

ha vivido en múltiples etapas de Ja historia para defenderse del hombre (del hombre

gobernante), luchando por la creación de instituciones jurídico-políticas para consagrar 

su Jibt!rtad y en general su dignidad como ser humano.t'> 

(S) t:fr. ~rn RoJ:i:t., Andris., Cltnd4 Polllint. La1""1tttiótr•tt1UJ/d1'1 T-'4 G..-ltkl&taJo. F.dUortaf Porria. M11'ko,. 1915, 

p.10. 
(6) Ch-, S.-rn Roju, And~ op. 1dL p. 10. 
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En estas condiciones, a pesar de sus detractores y de las contradicciones 

que históricamente ha encerrado, es incuestionahle que la suprema institución que el 

hombre ha creado para la realización de su existencia y para el cumplimiento de sus 

fines vitales es el Estado, el cual, como han señalado los estudiosos de la materia,(7> se 

justifica por los fines que debe perseguir, es decir por su teleología, afirmándose en ese 

sentido que el Estado debe estar al setvicio de la comunidad humana que lo integra, 

promoviendo y protegiendo el desarrollo material y racional de la misma, con 

independencia de la distinta posición económica, política y social de los individuos, 

pero dando mayor énfasis a los sectores mayormente desprotegidos y débiles. El 

Estado, por lo tanto, como forma de organización política, para justifi.car su razón de 

ser, dehe propender a tutelar y proteger a la persona humana, en sus dimensiones 

individual y social, porque es incuestionable que el Estado, al igual que el Derecho, 

deben estar al servicio del hombre pnrn garantizar su libertad y la realización de sus 

fines, lo cual históricamente por desgracia no siempre ha sido as{. 

B. El nacimiento del Estado 

La determinación del nacimiento del Estado ha sido una cuestión 

debatida por los estudiosos de la materia, pudiendo señalarse dos corrientes al 

n:specto:t11l la que considera que el &tndo siempre ha existido, aplicando esta noción 

incluso a aquel grupo social que correspondl! a la horda animal; y la que considera que 

el Estado surgió al final de la Edad Media, con la formación y consolidación de las 

naciones hajo un poder central y unitario de dominación, independiente en lo exterior 

e interior y actuando de modo continuo con medios de poder propios y claramente 

delimitados en lo personal y territorial, posición esta última a la cual nos adherimos. 

(7) Cfr. Se'"' RoJ-. Andrk, op. dL p. 67 )' llL; Poml• Phri., FranclM;o, T-"11M Esllldo. EdllorPI Poml.., s.A., Mbko l9SI., 
pp. JlS 7 ~ Ru.Mns Slclltt., Luis, up. dL p. 497 7.,. 

ta) Cfr. ltl'lkr, lle~nn, Ttorúltldútrnlo. Tniducdón Lub Tuhlo. Fondo d. Cuhura ~on6mlc .. Midco 1917, p. l•U. 
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C. El Estado Monárquico 

De acuerdo con la segunda de las corrientes citadas, el Estado, en su 

configuración actual, empezó a surgir durante los siglos XV y XVI, al final del régimen 

f~udaJ, como resultado, por un Jada, de las pugnas políticas entre los poderes 

medievales: la Iglesia y el rey y el rey y Jos señores feudales (afirmándose el poder real 

en esta lucha), y por otro, de Ja formación de las comunidades nacionales, 

particularmente España, Francia e Inglaterra, que estaban ya firmemente asentadas 

sobre porciones específicas del territorio europeo<9>. 

Este proceso de integración nacional bajo un poder central fue posible 

gracias, entre otros factores, a la consolidación del poder real. En el Renacimiento, 

etapa histórica en la que se lleva a cabo dicho procesa, el poder monárquico tuvo un 

espectacular desarrollo en toda Europa occidental, principalmente en España, Francia 

e Inglaterra. &te fortalecimiento del poder real se debfn, entre otras causas, al 

nacimiento de una clase que perturbaba las antiguas instituciones sociales y jurídiCas: 

los comerciantes, banqueros y hombres de empresa. Sus intereses necesitaban de un 

poder fuerte que pusiera un dique a los antiguos frenos y monopolios feudales; por 

ello, su aliado natural fue el rey. Desde todos Jos puntos de vista esta nueva clase · 

llamada burguesía· se beneficiaría de Ja concentración del poder militar y de Ja 

administración de justicia en manos del monarca. De esta manera, la monarquía 

absoluta Hegó a ser el tipo predominante en Europa. <10J 

Esta concentración del poder se manifestó principalmente en cuatro 

aspectos que al mismo tiempo representaron la diferencia sustancial del naciente 

(9) Como comttu.c-ncr. dt tllo, lu dl~bfonr5 n.cJon•IK w- hld1run marca.t- '" in~l11•• ~Pf"'"loa: nKkrun r.. nlruet\I,.. J 

Ukniluru nadonales; lu ttrl .. " nac:lolllllr5 p•ra la Jnd¡q¡lrr. 11W.il11~run • '- naulac~- loaoltSJ lu S.,.. naclonaie., lu 

lene- n.clouJ,s. •Un lu la~lu naclonaJa., ~m,n.zuon • r.lhllr. El lndMd- nnpq6 • c:amilkl'IUM a M' miiomo no ot
d~no H Madrid, o ik K1nl,. o ck Borsoú, •lno .r, F..&p.ña, d' lncJakn.. o ele Francia, 1 que ddtla kallad no a ..u c:I...., 

o a .q•I u6or leDdal, dno • •• fTJ, qiae 1111 ti mont1rca ele lodll la DK16a. Cfr. llobt,..n. U., L.~ T.,_,,. tkl 
JI~, Hlstorl4d#1.i rlf'l#tA d# las r.ad-. Tn.duccl.sq Cerardo IM•U .. Fondo de Calutni F...c:en6mlm, M&lnt. 1~ pp. fl J -(10) Cl"r. T•m•ro J Salmorin, Rol•ndo, lttlnJdM«i4tr al &tuJio .W lrr eo-ut.,n.J.t. UNA.M, Mlako 1919, pp. l Ta J.._ 
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Esta'do con la antigua organización feudal. En primer Jugar, el monarca concentró 

para sí y. para Ja defensa de su territorio, tanto en lo interno como en lo externo, la 

fuerza militar, mediante Ja creación de un ejército mercenario permanente que no 

dependería más de los señores feudales, dando Jugar con ello a una organización 

militar firme y continua cuyos medios de guerra y dependencia se concentrarían en 

manos del Estado. En segundo Jugar, y ante una sociedad y una economía más 

complicadas, las nuevas tareas administrativas a cargo de la naciente organización 

política reclamaban una organización burocrática eficiente, para lo cual se 

jerarquizaron y ordenaron los puestos públicos de manera regular, según competencias 

claramente delimitadas y empleando personal especializado, económicamente 

dependiente de su puesto en la estructura administrativa. Por otra parte, la nueva 

organización política dio lugar a una transformación de Ja administración de las 

finanzas, estubleciéndose un sistema impositivo regular, general y aplicable a todos los 

súbditos {que con el tiempo habría de degenerar constituyéndose en una de las 

principales causas que determinarían Ja caída de los Estados Monñntuicos) y 

finalmente, el Estado naciente concentró el poder de crear y aplicar el derecho, que en 

el régimen antiguo estaba disperso en Jos distintos señores feudales y en la IglesiaJll) 

Es evidente que estas características del Estado lo diferencian clara 

sustancialmente de las organizaciones políticas del pasado, y nadie mejor que 

Maquiavclo se dio cuenta de esta situación. La "polis", unidad básica de la comunidad y 

del pensamiento político griego, resultaba dificil de aplicar en el nuevo contexto 

histórico. Tampoco la voz "civitas" de los romanos podía describir el n1:1evo estado de 

cosas. Ambas expresiones apuntaban principalmente a la comunidad de ciudadanos, a 

Ja reunión de individuos compartiendo su vida políticn. Cuando sobre la 11civitns11 

romana se levantó el más grande dominio territorial, 11civiras" había cedido ya ante 
11imperium" para reflejar el dato dt!I poder. En el lenguaje político, por consiguiente, no 

existían expresiones que pudieran comprender a la nueva organización política. La 

necesidad de una expresión general fue atendida en Italia, utilizándose el término 

(ll>crr. lldlu, llum•nn.op.dL l·U·IS4. 
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"stato" para nombrarla, término que indudablemente fue introducido en el lenguaje 

político por Maquiaveto.oz1 

En este proceso histórico que reseñamos importa destacar que, 

Jiabiéndose consagrado la monnrquia absoluta como el tipo de gobierno dominante en 

Europa a partir del siglo XVI, destruy6 prácticamente el constitucionalismo 

medievaJ.<lll Las instituciones medievales, las ciudades libres y las cartas otorgadas por 

Jos monarcas a éstas concediéndoles ciertos privilegios y lihertades, y que de algím 

modo moderaron el poder de los reyes, desaparecieron. El poder de los reyes fue tan 

intenso qm: no quedaba, para entonces, ni rastro de las antiguas instituciones. L'l 

propia Iglesia -Ja rnús importante de las instituciones medievales- íue presa de la 

monarquía, es decir, fue sometida ni poder real, desapareciendo su autoridad jurídica y 

convirtiéndose en una asociación dentro de un Estado uacional·<1'' 

Por otra parte, aun cuando alcanzaron su esplendor en distintas fochas, 

las monarquías absolutas de Europa se desarrollaron en el espacio de los siglos XVI, 

XVII Y XVIII, y este esplendor fue posible gracias al auge y crecimiento comerciales 

que durante dicho período tuvo lugar en Europa, razón por Ja cual esta misma etapa 

histórica es llamada etapa del mercantilismo. Sin embargo, este auge y crecimiento 

comerciales no beneficiaron a todos los sectores de la población. Bajo la clase 

comerciante o burguesa, grandes sectores de individuos vivían en ·la más absoluta 

miseria. "Las cifras del número de mendigos en los siglos XVI Y XVII son asombrosas. 

(l?) T•nui)'OJ S.lmoriu, Rolandu.op. clL l'P. llO-ISI. 

(IJ) El co~llludonallama llltdlrul a.e •pn<L. rund•mtntalnxn~ en d naclmlrnlo cM lu cluda.dtt. qur, como M' r..conf.ari. 

qwduon b-.Jo t. prolrcclón 11uC. deo loa STfH como rnullado dr 111 allllnu. rnln IM homllns libres 1 ,.,_ pruploa n7n, m la 

lucha de Is.to• conlra el podrr dr I• wñorn r~udak-t.. La.., clud•da qurd.ron pru~ • lr.wh dr canu qu.c In futron 

otori.adti por 105 STJ"l 'j fn lu l'.,..IMI les «1no·J~run dtriu1o prhilcr.lut.1 libcrtadn •e.amblo de IOlo f•worn qur rrdbl~rou. ("fr. 

T•ma1oyS.lmolin. Rolando, op. dL pp. 1521"""" 

(14) A. nlc rrspHlo Cllhc aclarar qut, rn nalld•d, I• hblurla dtl n-clmltnlo drl El.lado,"'" &o qur H rrnrn • I• cuurrnlr.cMn 

dd podn rral, lon16 doa; rvnalx>J. dlttrtnlK: por Unajlarlc: l11clalnn1, la qur '' blrn rr. una monarquía nnlnlluid. tn allo 

ir.do., la nob~Pll 1 la buraun.la 1r lmpu .. lrrun • I• Corun• lnt'dl•nlc ti J.~lrrua parlllmrnlario d., GobWmo, rn ti qur 'º" 
actores prlnc:lpaks ,_n.n la Coruna, rl p.,1amrnto 7 loll Trihun•ka (el prru.amlrnlo rntoDCn domlaanlc 'ª lnalatrrra .,,. 

que a.lniuno ck alol. podera rra 1uprrlor a lo• drmti: '' •Izo ,,.. •upnmo. rn tocio CllMl, 111 HprrnMICI. ntiklla rn '' ttloo 1 rn 
au lkrttho) J por oln1 par1r, en fl Conllnrnlr, partkularmcnlc rn E.o;paña, Fr.nc:lll J PMl:51a. pañrs que'ª rr•Udad llll'tlln b 

que caminaron ti.el• ti abaolutbmo de-1 tnon•rra. Cfr. Tanta JO 1 S.lmorán. Rolando. op. clL p. 179¡ Ik la Cuna, Mario. t. U. 
thl &lodo, UNAM, Mhko, 1971. p. -19, 
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~n 1630 una cuarta parte de Ja población de Paris estaba formada por limosneros y en 

los distritos rurales de Francia su total era igunlmente grande; en Inglaterra las 

condiciones eran igualmente rnalas ... "us1 Ante esta situación el Estado podía hacer 

poco, pues imbuído de la ideología del absolutismo era imposible que se le concibiera 

como el promotor y director del desarrollo nacional, concepción ésta que en reaJidad 

es fruto de la historia del presente siglo. 

No obstante, si bien la intervención del Estado fue prácticamente nula 

para asistir a los grandes sectores sociales que vivían en Ja pobreza, no lo fue así en Jo 

que respecta a Ja regulación del comercio, en Ja que tuvo una muy activa participación 

dictando leyes e imponiendo restricciones al mismo para proteger los grandes 

monopolios que entonces se habían formado.<16> Frente a esta situación de 

restricciones a Ja libre competencia surgen como respuesta las doctrinas del Jibre 

comercio, a cuya cabeza se encuentra sin duda alguna Adam Smith con su famoso libro 

"La riqueza de las naciones". El papel de éstas doctrinas fue muy importante porque 

ellas, juntamente con la doctrina del iusnaturalismo y ante la situación política a que 

habfa llegado el absolutismo, principalmente en Francia, habrían de servir de ideología 

al nuevo concepto y funciones del Estado que surgiría después de la Revolución 

Francesa y que ejercerían una influencia decisiva posteriormente en los Estados 

latinoamericanos, una vez alcanz.:'lda su independencia. 

Ahora bien, no obstante que ya se perfilaba desde antes de Ja 

Revoh1ción Francesa el iusnaturalismo como corriente ideológica para fijar y delimitar 

las relaciones entre el poder público y los gobernados, en el sentido de 'que el primero 

debe respetar y proteger a través del orden jurídico las prerrogativas o derechos 

(IS}Jl•rmann.Uo,op.cll. p.IU 

(16) U11o11 "' qM M c:om.olidarwa IK f'..lado. mon.irqulnn dl'Mlll' d punto di!' vbla poUUro. alpl6 IU C:oQMJIJdadóq desde ~I 

punto de vl&la KUnómko, fl dacu.tir1mk1lle de Amfrka 7 la up1Uul6n dd c:omll'n:lo lraJuvn c:omo c:onwc:urnc:la u.na 11terni 

conwrcW ... prvdQo •- e.da &t.do b-.caw i.. ronn.a mú adec;u.d.a para lart.alll'ttr 1u «OQQmla. Con n&. prop&tlo .. 

aknl6 a. crad6o de unpram 7 monopoU..., .. olorpron aub.lcüoii 7 prhllq:to.. M ntableckron t&rila aranc.lari-. M 

problll'6 m .,.._... ~ t. &mpo11ad6q ik prochxloa., ddlll'ra. Todat ftlas medw. rucroQ lmplantadu por el &lado a 

trwril di~ 1 dttn._ COQ d 6nko na de ac:rttt0lar H podll'r económko.. Prro lo q• no ae ri6 flM ~-con tales nwctldu no 

"°'*"' 1111 .a.a INdU:m t.ldm de lor1&kanc. crr. Hubermann. Leo. op. cit. PP. 141, .... 
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inherentes a Ja persona humana, como Ja libertad, la propiedad y la seguridad jurídica, 

la realidad política presentó una situación totalmente opuesta al pensamientQ teórico. 

En el auge del absolutismo francés, el despotismo y la autocracia fueron sus signos 

particulares, los cuales se sustentaron y fundamentaron en Ja doctrina del origen divino 

del poder real y bajo cuyo imperio no conoció propiamente limitación alguna. Los 

monarcas franceses cometieron al amparo de esta doctrina arhitrariedades sin fin, 

gravando inicuamente al pueblo con impuestos elevadísimos para poder mantener n In 

nobleza real, la que por contrapartida se caracterizó por sus gastos dispendiosos y 

exorbitantes. La libertad personal fue, por orra parte, terriblemente mancillada a 

través de órdenes secretas denominadas "lettres de cachet11
1 mediante las cuales se 

sometió a prisión a Jos individuos sin expresarse el motivo o Ja causa de su detención. 

Este clima verdaderamente vejatorio de uno de Jos más preciados derechos del 

hombre, auspició que en Ja realidad polftica de Francia prosperara Ja ideología 

revolucionaria a que antes aludimos y que trastocó los arcaicos cimientos filosóficos 

sobre Jos cuales se erigió el régimen absolutista, en el que la actividad del Estado llegó 

a confundirse con la voluntad del monarca, situación ésta que se sintetiza en la famosa 

expresión del rey Luis XIV, "el Estado soy yo".117) 

D. El Estado de Derecho Liberal e Individualista 

U na vez concluida la revolución surgió un nuevo concepto del Estado, 

fruto de Ja ideología que animó a la misma: El Estado se concibió como una 

organización racional orientada hacia ciertos objetivos y valores que consistían 

fundamentalmente en garantizar la libertad, Ja convivencia pacífica, la seguridad y Ja 

propiedad, sirviendo como instrumentos el logro de Jos mismo~ el principio de Ja 

división de podert:s y el dogma de la constitución escrita.<• 11 ) A este nuevo Estado se le 

llamó Estado liberal. 

(17) BufKOA, IJnKlo, Las Gamnllru /ndMJm1ks. f;dllortid Pom'.ia, MEdco, 1991, pp. llY.92. 

(111) lhn')' Mrr')'ni.n. Jobn. lA lnu/id&. jurid{t:a -~nW.iaJ. Tnwlucd6n C.r~ Sltna. Fondo ck Cullur• 

Económica. Mhlco, IY7Y. pp.JS-51. 
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Ahora bien, contrariamente a Jo que podría pensarse, gran parte de Ja 

ideología que animó Ja Revolución Francesa no tuvo su origen en Francia. En Jo que 

respecta al principio de Ja división de poderes y al dogma de Ja constitución escrita 

(principales instrumentos de que se hechó mano para alcanzar Jos objetivos y valores 

del Estada liberal) fueran tomadas de la vida constitucional de Inglaterra -que por 

entonces ya se había consolidado como un Estado de Derecho- y por otro lado, de la 

Constitución de Virginia de 1776 y, particularmente, de la Constitución Federal de 

Estados Unidas de 1787. 

En Jo que concierne al principio de la división de poderes debe 

recordarse que en Inglaterra, no obstante existir una monarquía centralizada desde Ja 

Edad Media, el poder real desde un principio fue limitado por Jos tribunales y el 

derecho por ellos aplicado: el Cornrnon L1w, y posteriormente, juntamente con los 

tribunales, por el Parlamento<•9J, 

A lo anterior habría que agregar la ideología jurídica que para entonces 

se había gestado en Ja tradición de loro tribunales ingleses, en el sentido de que el 

derecho por ellos aplicado: el Common l..aw ·formado por las leyes y costumbres del 

reino- era superior a los poderes constituídos y no podía variarse ni por el rey ni por el 

Parlamentn.<20• "La primacía del derecho que se deriva de la doctrina de Jos tribunales 

llevaba a Ja consecuencia lógica de un control jurídico sobre todo acto del gobierno. 

Ln responsabilidad era rcsponsahiHdad ante el derecho del Estado, exigible por los 

tribun:iles contra los ministros de Ja Corona. Una orden real qu~ obligara a un ministro 

a un acto d~ gobierno en violación de una ley dt:I Estado, era sólo una dudosa 

(l 'il) A n.lr n1.~to. Rolando Tam11.ro )' S.l11mt1111 opr .. wa ~ut I•' pnrro¡•U"iu. 'lur nan alrlbufd.u por cotolumb,.. l111111t111orlal 

a la Conona, al Parlanwnto o•~ lrlbunAlu,. rran cunt .. bld,.. como faculladn lnhrrrnth •cada uuo dr n.IOli órzanot. por lo 

qPf', cuando IOI. ,.yrs lndtsrt pnLtndk"'n Yalvrn.e •I abl..)lulbmo, la prt111H• bittalr.. pur la ludu1 drl c:omlltudanalbmo .. 

libnaron los lrfhun•lts con Ira a. pnip .. Corona. Dr n.t. ma.nrn, la ddea. W la lnckprncknclaJudlchd 1 la rstl'lctai aplbd&n 

del drrrcbo M "º""frllrnon en lnalaLtm en la mur.Ir. qur lmpld50 el rst.blrdmlrnlo del ab.olulbmo mcmárqulco1 pennll16 

daplaá.rl conlrol polfllca uibn la Carona por parte c1 .. 11•arL.mct1la. crr.fllll'OducdóltolfutuJUt.úh Condlbid.s.r,. c:IL pp.1171 .. 
C2Dl ...... 
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protección para ese ministro. El procedimiento de hacer respetar y garantizar los 

derechos del individuo contra el arbitrio gubernamental, no quedó completado hasta 

que a esa "potestad negativa" se le añadió un control político positivo del gobierno que 

habrían de ejercer Jos representantes del pueblo en el Parlamento; esto es, hasta que 

18 responsabilidad jurídica, o mejor, el control judicial, fue completmJo con Ja 

responsabilidad política, pudo consolidarse la importante tesis judicial defendida 

heroicamente por los trihunales de que el derecho del Estado se encuentra por 

encima de cualquier acto gubernamental".<21 > 

Esta evolución del constitucionalismo inglés evidencia que Ja forma de 

gobierno que en realidad imperaba en Inglaterra era un sistema mixto, es decir. unu 

monarquía mixta en la que el ejercicio del poder estaba limitado por un sistema de 

pesos y contrapesos que recíprocamente ejercían Ja Corona, Jos tribunales y el 

Parlamento. Era indudable, por Jo tanto, que Ja protección de Ja libertad y demás 

derechos inherentes al individuo sólo podía alcanzarse si el ejercicio del poder se 

encontraba dividido. Inglaterra así Jo había demostrado y la revolución francesa 

adoptó como un dogma el principio de Ja división de poderes y lo fundamentó en Ja 

razón. De esta manera el régimen constitucional inglés se convirtió en el modelo del 

Estado de Derecho, del Estado cnnstitucionnl. El mecanismo del control 

gubernamental mediante Ja exigencia de Ja responsabilidad política de Ja Corona ante 

el Parlamento y Ja protección judicial de Jos derechos de los individuos integraron el 

principio de Ja división de poderes que en Francia se opondría al absolutismo. 

Ahora .~ien, como antes indicamos, una segunda fuente de la ideología 

que animó la Revolución Francesa Jo constituyó el dogma de Ja con~titución escrita, 

· que fue adoptado de la Constitución Federal de 1 is1 de -los Estados Unidos. 

Ciertamente, los Estados Unid.os heredaron la tradición judicial de Inglaterra y Ja 

ideología jurídica consistente en la supremacía del derecho frente a Jos órganos 

constitufdos. Bajo estas condiciones, Ja constitución escrita de 1787 de los Estados 

(ll) ldcm. p.197. 
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Unidr•:. demostraría que era posible establecer una Constitución por medio de la cual 

se limitara el poder, determinando la competencia de los órganos encargados de su 

ejercicio, y desde entonces la necesidad de formular o estahlt:cer lns normas 

fundamentales de un Estado en un documento fue una condición "sine qua non" para 

el establecimiento de un Estado de Derecho. De ahí que el racionalismo francés 

pensara que la distribución, el límite y el control del poder, los derechos de libertad, 

propiedad, igualdad, etcétera -todo ello integrante del Estado de Derecho- fuera 

imposible de conseguir si In Constitución no se encontraba por escrito, porque sólo 

bajo tal condición es una Constitución propiamente y porque la supremacía de que está 

investida (nota que ya se vislumhra en Ja tradición del Common Law) significa la 

subordinación -a sus disposiciones- de todos los actos emanados de los poderes 

constituídos.<22> 

Estos principios fueron los que configuraron el nuevo Estado que 

surgiría en el siglo XIX. División de poderes y constitución escrita serían los 

instrumentos para consagrar Ja Jibertad, la propiedad, la igualdad. Todos los derechos 

inherentes a la persona humana incesantemente violados al amparo del Estado 

absolutista. Bajo estas condiciones, los fines del Estado, del Estado liberal, o Estado 

gendarme o policía como también se le llam61 se limitarían 11al mantenimiento y 

protección de su existencia como entidad soberana y a la conservación del orden 

jurídico y material en tanto que fuera condición para el desarrollo de las actividades 

de los particulares y el librn juego de las leyes sociales y ecom~micas".(lll 

Bajo esta concepción, el Estado y Ja sociedad aparecen como dos entes 

perfectamente diferenciahles y con funciones específicas en cuya realización no deben 

interferirse. ~í, el Estado es concebido como una organización racional orientada a Ja 

consecuci6n de ciertos valores y objetivos y dotada de una estructura vertical o 

jerárquica, es decir, constituida primordialmente bajo relaciones de supra y 

subordinación. Tal racionalidad es expresada fundamentalmente en leyes escritas y 

(ll)ldsm.pp.1U•llJ. 

(23) Frwp. Gablno,DtrtthoAdlflinbtratiro. Edllorial Pomia. Mi•ko, 19U, p.14. 
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nbstrnctns (dogma de la constitución escrita), en el principio de la división de poderes 

como instrumento para la garantía y protección de la libertad y para la diversiHcación e 

integración del trabajo estatal, y en una organización burocrática de ta 

ndministración.<24) Sus objetivos y valores, como antes indicamos, son In garantía y 

protección de la libertad, de la convivencin pacífica, de la seguridad y de la propiedad, 

y la prestación de los servicios públicos, ya sea directamente o mediante concesión. La 

sociedad, por el contrario, es considerndn como una ordenación, es decir, corno un 

orden espontáneo dotado de racionalidad, pero no de una racionalidad previamente 

proyectada y constituida, sino de una racionalidad inmanente, expresada en leyes 

económicas y sociales, insuperables por cualquier ley jurídica producto del legislador, y 

una racionalidad, en fin, no de estructura vertical o jerárquica, sino horizontal y 

sustentada fundamentalmente sobre relaciones competitivas. Esa estructura de la 

sociedad -se consideraba- tenía una solidez superior a cualquier orden o intervención 

artificiales y permitía la generación del mejor de los órdenes posibles tanto en el 

aspecto económico, mediante los espectaculares resultados de la oferta y la demanda, 

como en el aspecto intelectual, porque sólo de la concurrencia de opiniones surge la 

verdad, así como en el social, ya que operando bajo el principio de la igualdad ante la 

ley se impide la constitución de situaciones adscriptivas como había sucedido en el 

pasado.IZ.S) 

Bajo tales circunstancias es evidente que el Estado, como organización 

artificial, no podía ni debía intervenir con el orden u organización natural como Jo era 

In sociedad, ámbito en el cual, ~orno señalamos, el individuo realizaba su existencia y su 

libertad, sino que su misión h~bría de limitarse a asegurar las condiciones m{nimas 

para su funcionamiento espontám:o y, cuando más, a intervenir esporádicamente pura 

eliminar cualquier obstáculo que se presentase al buen funcionamiento del orden 

autorn:gulado de la sociedad. 

(24) G•rtl• P~l•yo, M11nu~I, l.as trutu/onn4danu Jft E.J,.Jo CoN_,-d_ AU:.nu F.dllarflll, MMlrkt. 1911, pp. 21°21. 

(l5) ld~m. p.12 
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Pc::.ro esta ideología y In práctica que de dla se hizo en el siglo X~X, 

nunada a la revolución industrial que tuvo inicio en el siglo XVIII, trajo consecuencias 

francamente aberrantes y perjuiciales para grandes sectores sociales. Ante la doctrina 

del liberulismo que exaltó la lihertnd, la propiedad y la igunldnd1 se levantó un 

panorama de injusticias y desigualdades sociales que pronto habrían de replantear 

nuevamente la función y los fines del Estado. Esa doctrina y las supuestas leyes 

naturales que gobernaban el orden social espontáneo demostrarfnn que Ja sociedad 

abandonada total o parcialmente a su régimen autorregulativo conducía únicamente a 

la pura irracionalidad y que era incapaz de satisfacer las necesidades dc::. la colectividad. 

Es así cnmo empiczn a dcsnrrollarse una tendencia intetvencionista del Estado en la 

que se considera que éste, respetando en buena parte la actividad o esfera jurídica de 

los particulares, debe imponer a ésta restricciones o limitaciones para armonizarla con 

el interés general; va creando setvicios públicos y dirigiendo su actuación con el fin de 

estructurar Ja sociedad de acuerdo con un ideal de justicia que no logró alcanzar la 

doctrina del liberalismo. De esta manera1 el Estado gendarme o policía se va 

transformando en un Estadn providencia. o con mejor propiedad, en un Estado Social 

de Derecho.t16J 

E. El Estado Sociul del Derecho 

1. Surgimiento del Estado Social de Derecho 

G11rcia Pt!h1yll expresa que desde el último tercio del siglo XIX se 

lh::sarmlllí en los países mús <iddtmtm.Jos y en los que con mayor fuerza se enarboló la 

doctrina dd 1iberalismn1 una política socinl cuyo objetivo inmediato era remediar las 

p~simas condiciones vitales de los sectores más desnmparndos y menesterosos de la 

sociedud, si bien no tanto encaminada a transformar la estructura social cuanto n 

solucionar algunos de sus peores efectos y que no precedía, sino que seguía a los 

(26) Fr•i:•Gablno. op.c:IL p. I~. 
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hechos causantes de tales situaciones.C27J Es bajo esta premisa que surge el Estado 

Social de Derecho, pues a partir de entonces y tras un paulatino descnvo,lvimiento 

habría de desarrollar una política social que se extendería no sólo a Jos sectores antes 

señalados, sino a todos Jos estratos sociales y que no se limitaría sólo a Ja 

menesterosidad económica, puesto que abarcaría también otros aspectos tales como Ja 

promoción de Ja cultura, eJ esparcimiento, la educación, Ja defensa y el cuidado del 

ambiente, In promoción de grupos y regiones atrasados, etcétera. De esta fonna, Ja 

política social del Estado se transformaríl en una política social generalizada, 

constituyendo no tanto una reacción contra Jos acontecimientos, cuanto una acción que 

pretenderá controlarlos mediante una programación integral y sistemática'.211 

Además, Ja intervención del Estado Social de Derecho en Ja economía, 

en contraposición al Estado liberal, se hará mediante una política estatal de dirección 

pennanente y programada del conjunto, aunque no de los detalles, del sistema 

económico global y sin perjuicio del poder de decisión de los particulares, dirección 

que no se limitará a actuar bajo la coerción de una estructura dada del sistema 

económico sino que aquí el Estado promoverá el cambio, dentro de ciertos límites, de 

Ja estructura misma del sistema económico frente y en el cual habrá de operarJ291 

Esto significa, dicho en otras palabras, que el Estado asumirá el papel de 

regulador y director del desnrrollo nacional, Jo que se explica en v.irtud de que, bajo 

esta nueva con.~epción, el desarrollo económico y social de una nación no podía 

dejarse más al libre juego .de las fuerzas económicas y a las pretendidas leyes 

inmanentes al orden social a que antes aludimos, dados Jos efectos disfuncionaJes que 

U7JLastramf-dant%JdEstlldllCan1n11pwdnro. ~ILpp.1a.19. 
(21)Jdtm. p.19, 

(29) ~ ,1 punro dll' ""',. t~ri~o, ni• 11ull'H cu11npddn ckl t:..tado H babi:. nnido ~"'""" dndll' d af&la p ... J.,. 

NfialindOH cumo prn:un.or dll' 111 m1~111• • l.o;¡nnz Von Sltln, qukn 'ª 1&50 •n~ •ali' 1-e~ ll'ft q• ta.br. lncu,.,.. 

11'1 Ubtnilbmo. qut ti t:..wto dtbl'a &efllkr •I ~rni!lu lUpC'rior 1 Ulue dr i. ptl'Ml-ud.-d de &o. lndh1d..., (que .. aodalad • 

imbllo "" irl cual op..nib• i. libertad de I• p..n.on.. l1un .. n.. 1 dl'°'OnW. del propio ~c.du. J1u;&enl..S. t.+ n~ • Ubn 
nsnptUntlA. ti.bM ~ ,. bi dlrl'moli de la ckpC"~~ wn¡,fumbl'lt 1 mlwria flaka 1 moral). Sbt 'mbup. 111 

ronntdad6n Wrk• dt IA lok• dd Estado M>&:fJlf ar k ddJco • lfft'lllm;na Jlll'JNr, ••a • partil" de 1A prla-111 pos,l¡u(rni ac 

enr,.ntarf• •I p,,..,ltm• concnlo dt 111 crld~ dll'I FMAdo dt D..ncbo llb.nil (rnelh.&i por IA lrr9clona!WW •I Jb&em. 

aipltalla.t.J al cu..1, conddH6, ""' flll'("l'Sllrfo ... ,,.,., alrth"J'fndoS. an nutto ton Unido ...coD4mkv 7 aoc:IAI, rrall.ta.AIM dtnlro dt 

•u m•rco un n- otdll'n labon.ly dt dlslrlbucl6ndc bltn~ crr. C11rcúa Ptlll)'O, Maa ... I, op.dL pp. 14·15. 
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tanto para el Estado como para la sociedad había traído la práctica de tales ideas. De 

ahí que al Estado históricamente se le exigiera asumir una participación activo en el 

desenvolvimiento económico de la sociedad, que en la práctica habría de asumir 

diversos grados, desde un intetvencionismo absoluto como en los Estados totalitarios, 

hasta un intervencionismo moderado como en los Estados occidentales de corte 

democrático. Esto se explica n su vez porque las condiciones histórico~sociales han 

exigido que sea el Estado el acelerador de la transformación económica y social y deje 

de ser el conservador, como antaño, del "statu qua", confiándose además en que, en su 

función de promotor y estimulador del desarrollo nacional haga llegar a los más los 

beneficios del progreso económico y social, basándose en el consentimiento popular y 

en el debido respeto a las normas del derecho y a los derechos humanos. 

Ahora bien, la historia reciente muestra una gran variedad de formas de 

actividad conforme a las cuales el Estado ha asumido su nuevo papel, pero ello se debe 

sin duda alguna a la diversidad de filosofías y tradiciones nacionales, lo cual ha dado 

lugar a que el Estado Moderno pueda actuar como director, empresario, o estimulador 

de la iniciativa privada 0 1 naturalmente, asumir a In vez ese triple papel, de acuerdo 

con sus propias necesidades históricas y económicas. 

De esta manera, el siglo XX con el nacimiento del Estado Social de 

Derecho, ha presenciado el espectáculo de una c::xtensión de las funciones 

gubernamentales que supera todos los precedentes, extensión que es re~ultado de una 

necesidad histórica como hemos señalado .. El concepto del Estndo·servicio que se 

encuentra impÜcito en la concepción del Estado Social de Derecho ha sido aceptado 

casi universalmente. Como resultado de ello, los gobiernos han asumido la función 

relativa a In dirección y utilización de la mano de obra, de los recursos naturales y de la 

tecnología en rápida evolución del mundo moderno, para crear las condiciones y el 

medio que permitan difundir el bienestar econt1mico y social. Esta se explira porque 

en In etapa actual de la historia de la humanidad, es inconcebible que los pueblos, 



17. 

integrados por seres humanos, vivan en un estado de pobreza, hambre, enfermedad, 

ignorancia y ociosidad.'JO' 

2. La persona humana en el Estado Socinl de Derecho 

Es importante comentar que al nacer esta nueva concepción aceren del 

Estado, el individuo, es decir, la persona humana habría de ser nuevamente 

revalorizada y cuestionado su lugar frente a In actividad estatal. Sin embargo, 

contrariamente a lo que podría pensarse, el Estado Social de Derecho no renunció ni 

ha renunciado n los valores que protegió el Estado liberal. La persona humana y los 

derechos inherentes a ella siguen siendo y deben ser los valores y objetivos a tutelar 

por el Estado, pero ahora ya no con un sentido absoluto como anteriormente lo habían 

tenido bajo el Estado liberal. Ahora ·Se afirma· "no hay posibilidad de actualizar la 

libertad si su establecimiento y garantías formales no van acompañadas de unas 

condiciones existenciales mfnimas que hagan posible su ejercicio real¡ la propiedad 

individual tiene como límite los intereses generales de la comunidad ciudadana; la 

seguridad formal tiene que ir acompañada de la seguridad material frente a Ja 

necesidad económica permanente o contingente a través de instituciones como la 

seguridad de empleo, la de atención médica, etcétera; la seguridad jurídica y la 

igualdad ante Ja ley han de ser complementadas con la seguridad de unas condiciones 

vitales mínimas y con una corrección de las desigualdades económico sociales"JllJ En 

síntesis, en la concepción del Estado Social de Derecho corresponde a éste crear lns 

condiciones para el adecuado. despliegue de las potencialidades de la personalidad a 

través de la iniciativa y de la capacidad creadora y competitiva en las que se patentiza 

la autodeterminación del hombre. 

(30) CCr. Adtitlnútnltllll PúbUto, Uart0 l~dunal (l IM1-1981) Tomo. l. Edkl6n 1 No tu Alt-jlindro C.ntllo c.tro. M.lpll 
Anarl PolTÍUI Edllor. Publicada l'O coopermcl6n con la Orianbad6n de las Nadonn llnidM pp. J).J.t. 
(Jl} Cír. Carda Pl'laJ'O. Manuel, op. dL pp. 26-30 
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3. E1 Derecho: instrumento pnra canalizar y alcanzar los fines del 

Estado 

Para alcanzar Jos propósitos o fines del Estado, el Derecho, entendido 

como el conjunto de normas bilaterales, obligatorias y coercitivas que regulan la 

conducta humana, estructuran al Estado y lo rigen en sus múltiples y diversas 

activit..lades, históricamente ha desempeñado un papel muy importante puesto que es 

justamente el instrumento o medio que, al postular y recoger en sus normas principios 

políticos, económicos y sociales que son índices de superación y progreso, debe 

permitir que el Estado, ol.Jligado por dichas normas, se encauce hncia el individuo, 

facilitándole, como señalamos, el despliegue de sus potencialidades materiales e 

intelectuales. 

Bajo estas premisas, el ordenamiento fundamental, esto es la 

Constitución, revistt: capital importancia puesto que ha sido el instrumento -cúspide 

del constitucionalismo· en el que se han consagrado las finalidades del Estado 

genéricamente consideradas: bienestar de la sociedad, solidaridad social, seguridad 

jurídica, proteccilin de la persona humana y de sus intereses juntamente con los 

intereses colectivos, elc~nción económica, cultural y social de la población y de sus 

grupos mayoritarios1 1.a solución de Jos grandes problemas nncionnles, etcéteralll>. 

Como n:sultado de la adopción de las ideas anteriores muchas 

Constituciones, particularmente despm:s de ln Segunda Guerra Mundial, habrían de 

consagrar diversos preceptos destinados a marcar la acción y objetivos de los Estados 

respectivos, adquiriendo aquellas el carácter de verdaderos instrumentos de acción 

política, económica y social, hacia cuya consecución se orientaría toda la actividad 

estatal. De esta munera, y a difornncia del Estado de Derecho liberal que predominó 

en el siglo XIX y en los principios de este, cuyns constituciones garantizaban por modo 



19. 

absoluto Jos derechos inherentes al individuo (individualismo) puestos en boga por el 

racionalismo francés, y que tratahan de limitar su acción lo más posible {libc.rnlismo), 

las nuevas constituciones se convertirían en verdaderos proyectos o programas de 

acción para Jos Estados. 

4. El Estado Mexicano como Estado Social de Derecho 

El Estado Mt:xicano1 a través de la Constitución de 1917, se convirtió en 

el país pionero a nivel mundial en consagrar diversas normas protectoras de los 

sectores socialmente débiles, convirtiéndose así desde el punto de vista jurídico y aun 

cuando no se Je consignó expresamente con tal carácter en la Constitución, en un 

verdadero Estado Social de Derecho, de acuerdo con In concepción que de éste hemos 

descrito. De ello dan testimonio los artículos 27 y 123 constitucionales. 

Consecuentemente, y no obstante que, de acuerdo con Ja opinión de García Pelayo la 

concepción teórica del Estado socinl hahía venido gestándose en In doctrina jurídica 

alemana y que la primera constitución que consagró expresamente su idea fue In de Ja 

República Federal Alemana de 1949, al definir a ésta en su artículo 20 como un 
11Estado Federal, democrático y social", y en su artículo 28 como un 11Estado 

democrático y social de Derccho11p11 en nuestra opinión, la constitucionalización o 

carencia de constitucionnliznción formales de In idea del Estado Social de Derecho no 

mengua su validez para designar y esclarecer la forma de un Estado, por lo que el 

Estado Mexicano, desde la promulgación di! la Constitución de 1917. puede 

considerarse como un verdadero Estado Social de Derecho, situación 4ue con t!I 

transcurso del siglo habría de rcafirm3rse con su ~reciente intervención en los sectores 

económico y social.CJ.41 

(3l) Ltutmtu/"""4tioMsdtlLtlldo COlll~nro, clL p. 26. 

(34) Cfr. G•lludco Ca macho, Ml11:utL LA Cun~Uluclón Mn:lnna de 1917 cumu mmtdo de la tYDlucllin MI drrrchco eo~Uh1docaal 

d.r 1011 p•lwlli \b.fnuunnlcanur... En M'lrlDl'i.J J,I 111 CC111gn>0 /ltNOGaurimna J, lHncM c..stih¡ftoNil, Tomo 1, UNA.\t, Mhlco. 

1937 pp. 147.17J. En I• 111l1nt• Mrmotl• Cfr. Ulrtdr. l ... unw Flicutro• M., ~dos c:on11llh1donn mrdc.nu de 1917, pp. 111· .... 
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11. EL CONTROL DE LA LEGALIDAD EN EL ESTADO DE DERECHO 

A. Concepto de Control 

Antes de analizar el concepto de control y sus implicaciones con el 

Estado Social de Derecho, conviene hacer un recuento de lo expuesto hnstn uquí. 

Hemos <licho que el Estado ha sufrido profundas transformaciones convirtiéndose, en 

.su cnncepcilin actual, en el agente principal del desarrollo económico y social de las 

naciones. A difen:ncia del Estado liberal, cuyos valores básicos a los que estaba 

consagrado eran los derechos individuales y m(1s específicamente In libertad individual, 

la igualdrid ante la ley, la propiedad privada, la seguridad jurídica, etcétera, valores que 

actualizaha mediante su proclamación en el orden jurídico, el Estado Social de 

Derecho se caracteriza por su activa participación en la vida social y económica, 

protegiendo los mismos valores del Estado liheral pero dándoles un nut!VO contenido. 

Asimismo, apuntamos que los fines del Estado se canalizan a través del Derecho 

(aunque en reulic.Jad esta misma función era dt:scmpcñada por el Derecho del Estado 

liheral), convirth!ndost! éste en el instrumento cannlizador de la uctividad del propio 

Estado. Put!s hit!n, otra de las caracterfaaicas c..ld Estado de Dt:rccho (y estu afirmación 

alcanza ttmtn al Estado liberal cnmo al moderno Estado Social de Derecho} es la 

existencia de diversos mecanismos que permiten controlar la actividad del Estado, 

pudiendo afirmarse que uno de los componenlt!s capitales sobre Jos que descansa el 

Estmh, es justamente su sumisión al Dt:recho. 

De acuerdo con In anterior, corresponde nhora nnnlizar lo:i diversos 

mecanismos de control que put!den existir en el seno del Estado. A tul efc!cto, 

iniciart!mos nuestra exposición desentrañando el concepto mismo de control. 

1.- Origen c..lel vocablo "control" 

En cuanto al origen de la palabrn "control", ésta proviene dt:I término 

frnnct!:-; "controle-role'\ que significa "rcvisitln de un neto por doble registro"; t:n inglés 
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dicho término significa dominio, del cual deriva la noción misma de "autoridad" y en 

una segunda acepción implica In idea de "vigilancia".C"I 

Sin embargo, hasta hace poco tiempo el vocablo 11control" fue 

r"econocido en el idioma español, al incorporársele al 11Diccionario de Ja Real Academia 

Española11
1 en virtud de que algunos autores siempre la habían considerado ajena al 

castellano, ubicándola como un simple galicismo o anglicismo y aun como un 

barharisnm.136> 

Así por ejt>mplo, Cahanellas expresa CJlH! el término "cnntrul" no posi.::c 

significación alguna en el idioma español, puesto que éste cuenta con vocablos propios 

y mtís adecuados a cada caso para traducirlo, como son las palabras "comprohaci6n", 
11fiscalización11

, ºregistro", "vigilnncia", "gohierno", upredominio", "supremacía11
1 

ºdirección", "guía", "regulación11.(l'J 

José Trinidad Lanz Ccírdenas. por otra parte, scñnla que la palabra 

"control" constituye un vocablo unívoco con el cual se expresan múltiples objetos, los 

que se diversific:m cada vez mñs, según el uso que se Je dé a la palabra y variando su 

significación, según los diccionarios que se consulten, tanto los ordinarios, los 

enciclopédicos como los específicos, comprendiéndose así, desde Ja marca de un 

punzón que se pone sobre ohras de orfohn::ría, pasando por comprobación, inspección, 

intervención, registro, verificación, tutela, hasta dominio y supremacía.fllJ 

No obstante lo anterior, es posible inferir que la palabra "control", desde 

el punto de vista etimológico y referida al español, significa, en una primera acepción: 

135) C"Cr. Snlaznr Ab11ru11. füuiqur A. nrrulm /'urls1m,.n111d"- lA Cun1ntf11rl11 M11¡or J~ H11l'itn<f11 "4cl11 un Trl/lutt41 M11p J• 

H11cinM"1. l11•1i1Ulo 1"11du11J1lde Admlnb.Jrad611 Plibllla. A.C. Mldi:o l'Jll'J0 IJ. 7l. 

(l6) ldt11l. 

(l7) Cfr. c:.hanrllaa, G111Urrmo,Diuio,.,,nod•lkrrr:lio Uiual, Ubrrrí~ F.dllurlal dt P•lmll, lluen<n Airrt.. 1953. p. 520. 

{l8) Cfr. Uni CiirdrnM, J~ Trinldllli, IA CM1mtiria 1 rl Cantrol lnJrrno 111 Atúitr4 A.nltttJtrilts 11/.itklcur 11Arüladnt1. Funda 

di: C1d1u,. Efonó1111f•, Midco, 1987, I'· 466. 
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reviSión, inspección, vigilancia, comprobación, verificación o fiscnJización; y en una 

segunda acepción: potestad, dominio, mando, predominio, supremacía, gobierno,CJ9) 

2.· Significado del vocablo "Control" 

A pesar de las dificultades que encierra Ja determinación del significado 

del vocablo ºcontrol'', es incuestionable que su uso está muy generalizado en el idioma 

español y muy particularmente en el lenguaje jurídico, en el que genernlmente se le 

utiliza para expresar los diversos mecanismos o instrumentos con que se constata o 

verifica que Ja actuación de los c"Jrg:mos del Estado se ajusten a toda norma que rige su 

actunción, correspondiendo este sentido del término control a la primera acepción 

rnencionac.Ja; esto es, a revisión, inspección, vigilancia, comprobación, verificación o 

fiscalización. 

Por consiguiente, puede afirmarse que desde el punto de vista jurídico la 

palabra control refiere el acto, instrumento o mecanismo por el cual se verifica o 

constata que Ja actividad de algún órgano estatal se ajuste al orden jurídico que 

necesariamente debe regirlo. El objeto del control es, en consecuencia, el orden 

jurídico. 

De acuerdo con Jo anterior, nuestra siguiente tarea consistirá en precisar 

Ja noción de orden juñdico, como objeto del control, sin olvidar que este es un tema 

complejo y en torno del cual existen las más diversas y encontradas opiniones!"°' 

(J9) crr. S1d•ur ANrooit. Enrlq-A., ap, dL p. 7•. 

(40J Rolando Tarn1170 7 Salmaríin uprua que una ttorfa complda 1.vbtt la ~Ión dt ordtnJurCdko lmpllc:• Ja Jlluc:W.d6n de 

cu..rro prubltmas rundamrnt.ln: 1) ubttnd~ %} ldtntldad; J) ntndura y•) contenido dtl ordtn Juñdko, En ttlac16n con ti 

prlnwr prabltma d titada autor man.IRala qut una ttorC• dtl ordtn J~ pttltndt ckttnnlnar tuJn.do un ordtn Juridlc:o 

qb&t y tundo b• dejado de cdt.llr. Ea rdM:lón coa d problema dt la Wcnlld&d de un ordcoJDridJto, la dU11eklad6n doi úte 

pnltndt pttd~r los crlttrioli qut ptrmlttn dtltnnhur qui tnlldadn ronn..n llll orden Juñdlc:o. El prolilfm. dt la ül11M:lura 

pl•nlt• Ju cu~llont1' coAAbltnln to dtttnnlnar •I tu.y un• nl11M:lun comtin • !01 6nkonn Jwfdkot. n dtdr, a.1 u:bttn 

p•lront'1t dt rdad<>11•1o tllltt l1n enlldadf.s de un mbmu ordt'n qu.,, de m11nen rnunt'nlt,w dtn tn lodo ti ordtnjuridka. Por 

UIUmo, "' cuar!H pnohl•m• qut pllmlu una trurf• lulf1Cnd dtl onk11 Juridku 5t nrltrt a •I hay a(&unu tnlldadn q-, de 
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B. Objeto del Control: el orden jurídico 

1.- Significado de "orden11 en general 

En virtud de que e) orden jurídico no es sino una derivación del concepto 

"orden" en general, debemos inquirir en primer lugar sobre el significado de éste. En 

ese sentido, el maestro Eduardo García Maynez expresa que orden, en general, 11es el 

sometimiento de un conjunto de objetos a una regla o sistema de reglas cuya aplicación 

hace surgir, entre dichos objetos, las relaciones que permiten realizar las finalidades 

del ordinante".<4•> Todo orden encierra, por lo tanto, de acur.rdo con la anterior 

definición, los siguientes elementos: a) un conjunto de objetos; b) una pauta 

ordenadora; e) la sujeción de ese conjunto de ohjetos a esa pauta; d) las relaciones que 

de tal sujeción derivan para los objetos ordenados; y e) la finalidad perseguida por el 

ordinante. (41) 

2. Concepto de orden jurídico 

Trasladando la noción de orden y los elementos que ella encierra al 

ámbito jurídico, puede afirmarse que el orden jurídico es el sometimiento de un 

conjunto (en lugar de objetos) de sujetos de derecho (personas físicas o morales, 

públicas o privadas) a una norma fundamental y en general al conjunto de 

disposiciones de orden secu~dario y de ulterior grado que de ella emanen, cuya 

aplicación hace surgir, entre dichos sujetos, las relaciones de índole jurídico que 

permiten realizar las finalidades establecidas por dichos sujetos (a través del poder 

constituyente que establece dicha norma fundamental). 

U&aaa mant .... N prn.enkn en,.,.,_ ,.,.ónknn1J11;rldko¡, n drclr, t.I haJ •lr;in coakidoh ~6n r-a aode•~-JasUko. 
/~GfE#IMl/o"6W~dt.pp.l6J.16S. 

(41) c.rct. ~bpu,, F.duardo.FJJo«ifadñD-dio. Edllarlal Pomla, Mldco, 1999, p.13. 
(42) lckrn. 
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La noción de orden jurídico apreciada genéricamente no se limita, en 

consecue.ncia, como generalmente suele hacerse, al conjunto de normas en sí mismo 

considerado, sino que él comprende también el conjunto de actos que realizan Jos 

sujetos de derecho en aplicación de dichas normas. Además, como puede advertirse, 

dicho orden comprende tanto a sujetos de derecho público como de derecho privado, 

puesto que todos ellos realizan actos aplicativos de normas jurídicas. Pero para Jos 

efectos de nuestro estudio únicamente debemos considerar el conjunto de normas que 

estructuran el Estado y Je señalan sus finalidades (la Constitución) y todas las demás 

normas que de ella deriven, en relación con Jos órganos estatales y Jos actos que éstos 

despJiegan en aplicación de Ja propia Constitución y de esas normas, actos que, desde 

el punto de vista teleológico, deben realizar o concretizar Jos fines del Estado. 

3. Control de Ja Legalidad o Constitucionalidad 

a) Diversidad de mecanismos de control en las constituciones modernas 

Puesto que el objeto deJ control lo constituye el orden jurídico, 

encabezado desde el punto de vista normativo por Ja Constitución, ello nos lleva al 

análisis de Ja temática relativa al control de Ja constitucionalidad o legalidad en sentido 

amplio de Ja actividad de los órganos estatales, y que ha sido designada por el doctor 

Fix Zamudio con el nombre de defensa constitucional, considerando que Ja protección 

de Ja Constüución esta integrada por diversos medios y mecanismos que Ja propia 

Constitución establece,<4JJ o bien, como Jo ha hecho el destacado cornparatista italiano 

Muuro Cappcllctti con el nombre de justicia constitucional -atendiendo a la misma 

razón expuesta por el trnladistél mexicano· y dentro de la cual destaca como la más 

importante el control jurisdiccional de la constitucionalidud de las leyes.(-«) 

(4J) Ctr. Fb: Z.rnudlo, llictGr. La Canslltudún 1 au 0torr1L1L Porwnc:!.i prwniJ ~n 14 ~ci&.:t m lk/-. UNAM, M&ko. 

1914,p.12. 
(44) Cf'r. Capptllelll,. M•unt, N~14ad1 Lq.IUrnldad dr l•lw.11ci. Co~lllucJonñ En lajiutiddcvrulilucLnwlTr•duccl6n Laila 

Apkrik t.uq .. 1 Marbi G.-.cl• Rubl..,c&.Cu.u. UNAM,Mldca, 1917, PP. J071M. 



Siguiendo, pues, Ja opinión de los citados tratadistas y en franca 

oposición a otra opinión muy autorizada<4s1 que limita el concepto de conw-ol de Ja 

constitución al efectuado por órganos jurisdiccionalt!S, estimamos que la defensa de la 

Constitución, como norma suprema, y de las leyes que de ella derivan, no es exclusiva 

de los órganos jurisdiccionales, sino que las Constituciones modernas contemplan unn 

serie de instituciones, instrumentos o mecanismos de muy diversa naturaleza y de 

acuerdo con métodos y procedimientos distintos y con diferentes grados de eficacia, 

que tienden a tutelar el orden jurídico estatal conforme al cual dehe desenvolverse la 

actividad de los órganos del Estlldo. E'ntre estos instrumentos o mecanismos pueden 

citarse el principio de la división de poderes, Ja fiscalización de la ac1ividad linanciern 

del Estado, los faclores sociales y algunos instrumentos de técnica jurídica, mismos que 

más adelante estudiaremos. La existencia de esta diversidad de m~canismos se explica 

si consideramos que el Estado, en su confin:uración actunl, y de acuerdo con la 

descripción que de él hemos dado en Ja primera parte del presente capítulo, se ha 

convertido en el promotor del desarrollo nacional en muchos aspectos (económico, 

social, cultural, etcétera), abandonando viejos moldes y concepciones que también ya 

reseñamos, extendiendo en la actualidad su actividad y por consiguiente sus fines como 

nunca antes lo había hecho, actividad y fines que se encuentran previstos en la 

Constitución y en la cual se consignan por lo regular los medios o instrumentos que 

permiten comprobar, vigilar, constatar (o reprimir) -control en senlido genérico- que 

sus disposiciones se cumplen por los órganos estatales y que éstos -a través de su 

actividad y en aplicación de Ja propia Constitución y de las demás disposiciones que de 

ella emanan (orden jurídico) alcancen los fines económicos, políticos, sociales, 

culturales, etcétera, que aquella proclame y que necesariamente deben desembocar, 

como antes señalamos, en Ja persona .humana (concepción del Estado Social de 

Derecho). 

(45} CCr. Hurpa, lpado.,E/}NirioJ~AM/'4"'- F.dllorial Poma. M4xh:e, 19U, pp.161ol7J. 
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h) Breve rdaci6n de antecedentt:s de los sistemus de control 

Contrariam·ente a In que pudiera pensarse, la idea de impnner límites d 

ejercicio dt:I pnder no es algo de la historia reciente. Apuntúhamos ya desde la 

introducción de este primer capítulo que la historia del hornhre ha sido en gran medida 

la historia pnr la lucha de su libertud y por la consagración de la misma n través de 

instituciones jurídico·pn1íticas1 razón por la cual puede decirse que, en realidad, esa 

idt:a t:s una necesidad profundamente enraizada en la historia, aun antigua, de la 

civilización humana, como expresa Mauro Cappellctti.'46l 

En efecto, aun en antiguos sistemas jurídicos ha existido la idea de que el 

orden de la comunidad, expresado en d Derecho, ya sea escrito o consuetudinario, 

debe ser protegido y salvaguardado de lns netos de violación. Así, por ejemplo, en 

Atenas existió la figurn del Consejo del Aerópago, que era el guardián de las leyes y 

vigila ha que los magistrmJos cumplit:ran sus funciones de conformidad con el Derecho. 

De esta manera, cualquier ciudadano que pretendía ser víctima de una injusticia podía 

presentar una denuncia ante el Aerópago, designando la ley violada."471 Otra forma de 

control Jo era la distinción que los atenienses hacían de normas superiores (nomos) y 

los decretos ordinarios (Pscfísmnta),<"ftJ.Y el procedimiento especial que existía para 

reformar a las primerns.("9 ' En fin, también pueden citarse la dable magistratura, el 

Senada y el trihunndo en la Rcpúhlica romana; y la superioridnd de In ley divina y de la 

ley mitural sobre la ky humana durante la Edad Media.l501 

( .. 6) Ctr,z.¿sJui.tlda ~no-L clL p. .. l 

("7) Crr. T•nn•)'O 1 S•lmorin., Robndo, op. clL pp. 2"1 • 1'?. 

(CI) Cfr. Flx 7.11mudlo, llfc~r,op, clL p.12. 

(.a9) Cfr. T11mn)u)'S"lmorin, Rol•ndu, u11, dL l'P. 2"1·2-IZ. 

(SO) Cfr. flx 7.11mudiu., llf1:lor, op. dL l'· 12. 
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C. Concepto de la Defensa de la Constitución 

l. Concepto. Categorías que comprende 

El doctor Fix Zamudio expresa que la defensa de la Constitución "está 

integrada por todos aquellos instrumentos jurídicos y procesales que se han establecido 

tanto para conservar la normativa constitucional como para prevenir su violación, 

reprimir su desconocimiento y, lo que es más importante, lograr el desarrollo y Ja 

evolución de las propias disposiciones constitucionales",lSIJ a lo cual nosotros 

agregaríamos Ja verificación y constatación de que los órganos estatales, en 

observancia de In Constitución, están realmente cumpliendo con los fines de diversa 

índole que la misma proclame, entre ellos los de índole económico, social y cultural. 

Este concepto genérico de la defensa de la Constitución, siguiendo al 

mismo autor y desde un punto de vista teórico-sistemático, puede escindirse en dos 

categorías fundamentales que en la priíctica se encuentran íntimamente vinculadas: la 

primera que puede llamarse como protección de la Constitución y la segunda que 

comprende las llamadas garantías constitucionalesJSlt 

La primera. categoría, relativa a la protección de la ConstitlJción, se 

integra por todos aquellos instrumentos políticos, económicos, sociales y de tc!cnica 

jurídica que han sido implementados a través de normas de car{1ctcr fundamental e 

incorporados al texto constituc;ional con el objeto de limitar el poder y lograr que sus 

titulares se sometan a los lineamientos establecidos en la propia Constitución. En otras 

palabras, con estos instrumentos se pretende lograr el funcionamiento armónico, 

equilibrado y normal de Jos órganos estalales.(531 

(51) Ctr. IA c:o.utilMdM,ni D,f,nsif, c:IL pp.15.16. 

(51) ldtm.pp.17·11. 

(5J) ldtm. 
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Por Jo que respecta a la categoría de las llamadas garantfas 

constitucionales, éstas se integran por los instrumentos jurídicos, predominantemente 

de carácter procesal, cuyo objetivo fundamental estriba en restaurar el orden 

constitucional cuando el mismo ha sido desconocido o violado por los propios órganos 

estatales, no obstante los instrumentos de protección de la Constitución, que en tales 

supuestos han sido insuficientes para lograr la plena observancia de la Constituci6n,(S4) 

2. Instrumentos de Protección de la Constitución 

a) El Principio de la División de Poderes 

Dentro de los instrumentos de protección constitucional de carácter 

político destaca, en primer lugar, el cltisico principio de Ja división de poderes, el cual, 

no obstante las severas críticas fürmulndns por algunos tratadistas calific..-í.ndolo de 

anticuado y superado y aun can:ntc de toda validez,<55} reviste gran importancia en In 

actualidad no tnnto pnr la separación l!n sí misma de los tres órganos y sus funciones -

que integran d poder dd Estado- sinn por el empleo de esta separación pnra 

encomendar dichas funcinm:i; a los tres órganos con el objeto de evitar la 

concentracilm del poder mcdinntl! su limitación recíproca. En este Sl!ntido, Garcfa. 

Pc::layo expresa que el mantl!nimic:ntn y la funcionalidad jurídico-política de la división 

clásica de poderes no han perdido su sentido, sino que simplemente lo han modificado 

puesto que dicho principio tiene la funcilln di! contribuir a la racionalidad del Estado, 

introduciendo füctnres de: diferenciación y articulación en el ejercicio del podcr.(561 

(S.0 Id•~ Sob~ nlt' Ultimo punto nu colnddlm" d•l todu c:on t. oplnlim dfl duc:lor f!Jl 7.amudlo, pDfqu.. c:omlckramDll c¡ue 

no 1>lrmprir l<K lni.tnnn•nl.o• qllol' lorman IM u .. nuui. ukJnrlia de ID J.iiranllai. c:oru.tlt11do11alH ril:nen • •Upllr a kM. ..... 

c:onfoman rl M"dor "lllU•o • 111 prot«dún dr 111 Comlltud6n cuando, c:omo nutttru J"'ti&cadn lratad!Jta M(uila, nt. tí.Ulm" 

-...n •Ido hu.110d•nln para So&nar rl mprt" dt' I• db.posld1mn fundamcntaln-. En rft<lo. ha7 dulo9 c:uos rn loa que na 

1ouplt'nclaJvridkamrnl.I na piMd• o puar. Tal n t'I c:.u.o dt: kJs. l11~trumrnt01 dt' ddrn1>11dr111 Comtllvtl6n rn lo que c:onc:kme a 

t. ad«:ui&da •dmlnb.tnd6n7 •plk.ac:l6n cH lO$ rT<V~ pUbllcn J •n r1Hral a I• c:orJT<la p~tac:Uin ff loa M"ldo& ptí.bllc-. 
(55) En~ wnlldo Karl '-tru.lr\n 1 Jorr Jrlllo«k, dtad1>1> por FLK 7.amudkl., llic:lor, fl Principio dr la Dl~b.16n dr Podrrn. 

En Mrnwrlu Jrt 111 C-imo l~nit11110 th lhredio CHutitudonal, Tomo 11, UNA.M, Mh:ko l'Jl7, p. 621. 

15'lc:rr.Lastruruf-n.nridtl&J44o~-.dl.pp.60-61. 
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Por otra parte, se ha pretendido descubrir nuevos criterios de 

distribución deJ poder, y el propio tratadista español García Pelayo cons,jdera las 

siguientes categorías: a) división horizontaJ<57J1 que coincide con el referido principio 

de Ja división de poderes y que Karl Lowinstein dividió en dos grandes sectores: Jos que 

c"alificó de intraorgánicos o autocontroles y Jos inrerorgánicos o externos, considerados 

como restricciones que el constituyente estableci6 dentro de cada órgano o bien de 

manera recíproca entre ellos, respectivamenie, para lograr su funcionnmienro 

equilibradoC531, dentro de Jos cuales pueden citarse, en el caso de Jos imraorgánicos, a 

manera de ejemplo, la división en dos cúmaras del órgano legislativo, Jn scparaci(Jn 

entre el jefe del Estado y el jefe de gnhierno en Jos sistemas parlamt!ntarins, y d 

escalonamiento de Jos tribunules de diversa jerarquía en el poder judicial. Y en el caso 

de Jos controles interorgánicos pueden citarse como ejemplos el veto del titular del 

Poder Ejecutivo sobre las leyes expedidas por el órgano legislativo, las facullades de 

éste para aprobar y revisar Jos ingresos y Jos gastos públicos, seguir el juicio político de 

responsabilidad, y Ja constitucilln de comisiones especiales para investigar 

determinados hechos o actos de Ja administración; b) División temporal, es decir, la 

duración limitada y Ja rotación dc Jos titulares del ejercicio del poder público. con el 

objeto de evitar extralimitaciones de dichos titulares, particularmente aquellos que 

dependen de Ja elección popular o directa; c} La división vertical o federativa, que se 

refiere a Ju descentralización territorial del poder, es decir1 Ja distnbución de éste entre 

las autoridades centrales y las regionales o locales, con el objeto de establecer o 

vigorizar la autonomía de las entidades a que dicha división del poder da lugar; y d) La 

división de las decisiones de Jos órgnnos ciel poder, que coincide con Ja tripartición 

clásicaJ59> 

{S7)Jdtm. 

(SI) t-bldn, Karf, d~ por B•n¡ufn AJ_..,,.,,, M•nud, t.. Suprn-Wún •I 1.A&bt.Uvo. & M-'t lhl 111 C...,nMi 
~1t0JeDff'Nho Cotutiluc/01141, Tomo JI, UN.ut, M#dro 1917, pp. 5'S-5A. 

(59) Crr. G•ttí• Pirl•10, M•nutl, op. ciL p. 60. 
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b) Regulación constitucional de los recursos públicos: la Fiscalización 

Superior 

Un segundo instrumento de protección de Ja constitución lo constituye el 

control constitucional de Jos recursos públicos del Estado, con el propósito de evitar 

que sean utilizados con fines distintos a Jos que Ja propia Constitución marca, 

particularmente por parte del Poder Ejecutivo, ya que por la naturaleza de sus 

funciones es el órgano estatal al cual compete la recaudación, Ja administración y Ja 

aplicación de los mismos. El ejercicio de este tipo de control corresponde por regla 

general al órgano legislativo, puesto que por lo n:gular es t!l órgano al cual se atribuye 

la función de fiscalizar el ingreso y gasto públicos. En este sentido, hay que recordar 

que históricamente una de las funciones esenciales de las representaciones populares 

en las legislaturas consistió en que éstas estahledcran un dique a la arbitrariedad de los 

monarcas en cuanto a la imposición de cargas fiscales, señalando o aprobando, 

mediante leyes abstractas y generales, la procedencia y recaudación de los impuestos. 

Los casos paradigmáticos de esta a!icveración pueden observarse en Inglaterra y 

Francia, principalmente. En el caso de Inglaterra baste con recordar que Ja lucha del 

Parlamento contra la Corona para limitarla en el ejercicio del poder mediante la 

legislnción, tuvo como uno de sus principales objetivos el que ninguna persona pudiera 

ser ohligada a pagar dinero al Estado sin el consentimiento del Parlamento. Así fue 

como se asentó en la "Petition Of Rights", redactada por uno de los grandes juristas 

ingleses que participaron en la conformación del Estado de Derecho lngJé:s: Sir 

Edward Coke.<601 

Este tipo de control del órgano legislativo sobre el Ejecutivo ha dado 

lugar paulatinamente a Ja precisión de las facultades del órgano primeramente citado 

sobre Jos recursos económicos y financieros del Estado, tales como las relativas a. la 

presentación y aprobación anual de Jos presupuestos tanto de ingresos como de 

egresos y Ja revisión también anual del gasto público y, algo que es muy importante y 

(60) Ck'. H1tkhklman K.. BllnJ•m(n, Tnirla J1 la.r Fitt4tt:.al PúJlim1. UNMt, M#dco, 1917 pp. llJ-US¡ T•m•JD 7 S.lmorán 

Rolando. op. c:U. pp.117·202. 
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que en las últimas décadas se ha convertido en un verdadero problema para los paises 

en desnrrol101 el control sobre la deuda pública. La necesidad de fortalecer e~c tipo de 

facultades es muy importante si se considera que su ejercicio adecuado puede 

constituir un instrumento eficaz contra el predominio que en Jos últimos tiempos ha 

ñdquirido el ejecutivo con menoscabo de los órganos legislativo y judiciaJ.<61) 

Ahora bien, el control que el órgano legislativo 

·Congreso o Parlamento· lleva a cabo sohrn los recursos pl1blicos del Estado, 

concretamente el Poder Ejecutivo, no lo realiza directamente, esto es, no son los 

miembros integrantes de dichos cuerpos colegiados quienes por sí mismos llevan a 

cabo la fiscalización de dic~10s recursos, sino que ellos cuentan con un órgano técnico, 

especializado, formalmente inmerso dentro de Ja estructura del Congreso o 

Parlamento, o de alguna de sus cámaras. Este órgano recibe por Jo regular el nombre 

de tribunal de cuentas o de contraloría general, si bien en el primer caso las funciones 

del órgano no son jurisdiccionales sino en mínima panc, en virtud de que su actividad 

se centra en la revisión del ingreso y gasto públicos. Es justamentc el análisis de este 

tipo de órgí.lnos y la trnscem.lencia de sus funciones lo que constituye el tema central 

de este trabajo rccepcional, y cuyo aspecto telÍrico ahordaremos en el c;.1pítulo 

siguiente, para posteriormente iniciar el estudio del órgano que en el sistema 

constitucional mexicano cumple dicha función, es decir, la Contaduría Mayor de 

Hacienda. 

c) Factores sociales (grupos de interés, de presión y partidos políticos) 

Continuando con los tipos de control de la Constitución dentro de Ja 

categoría relativa a los instrumentos de protección, un tercer mecanismo lo constituyen 

los factores de carcícter social, llamados grupos de interés, grupos de presión y partidos 

políticos, tópicos éstos que desde·· el punto de vista jurídico han adquirido gran 

importancia debido a In institucionnlización que de Jos mismos se ha venido haciendo, 

(61) CCr. Flx 7Amudlo, llklor, Al¡:uuu n:ílc-Jt>lunn MJhr(" rl prlndplu dr l.111 dl\'bl4n de podrrn rn I• Comllludóa mtxlc......_ En 

Memoriadc-1111 Co"'rt>O lhn-uan1ffl(";lnod1lkrtthoCoruti.11uWtvd, UNAM, Mixlco, 1917, pp.651, .._ 
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incltiso a nive1 constitucionnl,l62> sobre todo de los partidos políticos, como en el cnso 

de México, cuyo reconocimiento se previene en el artículo 41 de la Constitución 

Federal. Sin embargo, cabe señalar que son muy complejos los mecanismos que 

permiten la participación de Jos grupos sociales de interés o de presión en la defensa 

de las normas constitucionales, por lo que cabe destacar únicamente, por una parte, la 

utilización de instrumentos de democracia semidirecta para decidir sobre reformas 

constitucionales o para iniciarlas, como lo es el referéndum constitucional, mediante el 

cual lns diversos sectores sociales se pronuncian sobre las modificaciones a la 

Constitución, para aprobarlas o rechazmlns, decidiendo así la conservación o el cambio 

de las normas constitucionales y los valores en ellas contenidos, y por otra parte, la 

formación de consejos económicos y sociales como organismos de consulta y de 

defensa de los derechos e intereses constitucionales de los grupos sociales.t6J> 

d) lnstrumc::ntos de técnica jurídica 

Finalmente, un cunrto tipo de control de la norma fundamental c::n el 

Estado de: Dc::recho dentro de la categoría relativa a Ja protección de la Constitución, lo 

constituyen los instrumentos de técnica jurídica que se sintetizan en los principios de 

supremacía constitucional y de procedimiento dificultado de reforma,t'"'> los cuales, si 

bien pertenecen al campo de In técnica normativa,165) tienen efectos trascendentales 

sobre Ja eficacia dt: las normas constitucionales, esto es sobre su observancia. Así, por 

el principio de supremacía constitucional el orden jurídico en su totalidad 

(comprendiendo tanto las normas que lo integran como los actos aplicativos de las 

mismas), se encuentra de alguna manera sometido n la Constitución, al mismo tiempo 

que ningún órgano estatal posee poderes o facultnde.o; por fuera de la propia 

Constitución, salvo, claro está, el poder constituyente. Ahorn, si bien la razón de esta 

(62) Ctr. fb; 7.am111Uo, llrc:lnr,¡¿i COfVlllucW.11111 lkfrtu4, clL pp. JO.JI. 
(6J)Jdorm. 

(6"1) l•m. pp. 31-41. 
('5) i.. tknlcm normath'• 11 tknlca J11ricllca Ursw por 11bJrlo rl n.tudlo dr lus pr<1blrmu rdadonaodos coa la •plkac:J6n dd 

ckncba objrllwo • ~ eoncrdos; o rn otru palabta1, comMr rn rl adrcu.00 IUJ'n .. Jo de lo•~ que permll.ra ~los 

objdtwf. qut rl llkrttho penlcur. Cfr. Gard• Marnri. EduardG. /"""'11mi6fl al ütwlútdtl Dn'ffllo. Edllorlal htriia,. ..,._,. 

19119.pp.317Jw.. 
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supremacía es una cuestión dehatida doctrinalmente,<"l señalándose, en principio, que 

la misma descansa sobre el contenido mismo de las disposiciones constitucioooles (por 

los valores y principios que ellas proclaman), o porque es obra y voluntad del poder 

constituyente o de la soberanía popular, lo cierto es que, en rigor, desde el punto de 

vista jurídico -y en ello radica la razón por la cual dicho principio no obstante ubicarse 

en el campo de la técnica jurídica constituye un mecanismo de control de la norma 

fundamental- la supremacía resulta de una caracterización jurídico-formal consistente 

en que es la Constitución la que organiza las competencias de Jos (irga nos constituidos 

-previstos por la propia norma fundamental· en el sentido de que éstos no tienen 

ningún derecho propio al ejercicio de su función, sino un facultamiento (competencin) 

establecida por la norma fundamental. Por consiguiente, en tanto que la Constitución 

condiciona las funciones de Jos órganos estatales fijándoles su competencia, resulta 

como consecuencia jurídica ineludible que los actos realizados por cualesquiera de 

esos órganos que no se apeguen a las normas que fijan su competencia, son en 

principio nulos, y en esto, justamente, radica Ja supremacía de la Constitución, si bien 

para hacerla eficaz se requiere obtener Ja nulidad de Jos actos contrarios a ella 

mediante Ja puesta en marcha de los mecanismos y procedimientos a través de los 

cuales se confronte tales actos con Ja norma que establece sus requisitos de vatidez,(67) 

Por último, el segundo principio perteneciente al ámbito de la técnica 

jurídica, que también figura dentro de la categoría de los mecanismos relativos a Ja 

protección de la Constitución, lo constituye el del procedimiento especial y riguroso 

p&i-a Ja reforma ~e las disposiciones constitucionales, el cual es consecuencia del 

primero, y por el cual se significa que las normas fundamentales no pueden 

modificarse:: en la misma forma que las ordinarias, so pena de meñoscabar el principio 

de supremacía de las primeras. 

{66) Cfr. M>hn- nh' dfh•tr • T•m1170 )' S•l111codn Rol•ndo, /nlroduttUn "' F.U.uJJo J, .b Cotutiluci&., cit. pp. 2JS )' M. 

(67)Jd .. m. 
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3. Las Garantías Constitucionales 

Un segundo sector de mecanismos o instrumentos integrantes del 

concepto de Ja defensa de Ja Constitución lo constituye Jas llamadas garantías 

constitucionales, cuyo significado originario y por influencia de la ideología 

n:volucionario francesa se identificó con los derechos fundamentales del individuo, 

pero que en la actuafüJad, tras un paulatino desenvolvimiento doctrinal y legislativo, se 

ha ido depurando para significar con muynr propiedad u los instrumentos jurídicos, 

predominantemente de caráctt!r procesul, cuyo objeto estriba en lograr la efectividad 

de las normas fundamentales cuando existe incertidumbre, conflicto o violación de 

tales normas.<6 •) 

Este sector, al igual que el relativo a los medios de protección de la 

Constitución, está integrado por múltiples y diversos instrumentos que, de alguna 

manera, directa o indirecta, y con distintos grados de eficacia, tienden a salvaguardar 

las normas constitucionales, asumiendo dichos instrumentos el carácter 

predominantemente procesal, cuyos órganos actuantes son por lo regular de 

naturaleza jurisdiccional. Este sector se integra desde el punto de vista sistemático por: 

a) la llamada jurisdicción constitucional de la libertad, que se conforma por el conjunto 

de instrumentos jurídicos principalmente de carácter procesal dirigidos a la tutela de 

las normas constitucionales que consagran los derechos humanos; b) Ja jurisdicción 

constitucional orgánica, que comprende los instrumentos de rcsoluci6n de los connictos 

que se pueden suscitar entre Jos diversos órganos del poder, en relación con las 

competencias y atribucione~ establecidas para dichos órganos en las normas 

constitucionales, y que han sido designados con los nombres de controversias o 

conflictos constitucionales, y c) por la llamada jurisdicción constitucional de carácter 

internacional y comunitaria, que designa los mecanismos para In tutela de las normas 

fundamentales en relación con las normas del derecho internacional, y cuyos 

problemas esenciales lo constituyen la resolución de Jos conflictos relativos a Ja 

(í.X¡ C:tr. ¡.·p- Zamudlo., llktor,L.a CotUtiludd"''" l)r/r1UO, clL l'P. 4149. 
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conformidad de los actos y de las disposiciones legales internas con las normas y 

principios del derecho internacional, la decisión de lns controversias en las que se 

cuestiona la conformidnd de las normas internacionales con los preceptos 

constitucionales, y In necesidad de armonizar los ordenamientos internos derivados de 

In constitución, las disposiciones de ésta y las disposiciones .y principios del derecho 

internacionaJ.l69) 
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CAPITULO SEGUNDO 

lA FISCALJZACJON SUPERIOR 

A. Introducción 

En el capítulo anterior intentamos hacer un breve bosquejo acerca del 

proceso de nacimiento del Estado, poniendo énfasis en las funciones y fines que, en su 

desarrollo histórico, se le han ido asignando, hasta desembocar en el actual Estado 

social del Derecho cuya peculiaridad estriba en Ja activa participación que ha 

desempeñado en diversos aspectos de la vida social (económico, político, cultural, 

etcétera). Asimismo1 destacamos la importancia que la Constitución tiene para 

canalizar, en función ele los fines en ella plasmados, Ja actividad de los órganos 

estatales, lo que se aprecia en el hecho de que, debido al extraordinario 

ensanchmnientu de Iris atribuciones del Estado, particularmente n partir de la segunda 

postgucrrn, las propias constituciones han consagrado diversos instrumentos y 

mecanismos para la tutela de sus normas y de los actos aplicativos de éstas, y que 

doctrim1lmente han sido cnnmrcmlns dentro de los conceptos de dt:fensa de la 

constitución o justicia constitucinn;1l. 

Pues hien, dentro de esa divt!rsidad dt: mecanismos tuteladores del 

orden constitucional y, en general, dd ordcn jurídico, hicimos breve referencia a uno 

de dios cuya importancia, por rnzones históricas y por la trascendencia que puede 

tcm:r su ejercicio eficaz, ha sido soslayada: nas referimos a Jos instrumentos 

protectores de la Canstitucilín rcspccto de los rccursns púhlicos dcl Estado, que se 

materializan en los órganos llamados tribunales de cuentas o contralorías generales, 

qut: por lo n:gular son lirganos que formalmente forman partc de la estructura del 

Poder Legislativo -Congreso o Parlamento, o de nlguna de sus Cánmras- y cuya función 

cscncial estriha en fisculiznr al Poder Ejecutivo en lo que concierne a la recaudación, 

administrnción y aplicaciém del ingreso y gasto pl1blicos. 
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Sobre esta última ~firmación conviene aclarar que, dada la dimensión 

que hoy en día tiene el Poder Ejecutivo, la Fiscnlización Superior se practica o se 

centra fundamentalmente sobre dicho Poder, aunque de acuerdo con la legislación 

particular de cada país es posible y justificable que se extienda al Poder Judicial, 

porque es incuestionable que este último para el desarrollo de sus funciones tambi6n 

realiza gasto público, es decir, dispone de recursos que en última instancia son del 

Estado. Sin embargo, repetimos, la Fiscalización Superior se centra en el Poder 

Ejecutivo y es por ello que a lo largo de toda nuestra exposición, inclusive cuando 

precisemos en rigor más adelante qué es Ja Fiscalización Superior, haremos referencia 

de manera exclusiva a dicho Poder como el ente objeto de control; pero en el 

entendido de que es posible, justificable y hasta necesario que se extienda al Poder 

Judicial. Con esta concesión además se nos permitirá respetar nuestras fuentes, pues 

en ellas se encuentra latente la idea por razones históricas de que el Poder objeto de 

control lo es el Ejecutivo. 

Ahora bien, esa función que cumplen los tribunales de cuentas o 

contralorías generales es conocida internacionalmente C<?mo fiscaliznción superior y 

a los órganos que la realizan -independientemente de su denominación específica

Entidadcs Fiscalizadoras Superiores (nombre que emplearemos en lo sucesivo). A 

este respecto, son ilustrativos los nombres de dos importantes organizaciones 

internacionales que agrupan a dichos órganos: la Organización Internacional de 

Entidades Fiscalizadoras Superiores (INfOSAI), y la Organización Latinoamericana y 

del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores (OLACEFS), que hasta 1990 se 

denominó Instituto Latinoamericano y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras 

Superiores (ILACIF).<70• 

(70) IA Orp.nli-16n lnltm•donalck- f'.nll~ Fl~allzadora. .. S11ptrtoru (INTOSA.I) wcl'Ñora orl a&od.19507comtU117C ti 

múlmo foro 11 nhcl muncUal orn matorrla dor tb.ulllllfi6n J conltol .... m11mirnt..L ~ n cnac-16n. lll INTOSAI cdcbn a. 
CDDp'HO a nhd mundial cada lrn años orn d quor partldpan mM dor den UlrWira it.- tn.w.ditond agperiorn de tlKalllac16n 1 

,..reo. dento. de it.ok-pdol it.o - mbrnas lnsllhtdoms. Cfr. Bo/ltl/11 AM1Jis, Mttlkl th ~•Ar~~ 4~ 

Ol'fdllÍJmos' Sllpfriora d• Flsmri:lld6. J ConJrol a..-..m1a1, AAo S. n6mtto 4, Dldtmllft Ita. Per otn ,me. de KUtrdo 
cun d •rUc:uJo l dtl ~nto del 11\'TOSAI, Ita Orpnlmd6n di: E.alld.sn FllcallZlldoru S.~riorn lkne por objeto 

fcunrntar el lnkratmbJo ck Jd,ru 1 nperknda rnl"' Lu F.nlw.&. FbnillmdorM S•ptriores en Jo q• M rdk"' • Ita 
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B. Qué es la Fiscalización Superior 

Aun cuando con lo que hemos dicho aceren de los trihunalcs dt: cuentos 

O contraloríns generales puede tenerse ya una noción conceptual acerca de In fUnción 

que los mismos llevan a cabo, conviene cuestionarse en rigor en qué consiste la 

fiscnlizaci6n superior, para lo cual iniciaremos, en primer lugar, con d análisis 

semántico del término fiscalización, citando posteriormente algunos textos legales que 

hacen referencia a los órganos 4ue la desempeñan, a fin dt: que podnmos arrihar a una 

nocilín clara sobre la misma, sin desconocer, desde luego, que es una tarea que en cuda 

país nsume características y modnlicfa<les propias en su forma de OJH!rar pero que 

desde el punto de vista de sus fines confluyen a la renliznci6n de los mismos propósitos. 

De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, 

fiscalización es la acción y efecto de fiscalizar. Fiscalizar a su vez significa criticar y 

traer a juicio 1ns acciones u obras de otro.<70 

Conforme a lo anterior, el tt!rmino fiscalización puede entenderse como 

el acto de traer a juicio las acciones u ohras de otro, y en ese sentido evoca el término 

control en su vertiente de vigilancia, supervisión, revisión, inspección o verificación. En 

estas circunstancias, si referimos esta noción a la tarea que realizan los tribunales de 

cuentas o contratarías generales, puede decirse que éstos, cuando fiscalizan, traen a 

juicio las acciones u obras de otro (Poder Ejecutivo), y en este sentido significa que 

ejercen un cierto control sohre este último. Ahora bien, puesto que ningún <.írgano 

estatal es concebible por fut!ra del orden jurídico que lo crea y le asigna su 

O~ullu.cJOn ptihllir11. E11 iru1mt1> • I• Or¡:1111liaclOn l.Allno•n1crlc•m1 y Jd Cari~ dl' Enlld11dn. FLM:allU1Ju~ Suprliorn. 

(01--\CEFS), ru .. crirad11 tn ti 11i111 dir i'J65, •um¡ut bllj1> rl nomhrT ele h111llu1o l.Mo1inu11111trlcano y MI Carlhir ik F..ullüdtt. 

l'lw:alliad1>nu. Supnlu""" Cll.AClt'). En 11>111i"11ln<tto dtl •rlkulo lo. dr ~u nu1,.. C•rt• Com;lltutlva (1916). 111 mirnclon•d• 

Oq:•nliad611 ..- d1nnr cnmo un uq:11nb.111u •utOnomu, h1dr11"1dlrnlr y •polllln, cu11da como "''-- lrullluclón pirnn1111f11lr qut 

... r11c.ri:11 J, c:umpllr Cunc:lunn dl' lnv~tl¡:oulitn cil'nlínca n.pedallzad• y dH..&rnllar tan.a di: c:t.ludlo. cap.cl!M'.l.Sn. 

,.,.~l1dliacl.Sn., aM$0rla y .. t..1r11d• llc:nka., ronn11cl611 y coordln•cl6n. •l M"ldu de IM F.nlW... FbcaU,..dor .. S11pcrloru 

dir A111irka l.ntln• y dtl C.rlbir y con rl objtlo dr íumtnl•r lU dKarrollo y pirrí«donamlt'nlo. 

{71) Dirciatuuiu Jr l<I f.rn¡:mr Elpdñ."'1. Rt•I Arndr111l11 &p•ñol.._ [)Hhnunov11111 F..dlc:l.Sn, M•drld,' 1970. 
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com'pett:ncia, la fiscalización puede entenderse también como una forma de control 

cuyo objeto lo constituye el orden jurídico (en cuanto que éste tiene la funcilín de 

servir de pauta ordenadora para traer n juicio lns acciones de otro), pero no el orden 

juridico total de un Estado determinado, sino un sector particular de aquel, 

concretamente el que se refiere u la recaudación, administn1ción y aplicación del 

ingreso y gasto públicos. De esta manern, puesto qut! lns acciones 

·recaudación, administración y aplicación· no pueden escindirse del órgano c¡ue las 

ejecuta, In fisca1izaci6n tiene por objeto controlar tanto esas acciones o actividades 

como el órgano que las realiza. Ahora bien, esas acciones o actividades, dada su 

naturaleza administrativa, se encuentran encomendadas por regla general al lirgano 

que, de acuerdo con et principio de la división de poderes, recibe et nombre de Poder 

Ejecutivo o Administrntivo y dd que la administración pública constituye su nspecto 

más importantel71J, por lo que puede afirmarse que la fiscalización que realizan los 

tribunntes de cuentas o contralorías generales constituye un instrumento de control del 

Poder Ejecutivo, y más específicamente de In administración pública, que desde una 

perspectiva sistemática se ubica dentro de la categoría relativa a tos instrumentos de 

protección de la Constitución (pauta ordenadora para ejercer et control) de acuerdo 

con lo qut: expusimos en el capítuln anterior. En ct1nclusión, lu fiscalización superior es 

un tipo especial de control que ejerct:n órganos que por regla general se encuentran 

inmersos dentro de la estructura del Poder Legislativo ·Congreso o Parlamento· o bien 

de nlguna de sus Cúmarns, principalmente la llamada Cúmara baja o C..'imarn de 

diputados, sobre el Poder Ejecutivo, concretnmente sobre su sector más importante, 1a 

administración pública, en lo que respecta n la recaudación, administración y 

uplicacilln del ingrt:so y gasto públicos. 

En t:se sentido, y dt: acuerdo con d esquema a que antes aludimos, 

pui.:den citarse los siguientes ordenamientos, n mnnera de ejemplo, que si.: refieren a 

este tipo <le control:l73l 

(721 C(r. NaH l"ó~«lt, Alforu.o, lhrtdioAJ11tin/.flrfltin1, UNAM, Mhlco 1991, p.17. 

(73) Cfr. Fls 7.a111udlu llktor, op, clL pp.11t0 JO. 
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La Constitución de la Repúhlica Federal de AJemania, cuyo artículo J 1, 

inciso 2, dispone que: 

"El Tribunal Fedt!ral de Cuc::ntas, cuyos miembros gozariin de independencia 

judicial, revisará las cuentas, así como el canícter económico y la legalidad de Ja 

gestión presupuestaria y t!conómicu. Además, deberá informar directamente 

todos los años, no súlo al Gobierno Federal, sino tnmhic!n al Parlamento Federal 

y al Consejo Federnl. Por lo demí1s1 las atribuciones del Tribunal Federal de 

Cuentas serdn regul:.1das por ley fedt:!rnlº. 

La Constitución italian;.1 1 cuyo artículo 100 en su parte conducente 

establece que: 

11 EI Tribunal de Cuentas ejerce Ju intervención preventiva de la legalidad en Jos 

actos del Gobit:rno y también la fiscalización de la gestión del presupuesto del 

Estado. Participa, en los casos y en las formas establecidas por la ley, en el 

examen de la gestión financiera de los entes a los que el Estado subvenciona 

ordinariamt!nte. Informa directamente a las Cámaras acerca del resultado de la 

verificncitín efectuada ... º 

La Constitución portuguesa, cuyo artículo 219 establece que: 

"Compete al Tribunal dc.: Cuentas dictaminar sohrc.: la Cuenta General del 

Esull.101 fiscalizar la legalidad de los gastos públicos y examinar las cuentas que la 

ley le somete''. 

La Constituciún c:spnñola, cuyn nrticulo 136 dispone que: 

"El Trihunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la 

gestión económica del Estado, así como del sector público. Dependerá 
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directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por delegación de 

ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Estado. Las cuentas 

del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y serán 

censuradas por éste. El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia 

jurisdicción, remitirá a las Cortes Generales un informe anual en el que, cuando 

proceda, comunicará las infracciones o responsabilidades en que, n su juicio, se 

hubiere incurrido. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma 

independencia e inamovilidad y están sometidos a las mismas incompatibilidades 

que los jueces. Una ley orgánica regular(1 la composición, organización y 

funcionamiento del Tribunal de Cuentas". 

Finalmente, Ja Constitución mexicana, en cuyo artículo 74 fracción IV, 

párrafos primero, cuarto y quinto, se establece que: 

"Son facultades exclusivas de la C'imnra de Diputados: l. .. ; IV. Examinar, discutir 

y aprobar anualmente el Presupuesto dt: Egresos de la Federación y el del 

Departamento del Distrito Federal, discutiendo primero las contribuciones que, 

a su juicio, deben decretarse para cubrirlos; así como revisar la Cuenta Pública 

del año anterior. La revisión de la Cuenta Pública tendrá por objeto conocer los 

resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios 

señalados por el presupuesto y el cumplimiento de los objetivos contenidos en los 

programas. Si del exaim:n 4ue realice la Contaduría Mayor de Hacienda 

aparecieran discrepancias entre las cantidades gastadas y l:1s partidas respectivas 

del presupuesto o no existiera exactitud o justificación en los gastos hechos, se 

determinarán las responsabilidades de acuerdo cnn la ley". 

Las disposiciones constitucionales citadas ponen de manifiesto que la 

fiscalización superior es un tipo de control que ejercen los órganos legislativos -

Congreso o Parlamento· sobre el ingreso y gusto públicos y sobre el órgano al que 

constitucionalmente, por In naturaleza de sus funciones, le compete! su ndministrnción, 
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recnUdnckín y nplimckln, es decir, el Poder Ejecutivo y más concretamente sobre la 

administracilm púhlica. 

C. Importancia de la Fiscalización Superior 

La noción conceptual que de esta forma de control hemos dado en el 

apartado anterior revela Ja importancia de la misma. En efecto, como veremos mó.s 

adelante, Ja funci6n de control que se realiza mediante In fiscalización superior no se 

reduce a la mera legalidad de los actos de la administración pública en relación con la 

recaudación de los ingresos y la aplicación de los mismos al gasto público, sino que este 

tipo de control pretende superar Ja concepción clásica jurídico formal del principio de 

legalidad, qut! entendía y sigue entendiendo por tal simple y sencillamente la 

supeditación al derecho del poder público, o sea, de la conducta funcional de todos Jos 

órganos del Estado,l741 para comprender dentro de su objeto de control revisiones de 

eficiencia, eficacia y economía del ingreso y gastos púhlicos. 

Ahora bien, es importante señalar que esta necesidad de superar el 

concepta clúsico dt:I principio de legalidad ha sido impuesto debido a la complejidad 

del Estado contempor(ineo en distintos sectores como el económico, pues, en efecto, 

las econnmfos de casi todos los países del mundo se han vudto más complejas y por lo 

tanto mús difíciles de mnm:jar. Const!cuentemente, debido a este crecimit:nto de lus 

economías nacionales se ha hecho patente la necesidad de que los Estados intervengan 

cada vez m¡ís en ellns para regir e intluir en su comportamiento, en beneficio del propio 

Est<1do y de la comunidad humana que In integra, lo cual se explica en virtud de que no 

es posible concebir que el destino dt: la economía de un Estado pueda abandonarse 

por completo ul libre juego de las fuerzas económicas. Como consecuencia de su 

mayor intervención, la actividad financiera de lns Estados se ha ampliado a tal grado 

qut: los mecanismos establecidos para controlar el manejo de los recursos públicos han 

(7 .. ) Cfr. llur¡:t•ll. lknado. La F"'lrudu,.. lkmucrálk11 dtl F>IMdu. t:.11 lfr11/i;1., Je la F11c11~J Jtr 1Jcncl10, Tomo XXX, tntr11°abrll. 

l9SO.nU111. llS.¡0¡1.JV-4L 
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cobrado cada vez mayor importancia. Por otra parte, debe destacarse que esta 

participación del Estado en la economía nacional, como en muchos otros secton:s de In 

vida social, no se ha realizado de manera espontánea o improvisada. Por el contrario, la 

mayor intervención del Estado hn sido posible gracias al desarrollo de la teoría 

económica y a la ciencia administrativa,<75) así como a las técnicas de plancnción y 

programaciónP61 cuya aplicaci(m conjunta a las tareas del Estado han brindado la 

posihilidad a éste de planificar su actividad no sólo para el campo econ6mico1 en el 

que se ha resentido mayormente su intervención, sino en muchos otros sectores, dando 

lugar con ello a una planificación conjunta que engloba toda la actividad estatal. l...4:1 

planeación o planiricacitln se ha convertido, por In tanto, en una herramienta 

importante en In actividad del Estado cnntcmpor:ínco para la consecución de los 

objetivos y fines que el orden jurídico le atribuye; lógicamente, el logro de tales 

propósitos requiere de los recursos económicos y financieros necesarios sin los cunles 

el Estado no podría alcanzarlos. Consecuentemente, la fiscalización superior, como 

forma de control que lleva a cabo el tlrgano legislativo respecto del ingreso y gasto 

públicos, permite ejercer un cierto control sohre los planes y programas base de la 

acción estatal, verificando o constatando que los mismos se cumplan en los términos en 

Jos que fueron co.i:i~jdos y que los recursos empleados para su consecución se hayan 

aplicado correctamente. 

D. Quien ejerce Ja Fiscalización Superior 

Hemos dicho que la fiscalización superior constituye una forma de 

control de Ja administración pública y la actividad de ésta en rt:lación con el ingreso y 

gasto públicos, control que se ejerce por t:I órgano legislativo 

·Congreso o Parlamento· o por alguna de sus C.-í.maras. Ahora bien, atendiendo a la 

mayor o menor ostentación democrí1tica de cada Estado en particular, lo cual depende 

de su propia evolución histórica, es incuestionable que habrá una mayor o menor 

composición heterogénea del órgano legislativo, el cual1 además de su tradicional 

(75) CCr. N11Y• Nf'll,nl~, AICanw, ap. di. ¡1p. 14·1 S. 

(76Jc:rr.Gnn:h1Ptl11)u,M1111utl,a¡1.11:IL&1p.211·21. 
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funCión de elnhorar y expedir !ns leyes, tnmhién funge como representante del pueblo 

o de los individuos que conforman el elemento personal del Estado. Pues bien, 

tomando .~n cuenta que por n:gln general Ja composición del órgano legislativo es 

heterogénea y que la actividad del mismo se encuentra fuertemente sujeta a los 

vaivenes de In política y de la lucha por el podt:r, es imposible que tal órgano, por sí 

mhmo, pueda llevar a cabo la funcicín de control llamada fiscnlización superior; 

además de que esta función, dado su carácter eminentemente técnico, requiere de 

personal especializado y preparado en diversos campos del conocimiento cicntffico, 

n::4uisito 4ue no siempre se satisfílcc ni se encuentra presente en los miembros que 

intt:gran lus órganos legislativos. De ahí la razón por In. cual la fiscalizacil1n supcrinr, 

como actividad técnica, generalmente t!S encomendada a un órgano que formalmente 

se encuentra inmerso dcntrn de la estructura dd Poder Legislativo y dependiente en 

cierto sentido de t!ste (y decimos en cierto sentido porque como veremos una de las 

características imprescindihles de dichos órgaOos es su independencia respecto de 

dicho poder, así como del Ejecutivo, si hit!n en uno y otro caso la independencia reviste 

caracteres y modalidades propias). Dichos 6rganos comúnmente reciben el nombre de 

Tribunal de Cuenrns o Contrnloria General, aunque en algunos casos recibe un 

nomhre diverso como en el caso de México, en el que se denomina Contaduría Mayor 

de Hacienda. Ahora hit!n, independientemente de la denomin:tci6n específica que 

puedan tener <.Jichos órganos, Jo importante es que todos ellos por lo regular, en mnyor 

o menor grado. dependen del órgano legislativo, su función es la de fiscalizar el ingreso 

y gasto públicos cuya recaudacil1n, administración y aplicaci6n corresponde al Poder 

Ejecutivo, y además, al margen de que su estructurn interna y su forma de trahajo 

puede asumir modalidades propias sin que estas variantes basten para atribuirles una 

naturaleza diversa,t7n revistt!n o mejnr dicho deben revestir ciertas características que 

han sido señaladas en los congresos y seminarios internacionales realizndos por los 

organismos suprnnacionales que ;1grupan a las instituciones que en cada país tienen la 

l!ncomicmJa de tan importante función, cnmo a continuación veremos. 

(77¡ Cfr. llrrn1 Günlt"t ZanlMrJ:, El G••lu l'ilt.lko co111u 111-•lrumfnlo dr IH,..rrullu. Eo Funtioius, Objdi.,.,11 Alhodu1 J1 '41 

Contm,.,.i1u, S111d,..1tln [nl,rrwcion.,/, ln.,Ululu N11do1ml tfr Atlmlnl.,lo1dOn Pilbllca. Mhlco, l\illl4, pp. 9-25. 
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E. 01íucterísticas de las Entidades Superiores de Fiscalización 

l. Independencia 

De acuerdo con lo que señalarnos en el apartado anterior, las Entidades 

Fiscalizadoras Superiores deben reunir ciertas caracteñsticas que les permitan cumplir 

adecuadamente con sus funciones. La simple mención del tipo de control que tales 

órganos realizan es por sí suficiente para reclamar un mínimo de condiciones que 

aseguren a éstos que no estanln sujetos a presiones externas, motivadas muchas veces 

por intereses políticos particulares, provenientes ya sea del propio Poder Legislativo o 

bien del Poder Ejecutivo. En tales circunstancias, es evidente que In primera 

característica o condición que dehen satisfacer las Entidades Fiscalizadoras Superiores 

es la independencia para sustraerse a las presiones antes nludidas;t71) independencia 

que es, al mismo tiempo, la base fundamental de toda auditoría, herramienta principal 

e imprescindible con la cual realizan esos órganos su cometido. 

Ahora hicn, la independencia se manifiesta en distintos aspectos de la 

labor que llevan a cabo las Entidades Fiscalizadorus Superiores, como a continuación 

veremos; pero es indudable que para que In misma pueda alcanzarse y ejercerse 

plenamente debe estar prevista en la norma fundamental, en Ja Constitución, como 

sucede con ta independencia judicial, y en otros ordenamientos secundarios que 

regulan la función de dichos órganosl79l, Ahora, si bien no tendría sentido ac;ioptar las 

disposiciones que salvaguardan eficazmente la independencia de determinada Entidad 

Fiscalizadora Superior y aplicarlas sirnph:rnente a las circunstancias del todo difc::rentes 

(71) CCr. A.. ~•ni David. lA lnd"l"'ndwcl• ""a. Audlloria GubntuunrntaL En nuqo, Boldltr /,.¡""° J• 1' Con1aJutW Mll10I' 

IÜ HatlrNla, JA. Epoc., •ño t, nü111uu?, 11lirll·junlu, 1990, 11. J; Adml.i•b.l.,.d6n praupuH.l•rla 1 Tin1111drr11. Auditoria dt 

CuculaL En Adntlnl:itratl6" Pi'J11iro, Manu lnJun.1dmial (J!l61·1!lll1), Tumo 1, Ml1ud AJ11:rl rorrWi f:dll.,r, puhlkado "n 

(OOpt'f'l•Cloin con 111 Orianl1>tcl611 dt N11clo11tt. lh1ldiu., n11l111o A.lrjandru C""lllo C-lro, Mhlco, 1911, pp. 145-147; 5Uy1111ud 

JHn, El Tri/lutud J• Ciulliils. T,..ductlón O.Car Uarabollll y U11oa DaJhllmboutt, Fondo d., Cull11"" F..conómka, M#dai, 19M, 

pp. 24-Zlt Fb: Z..mudlo, llklor, AW161Wl rrftu:iotu:i wbn d prlnd¡Ho lh b J/,i:Jld.t J11 po/rttt rn ill Coll.JllJMdff ,,.mm-, dL p. 

655¡ ~t.radón dr Uma -.ohl'T W UnHs. llblcas dir a. flKall~U.n·, tn Onnho Pa,.,_nJarlo, La Cmtladurlll ltftqaf' ,U 

H11tln1da Md4 1111 Trib..it Ma7MJ• Hotltndo, dL pp. 190-191. 

(79) s .. hrir ole ¡uir1kular, rl 11rtfculo So., numr.,.1 J, d" la Dttlarad6n M Uma, "°'i>•la q"" ~ En1ld.dno Fhullud•nu 

Supniott5 J el cnd.o dir t.u lnikpendrncla dtbrn ~ul11n.ir rn 111 Coru.UtucU.n; los DJ>"Clo5 (oncnlos podn'n wr R'&"l•d- por 

mrdlod" .....,.,.. ~fl..rtcho rarla•rnl4ria, dL p.190. 



46. 

en ciue pueda operar otra, la im.1ependcnciu presenta ciertos carncti::res comunes cuya 

importancia dehe tenerse presente siempre en todo pnís 1 pues su consagración en los 

ordenamientos legales citados representa ya una garantía, aunque mínima, de que 

tales órganos cumplirán adecuadamente con sus funciones.uw1 Entre esos cnractt:res 

comunes puedan citarse los re!lativos a la independencia respecto de los Poderes 

Ejecutivo y Legislativo, la libertad en materia operacional y técnica, para la 

administración de su presupuesto y de su personal, así corno para la rendición de 

informes y ucciom:s a promover ante las irregularidades detectadas.lªª> A continuación 

analizaremos la independencia de las Entidades Fiscalizadoras Superiores en esos 

aspectos. 

a) Respecto del Poder Ejecutivo 

La condición más obvia para que las Entidades Fiscalizadoras Superiores 

alcancen su independencia, es su libertad respecto al control del Poder Ejecutivo y a 

sus presiones indebidns. Pocos gobiernos, por democráticos que sean, aceptan de buen 

agrado que todas sus actividades, o una parte de ellns, principalmente las relativas al 

ejercicio del gnsto público, se;m sometidas al análisis y c;:valuación de un organismo 

independiente, sobre todo si éste ha sido concebido precisamente para llevar a cabo 

ese tipo de control. Todo gobierno, por eficiente que pueda ser, en ocasiones resulta 

vulnerable;: en cuanto a la propiedad y legalidad o regularidad de su gastos, In economía 

y eficienda con que se apliciln los recursos públicos o la eficacia de sus planes y 

programas. Los informes mediante los cualt:s las Entidades Fiscaiizadoras Superiores 

dan a conocer los resultados de sus revisiones, que pueden contener juicios adversos 

para la administración pública, rara vez son acogidos can gusto. En tales 

circunstancias, es casi inevitable, y la experiencia así lo demuestra, que surja cierta 

tensión y hasta fricción entre la Entidad Fiscalizadora Superior y los diversos órganos 

que en particular forman parte del Poder Ejecutivo. En cierto modo, ello puede 

considerarst: como positivo, pues es sintomático de la independencia con que aquella 

(IO) A- ~ar. Unid.La ltWrptl'ldtrtei4"'" Audilorl4 GubtrnamtllÚll, di. p. J. 

UUI llkm. 
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cumple con sus funciones. Sin emhargo, el Poder Ejecurivo también puede sentirse 

inc1inado a inh!rferir en el trabajo de la Entidad Fiscalizadora Superior, y<\,Sen que, 

como sucede generalmente, intt:nte limitar sus facultades o bien trnte de nhstnculizar 

revisiones purticulares.cim 

Ante este panorama, es indudablc que Ja primera condición para lograr 

la independencia de la Entidad Fiscnlizadora Superior respccto del Poder Ejecutivo 

estriba, por una parte, en su canícter de órgano constitucional, esto es, que el mismo 

debe estar previsto en la Constituci{m, señaliindose en é:.;ta de mam!rn clara y pno:cisa 

sus facultades, y por otra, en el procedimicnto parn nomhrar o destituir a su titular, yn 

sea que se trate de un contralor genernl o de miembros de un tribunal. Por principio 

de técnica jurídica, como es t:vidente, las disposiciones constitucionales deberún 

complementarse con Ja legislacilln secundaria1 en la que se desarrollarán las fucultudes 

de Ja Entidad Fiscaliz..1.dora Superior y la forma de nombrar y remover a su titular, 

reconociendo, sobre todo, su carácter de órgano superior de fiscnlización y quedar 

expresamc:nte al margen del control e injerencin del Poder Ejecutivo. En principio, es 

obvio que un funcionario cuyo nombramiento o remoción dependa exclusivamente del 

Poder Ejecutivo carecerá siempre de la independencia necesaria para cumplir 

adecuadamente las funciones encomendadas a la Entidad Fiscalizadora Superior, nun 

considerando que pueda llegar a otorgársele de manera expresa cierta libertad, pues 

ello en manera alguna es garantía suficiente de que no intervendrá ni tratará de influir 

en sus funcionesJll>. 

b) Respecto del Poder L!gislativo 

Ya hemos selialado que l:i fiscalización supt:rinr, como forma de control1 

es una tarea que realiz..·m órganos tt!cnicos inmersos dentro de Ja estructura del Poder 

Legislativo, ni que formalmente corresponde dicha función, y en cierto modo 

"dependientesº de éste, si bien dicha dependencia debe concebirse de tal manera que 

(IZIJdC'111. 

(11.l)JdC'm. 
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Ja Entidad Fiscaliznd.m1 Superior cumplíl adecuadamente con sus funciones, 

muntt:nic!ndose ;.11 margen de los vaivem:s de la política y de los intereses partidistas y 

hasta pnrticularl!~ dt! los miembros que integran esos órganos cnlegimlos. En tal 

virtud, si hit:n es evidente que Ju independencia respecto del Pmkr Ejecutivo es 

indispensahh.:, resulta mi1s discutible y por consiguiente más dificil de precisur el grndo 

en que la Entidad Fiscalizadora Superior debe ser independiente del Poder 

Lt:gislati·m. Desde luego que al corresponder en principio a éste la fUnción de fiscaliznr 

al Pmlcr Ejecutivo, como fnrmn de control o de protección o defensa de lc1 

Constitución, en los h!rminos en que expusimos este tópico en el capítulo anterior, 

deQt: conservar cierta preeminencia sobre su órgano técnico, Ja Entidad Fiscalizadora 

S~pcrior, y en última inswncia debe eswr sujeru a su autoridad. No obstante, hay 

ntzones fundadas para sostener que Ja Entid<td Fiscalizadora Superior no debe estar 

sujeta al control dt!I Poder Legislativo en Jos asuntos relacionados con su operación, 

puesto que, como ya Jo señalamos anteriormente, Ja función de aquélla requiere 

personal especializado en diversos campos del conocimiento científico, elemento que 

no siempre se encuentra presente en el Poder Legislativo; hay, igualmente, razones 

fundndas pílra sostener que las disposiciones aplicables deben conferir al Poder 

Legislativo atribuciones parn cnnsultnr con In Entidnd Fiscalizadora Superior respecto 

a sus programas de trnhajo, pero no para interferir ni para dirigir ese trabajo; que la 

tarea de fiscalizar al Poder Ejecutivo, concretamente a Ja administración pública, se 

realiz;:1 en nombre del Poder Legislativo, y que éste, en principio y en su conjunto, 

como (1rgann colegiado, es el destinatario de Jos resultados de sus revisiones e informes 

y no sus miemhrns en 1mr1icul:1r y, finnlmenre, que la necesidad de garantizar Ja 

independencia de la entidad fiscaliz.adnrn superior obliga a mantenerla ni margen de 

la!> políticas guhernamentales, de los risuntns políticos en genernl, impidiendo que 

mnmcnga al m;hdmo rc:::lilciones demasiado estrechns con el propio Poder 

Legislativo.!''"' Sohre este último punto conviene recordar que la legislatura es 

c:::sencialmente un foro político y Ja interacción que se da entre Jos partidos políticos, 

cuando t:l régimen relmivo es pluripartidista, plantea riesgos potenciales a la 

, ... )hkn1.p¡1 . .i. 
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independencia de la Entidad Fiscalizadora Superior en varios sentidos. Así por 

ejemplo, dada la naturaleza de sus funciones, que se sustentan en la pi;¡'ictica de 

auditorías, y que se han concedido exclusivamente para el adecuado desempeflo de las 

mismas, la Entidad Fiscalizadora Superior tiene acceso único n las instn1ncioncs y 

árchivos del Poder EjecutivoJ•S) Esta posición, hasta cierto punto privilegiada, 

representa al mismo tiempo una gran respon.snbi1idad, pues implica que la información 

contenida en los archivos del Poder Ejecutivo será adecuadamente adminisuada y 

profesionalmente ana1iznda por la Entidad Fiscalizadora Superior y que ella misma no 

será utilizada como medio o instrumento por la legislatura o por alguien mils para 

obtener información a la que legnlmente no se tenga acceso; la Entidad Fiscalizadora 

Superior tampoco es un vchículo del que puedan servirse los miembros del Poder 

Legislativo para alcanzar sus fines, por mucho que puedan considerarlos dt! utilidad 

para el interés público. L1 consngrnción constitucional de que las actividades de la 

Entidad Fiscalizadora Superior deben conservarse rigurosamente ni margen de los 

vaivenes de la po1ítica y de los intereses partidistas o particulares constituye una 

garantía de que mnntendrú relaciones estables con todos los miembros del Poder 

Legislativo y, por lo mismo, que prt!scrvmá su independencia. E!<ita se pone en riesgo 

cuando el trnbajo de Ja Entid11d Fiscalizadora Superior es utilizado como un arma o 

instrumento p<ua atncar .:il Poder Ejccutivo.<ltt.) 

Por otra piirte, desde el punto de vista tt!cnico existen tmnhién razones 

fundadas para sugerir que la Entidad Fisca1izndorn Superior nn dehc cstnr sujeta al 

control del Poder Legislathm. E.o:;tas se fundamentan l!n la naturalczn de las funciones 

de esos órganos, puesto que la pr;lctic:1 de auditorías, principal herramienta de trnbajo, 

impone Ja necesidad de que la.:; misnms se realicen por persorn11 especínlizndo y 

capacitado en diversos campos dt:I sahcr científico relacinnmlos con la nctividad 

principalmente ndministrntiva del Estadn. Este tipo de trahnjo requiere muchas veces 

de la toma de decisiones t¡ut! se fundamenten en un juicio proksionnl, indepcndit:ntc y 

tll51 ldt"111. Crr. h1111hlc'n Normdi J,. Amlit"d" J,. J.1 IN1"0SAI, '"'º""'"'11"1\r 111 ll"flu• 61, En UliloJO, lk>lrlln lnlrfuo dt 1.1 

l'.on111duri• M11)or di' ll•di-ndll, dL p. lll. 

(36) A. O....ard, D11•itl, "l'·"IL 1'· .a. 
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que por razones obvias sólo pueden ser tomadas apropiadamente por la propia 

Entidad Fiscalizadora Superior y no por el órgano legislativo en cuanto tal, puesto que 

no estcí en aptitud de controlar o dirigir ese trabajo. Ademíls, la tarea de la Entidad 

Fiscalizadora Superior, como toda otra en la cual se desee arribar o lograr el 

propósito deseado, debe programarse adecuadamente, sobre todo en la práctica de 

auditorías, en las que es preciso la más de las veces establecer ciclos apropiados de 

revisión basados en análisis de importancia y de riesgo, fundamentados estas últimos en 

el examen preliminar del ente n auditar.<11l Por si esto fuera poco, el proceso por el 

cual se instituyen los programas generales de una Entidad Fiscalizadora Superior no 

puede separarse de la serie de decisiones que requieren tomarse en las revisiones 

particulares 4ue efectúa en forma cotidinna. Estas decisiones compremlen determinar 

cómo o cmíndo deht!n practicarse las nuditoríns; el alcance y profundidad que éstas 

dehcn tent!r, si es necesario que se amplíen, St! reduzcan o hicn se cancele su práctica; y 

si es necesario emitir informes y en qué tl!rminos. 

Las cuestiones anteriores sin duda están vinculadas con la forma en que 

la Entidad Fiscalizadora Superinr aplica sus recursos humanos y aprovecha sus 

conocimientos y experiencia. Estos elementos incuestionablemcnte ejercen una 

influencia decisiva en la forma dt! operar de la Entidad Fiscalizadorn Superior, motivo 

por el cual, si se consiclern que dichos recursos son por lo regular limitados frente al 

gran universo a revisar, sólo su administraci6n por la propin Entidad Fiscalizadora 

mediante el control sohre sus programas de trabajo puede rendir but!nos frutos en la 

fiscalización sobre el Poder Ejecutivn.12n11 Sin embargo, esto no significa que el hecho 

de que la Entidad Fiscalizadora Superior debe ser independiente desde el punto de 

vista operncional, no esté obligada a considerar y observar, en su caso, las opiniones y 

sugerencias del Poder Legislativo. En realidad toda Entidad Fiscaljzadora debe tomar 

en cuenta las recomendaciones del Poder Legislativo, por lo cual es necesario qu~ 

entre amhos órganos exista unn cnnstantt! y regular comunicación. No obstante, 

(S1J ldm\. crr. tamhlcln lltmr. Gunltr 7..Mvtlbtrt. up, cit. p. f,; Cfr. t.tmhlin Nonna:s dt ,foditorla dt la INTOSAJ, cuncntamtnle 

.._nomlM 116-1111,clLp. ll. 

(U) A. lkw11rd. D11vld, op. clL p. 6. 
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independientemente de que debe de existir una constante comunicación entre ambos 

órganos y que la Entidad Fiscalizadora debe considerar las recomenda'l,iones y 

sugerencias del Poder Legislativo, la naturaleza de las funciones de aquella impone la 

necesidad de que sen ésta la que dt!termine, en última instancia, siempre fundándose 

en un juicio imparcial, indepem.liente y profesional, si son procedentes y viables esas 

recomendaciones y sugerencias, y si su ejecución no excede de las facultades de que 

está investida la propia Entidad Fiscalizadora Superior. A decir verdad, y bien vistas las 

cosas, la preocupación del Poder Legislativo en el trabajo dt! la Entidad Fiscalizadora y 

su participación en el mismo dentro de !ns límites que venimos comentnndo fortalece 

la independencia de ésta n:spectn dd Poder Ejccutivn. 

e) Respecto de In entidad auditada 

Si teóricumente una de las características fundamentales que debe 

revestir toda Entidad Fiscali1.adora Superior es su independencia respecto dt!l Poder 

Ejecutivo, con mayor razón debe serlo respecto de In entidad auditada.l11111 En realidad, 

puede decirse que aquélla es una característica general, pero su concreción, su 

apreciación y constatación prácticas sólo pueden advertirse en la labor cotidiuna de Ja 

Entidad Fisca1izadora Superior, en el momento en que está realizando revisiones 

particulares en las entidades que, previamente seleccionadas, forman parte del Poder 

Ejecutivo. Esta independencia es indiscutible y ella reclama en cierto modo que sea 

absoluta, pues la revisión particular de una entidad implica la realización práctica de un 

tipo de control especial sobre el Poder Ejecutivo: Ja Fiscalización Superior, y ella 

requiere, unte todo, imparcialidad y profesionalismo en Ja revisión del ingreso y gasto 

públicos. 

La independencia n:specto de la entidad auditada puede apreciarse en 

diversos aspectos. En primer lugar, la selección misma de la entidad es una decisión 

{19) Cfr. ~Dttlarad4n dr Unw Johrr las UnmJ 84Jinu dr b FúttJlillld4t1•, canndamrnlr ti •r1kulu 9, rn l>trrd.u 

Parhunrnlarlo, c:lt. p.1'll;N"""4sdtAudli-14Jt lu /hTOl'A./, nrncnlamrn~ lu hOrmaJ 66 • 71, c:IL ¡1.11·19; Admlnt.l,.rlón 

'prt11iupu6lar1A'1 Rnnnclirna,Audllnrfa dt CArnlu. EnA•ln1in/1.JnulMl'tibUn1, Marm/lflirnwt~ioN1I (19d1°191l1} dt. p. J.n. 
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4ue ilehe tomar exclusivamente la Entidad Fiscalizadora Superior y en la que aquélla 

no tiene porque intervenir. Cit!rtamente la selecci<ln debe fundarse en un examen 

preliminar, en el que se consideren la importancia de Ja misma entidad y el ingreso y 

gasto por ella realizados, y en el riesgo que pueda implicar la legalidad de su 

aplicación. Pero sea cual fut:re t:I resultado de dicho exnmen, aun considerando que 

éste arrojara una apreciación positiva para Ja entidad, ésta no debe influir en la 

decisión de la Entidad Fiscalizadora Superior. 

En segundo lugar, puesto que la Entidad Fiscalizadora Superior es quien 

dehe programar y planear sus actividades1 corresponde a ella misma decidir sobre el 

tipo o tipos de auditorias que prncticarf1 a la entidad, la profundidad de las mismas y el 

tiempo en que las n:aliznrá. Por consiguiente, y al igual que en el cnso anterior, In 

entidad auditada no tiene porque interferir ni tratar de influir en las decisiones de Ja 

Entidad Fiscalizadora Superior. Aquélla no tiene porque señalar qué tipo o tipos de 

auditorías desea que se le prnctiquen ni la profundidad y duración de las mismas. La 

determinación nun de lr1s áreas específicns de la entidad auditada que serán revisadas 

debe ser responsabilidad exclusiva de la Entidad FiscaJizadorn Superior. 

En tercer lugar, la selección y volumen de la documentación a revisar 

también es una decisión que corresponde tomar a la Entidad Fiscalizadora Superior. 

Este aspecto es, en cierto modo, uno de los más delicados en la tarea que ésta realiza, 

puesto que la revisión misma de los archivos de la entidad auditada puede traer 

consigo una serie de consecuencias graves para la propia entidad, fundamentalmente 

porque ellos constituyen la evidencia idónea para que la Entidad Fiscalizadora 

Superior promueva alguna accilln ante las irregularidades que llegare a detectar en el 

ejercicio del ingreso y gusto públicos. Sin ernhargo, aun cuando este aspecto en que se 

m<)nifiesta la independencia que Ja Entidad Fiscalizadora Superior dehe guardar 

respecto de la entidad auditada parece un privilegio, para aquella representa una seria 

responsahilidad, pues ti examen de los archivos de ésta y en general de toda aquélla 

documt:ntnci6n relacionada con el ingreso y gasto públicos debe efectuarse con 
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métodos y técnicas apropiados que permitan formular juicios precisos e imparciales 

respecto de la legalidad, y en ocasiones dependiendo del tipo de auditorías pructicadas, 

la eficacia, economía y eficiencia con que la entidad auditada cumple sus funciones. 

Finalmente, la Entidad Fiscalizadora Superior debe ser independiente respecto de la 

entidad auditada en lo que concierne a sus informes, a la forma, contenido y extensión 

de los mismos. Ciertamente, esta prenogntiva de la Entidad Fiscalizadora Superior en 

lo que concierne a sus informes, a la forma, contenido y extensión de los mismos no 

debe ser caprichosa, puesto que los informes ante todo deben ser objetivos e 

imparciales, plasmando en ellos lo real y efectivamente observado en la entidad 

auditada. 

Por último, es importante aclarar que la independencia que debe 

guardar la Entidad Fiscalizadora Superior respecto de la entidad auditnda y que le 

otorgan una serie de facultades sobre ésta, no debe concebirse como algo arbitrario, 

puesto que ella misma debe ejercerse dentro de los límites que el orden jurídico le 

impone. La independencia es, desde luego, una característica o condición que deben 

satisfacer las Entidades Fiscalizadoras Superiores para cumplir adecuadamente con su 

trabajo, pero no debe verse como algo inadecuado y .perjudicial con tal de que esté 

adecuadamente regulada. 

d) Independencia Técnica 

En los incisos anteriores, en los que abordamos el estudio de la 

independencia de la Entidad Fiscalizadora Superior respecto de los Poderes Ejecutivo 

y Legislativo y respecto de la entidad auditada, señalamos que la misma se manifiesta 

de diversas maneras y que asume modalidades propias en cada cnso; así, hablamos, 

entre otras, de la independencia operacional que debe guardar respecto de esos tres 

organismos y el alcance que tiene en cada uno de ellos. Sin embargo, dicha 

característica se encuentra [ntimamente vinculada con otra de la cual es muy difícil de 
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aisla'r o sepnrar, aún conceptualmente: nos referimos a la independencia técnica.190) 

Ahora bien1 que la Entidad Fiscalizadora Superior debe ser independiente 

técnicamente significa que ella misma debe definir y precisar cuáles serán sus 

herramientas o instrumentos de trabajo, y cómo y cuando los empleará. Ciertamente 

que las circunstancias y el contexto a que habrá de enfrentarse la Entidad Fiscalizadora 

Superior, particularmente el gran universo que constituye Ja administración pública, 

dejan muy poco margen para que pueda escoger entre esos instrumentos de trabajo. 

De ahí que la auditoria, cuyo concepto abordaremos más adelante, sea la principal e 

imprescindible herramienta de trabajo de las Entidades Fisca1izadoras Superiores. 

En esas circunstancias, debe corresponder a la Entidad Fiscalizadora la 

facultad para decidir respecto al alcance, las materias, áreas y oportunidad de las 

auditorías. Ac;í1 en Ja instrumentación práctica de éstas debe conducirse con la libertad 

necesaria para revisar directamente toda la documentación e información que requiera 

parn alcnnzar los objetivos planteados en la fase preparativa de la revisión, así como 

requerir información ndicional y obtenerla en respuesta a cuestiones específicas. 

Además, en ciertas circunstancias, se considera necesario que la Entidad Fiscalizadora 

cuente con facultades parn hacer comparecer ante sí a las personas que hayan 

intervenido en una operación en particular en que se hubiese afectado el gasto público, 

sobre todo cuando éste corresponde a ejercicios pasados,, o bien cuando por alguna 

circunstancia se haya extraviado o destruido la información y documentación 

relaúva.<91) 

Otro aspecto en el que se aprecia la independencia técnica de la 

Entidad Fiscalizadora Superior io constituye la forma de administrar, en la ejecución 

de las auditorías, su personal, decidiendo en términos cuantitativos qué personal debe 

intervenir y en térnllnos cualitativos a _qué especialidad debe corresponder. En este 

sentido, con el fin de no afectar el desarrollo de la auditorfa ni por consecuencia 1a 

(90) Cfr. A. o-ard. D...W. op. dL p. '"5; Normas de A.lldlloña de 1'1 INTOSAI, concnt.rn .. nle las no~ 39 7 40 dL p. 16; 
"OKlarac:IOn de Um11 dre t.s Une• Búlcas de 111 Fballiadún•, articulo u. En lHrrd.o l'aria,."'4rÍo. dL p. lY-1. 

{91)crr.A.O-•rd. D..W,up.dLp.6;Crr.tamblln NOl'fSIUd•Aiuliloriaiú&slNTOSAJ,eonc~tam .. nlelllno~ 56. dLp. IL 
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independencia técnica dt: la Entidad Fiscalizudora Superior, ésta debe tomar las 

providencias nt:cesnrins a fin de que su personal no participe bajo. ninguna 

circunstancia en el mnnejo de operaciones de la entidad auditada, y sobre todo evhar 

Ja asignaciém de su personal a alguna auditoría cuando t!stc tenga afiliación cercana 

Con el personal de Ja entidad auditada, ya sea por razones de tipo social, consanguíneo 

o de cualquier otra naturaleza, que tiendan a disminuir o afectar la objetividad e 

imparcialidad de la auditorja,19z1 En suma, la Entidad Fiscalizadora Superior, en lo que 

concierne a la independencia tl!cnica, requiere de la lihertad neccsnria para establecer 

prioridades y adoptar metodologías apropiadas a las auditorías que van a ser 

realizadas. lntimamente vinculado con este aspecto, la propia Entidad Fiscalizadora 

debe promover el estudio de las técnicas de auditoria e incursionar a su personal en el 

conocimiento de las mismas.<9l) En la medida en que la Entidad Fiscalizadora 

profundice en el conocimiento de sus técnicas de trnbajo, sin duda que se fortalecerá su 

independencia en este aspecto. 

Por otra parte, hny un último punto en el que se aprecia también la 

independencia técnica de la Entidad Fiscalizadora Superior, al cual hemos hecho ya 

referencia de manera tangencial: nos referimos a los informes que producen esos 

órganoslMJ y mediante Jos cuales comunican, por lo regular ni Poder Legislativo 

aunque también pueden hacerlo al público en general, los resultados de sus revisiones. 

A reserva de que en el capítulo siguiente abordemos d estudio de las características 

que deben reunir los informes, cabe c1puntar que los mismos representan, en cierto 

sentido, la culminación del trabajo de lns Entidades Fiscalizadoras Superiores, por lo 

que, cualquier restricción a su lihertnd en este aspecto representa un serio atentado 

contra su independencia. L, Entidad Fiscalizadora Superior dehe ser Ja única 

responsable de la elahoración y contenido de los informes. Sin embargo, esta 

circunstancia entruñn parn ella una gran responsabilidad, toda vez que al contener los 

(91) ldrrn. Clr. Nnniuu JtA,.Jilorla rk '1 JNTOSA.J, cu11crrt.Mmrnlr I• nom1• ti'I. cU. p. IL 

(9J) Clr. /o'nmuJJ JtA.,.fitoria Jt '1: INTOSAI, caDCnlalmrnlt la norm. 51, dL p. 17. 

(9") Clr. NPm11Jr 1/r A11<litoria dt la JNTOSAJ, ni1tcnl11mr11l1t tu nonnu IJ7 • 163, clL p. 15-1'; A. l>ttr•r Unid, úa 
lnJtpt"'1rn<ilf tlf la ,foJ,'úJrla GuhtrntUflltnlal. clL p. 6¡ ·orclanic:Un dr Urna ...btt lu u-aa B'-ku d .. I• Fbe.MIU-Wn•, 

11rtkulus 16} 17, En DurclwParlamtn14rio, c:IL p.196. 
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mismos los resuJtadns de sus auditnrítls, dehc::rñ cuidar que sean lo más objetivos que 

sea posible; es decir, dehen reseñar de manera clara y precisa cunl es la situación dt: la 

entidad auditada, lo mismo si son juicios adversos que juicios a favor de la entidad. Lo 

trascendente es que tales informes reflejen o se funden en juicios profesionales, 

imparciah:s y objetivos, resultado de un adecuado c::mph:o de sus técnicas de revisión. 

Pero es evidc:nte que para logrnr tal propósito, la responsabilidad exclusiva de he ser de 

la Entidad Fiscalizadora Supc::rinr y ello slllo es posible dentro de un marco de 

lihert:u.l, de:: indepe:ndt!nciu, situación estn última que Ja obliga u mejor dicho debe 

obligarla a adoptar todas las medidas m:cesarias para asegurarse de que sus informes 

serún veraces, completos, objetivos y equilihrados. Además, hay que tener presente que 

los informes son, muchas de las veces, el punto de partida de un proceso encaminado a 

velar porque se adopten e implementen las medidas necesarias para mejorar la 

opernción en general de la entidad auditada, que es lo que constituye, en última 

instancia, el verdadero fin del trabajo de la Entidad Fiscalizadora Superior.(9SJ 

e) Independencia Financiera 

Otra característica o condición que debe satisfacer todn Entidad 

Fiscalizadora Superior pnra cumplir adecuadamente con sus funciones es su 

indepemlencia tinnncit:ra,196> y pnr la cual no queremos significar otru cosa más en este 

caso sino que cuente con los recursos económicos necesarios para tal fin. En este 

sentido, es indudahle <.1ue toda Jimitnción ul presupuesto de la Entidad Fiscalizadora 

Superior constituye una scriu restricción a su trabajo, y si se quiere, a su 

indt!pendencia. Lu ideal sería que ese órgnno contara con los recursos que a su juicio 

fueran necesnrios parn cumplir satisfactoriamente su cometido. Sin emhargo, ello no es 

posible. Por lo regular, la asignación del presupuesto es una tarea que corresponde al 

Poder Ejecutivo, nun aquC:I que debe asignársele a los dos prnkres. restantes. o sea al 

propio Legislativo y Judicial. Esta situación por sí misma representa una desventaja 

t'ilSIA-l>orlo'arDavid.ap.dLp.6. 

l'ffil C:Cr. ºllC'cl11r.clOn ok Uma ~b"' las Unrru. UA!olciu. dr 111 Fl1onllurclú11•, iutkulo '7, E'.11 IJrndw l'arlam~ntaria, cit. p. 191; A. 

u-ar Uadd. up. clL p. S. Nonrui1Jt'AN11i1arlad• lo INTO!J'Al, rnnn,111mr11tr tu 1111nnw. S'i y 60, cit. r. 11. 
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para In Entidad Fiscalizadora Superior puesto que, por la naturaleza de su trabajo, es 

claro que la tendencia normal será tratar de limitar el ejercicio eficaz de sus ü.inciones, 

restringiendo al máximo el presupuesto que pueda asignársele. En tales circunstancias, 

la presencia del Poder Legislativo es trascendental en cuanto que a él corresponde, en 

Principio, asegurarse de que su órgano técnico, mediante el cual ejerce la fisca,Jización 

superior como forma de control respecto del Poder Ejecutivo, cuente con los recursos 

indispensables para cumplir con su trahajo decorosamente. Una vez satisfecha esta 

necesidad, es menester que la Entidad Fiscalizadora Superior goce de cierta libertad 

para organizar y administrar sus recursos dentro de los límites y montos que le hayan 

sido autorizados, sin menoscabo de una equilibrada supervisión que sohrc su ejercicio 

efectúe eJ Podt!r Legislativo. Oihe aclarar, por otra parte, que lo más conveniente es 

que sea el propio Podt!r Legislativo quien determine el monto del presupuesto de la 

Entidad Fiscalizadora Superior y no el Poder Ejecutivo, aunque esto, desde luego, 

depende del procedimiento que en cada país establezcan las leyes relativas parn la 

preparación, aprobación y asignnci6n del presupuesto gubernamental. 

Huelga decir, por lllrn parte, que la satisfacci6n de esta característica o 

condición impone a Ja propia Entidad Fiscalizadora Superior que sea ella misma )a que 

muestre el caso parndigm;itico de Cllmn dchen ejercerse los recursos públicos; esto es, 

con economra, eficacia y eficiencia. 

Intimamt:nte vinculado cnn el aspecto que nos ocupa y el cual no puc:de 

pasarse por alto, es el rdativn a la indt:pendencia dc que dche gozar toda Entidad 

Fiscalizadora Superior en lo conct!rnientc a la administración de su personal. Ya 

hahíamos anticipado algunas idcns a este rt!specto cuando abordamos el estudio de la 

independt!ncia dt: ese órgnno dt:sde el punto de vista operacional, en donde indicarnos 

qUt: la responsahilidad de elnbnrar Y ejecutar sus planes y programas de trabajo y por 

consecut!ncia decidir sobre la forma de aplicar sus recursos humanos, debe ser 

compt!lt:ncia exclusiva de la Entidad Fiscalizadora Superior. Sin embargo, conviene 
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analizar este mismo aspecto desde un punto de vista dift:rente, es decir, cnn~iderandn 

la vinculación que dehe existir entn: la independencia de la Entidnd Fis1,;,alizallom 

Superior en materia financiern y la independencia para administrar su per:mm11. Dt!sde 

esta perspectiva, una vez alcanzada la independencia financiem, es mem:stt:r que 

Como corolario de ella, la Entidad Fiscalizadora Superior goce dt: plenas facultudes 

para determinar, en función del presupuesto autorizado, el nl1mero de emp1t:adus que 

necesita para desempeñar sus funciones, el nombramiento y la remoción de su 

personal, las jerarquías de C::ste, sus remuneraciones y otras prestnciones laborales y, en 

general, todos los demás asuntos que puedan relacionarse con su personal. En 

realidad, lo deseablt: es que toda Entidad Fiscalizadora Superior cuente con las 

facultades necesarias tendienh!s a alcanzar su independencia en los h!rminus que 

hemos descrito c!stn. Sin embargo, comu ello no es siempre pnsihlc, ciertas 

modificaCiones serfm aceptables con tal de que se cumplan los prup6sitos 

medulares.l97> 

2. Imparcialidad 

La naturalt:za del trabajo de toda Entidad Fisca1iz.adorn Superior, que 

sirve 1ínicn y exclusivamente al interés púhlico y a las necesidndes del procesn por el 

cual se verifica que los recursos públicos se administren con propiedad y regularidad, 

exige que se fundnmente en juicios imparciales1l9•1 esto es1 en criterios objetivos que 

s~an resultado de un adecuado empleo de sus técnicas y métodos de auditoria. Esta 

condición requiere de la Entidad Fiscalizadora Superior que evite al máximo 

inclinaciones a favor o en contra de determinada entidad o de cualquier servidor 

público. La ejecución de su trabajo debe basarse siempre en la toma de decisiones 

profesionales de modo que los resUttndos de aquél expongan en forma concluyente, 

franca y crítica Ja situnción de la en'tidad auditada y In forma con que administra los 

recursos púhlicos: dt!sde luegn qui: al ejecutar su trabajo fundándose:: c::n un juicio 

l97) A. Unour. ll"•lcl, "il· dL¡1,5. 

("111) ("fr. N"""'º 11<-Amlili<rluJt" INTO!iAI. ~unnrl"mrltlr J11., 1111rn11u. IJ7 • 16)., dL pp. 24 • 26¡A. º"°"'d. U1nlcl, op. clL p. 7. 
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imparl'ial 1:1111hii!n lh::hcr:í rt:llc::jar. cuando usi St:il. lns m¿ritos y acit!rtos dt: la t:ntidad 

m1ditm..la. A- _1.Jt:cir \'t!rdud, y convic:ne: hact:r mc:nci6n dt! dio c::n t::stt: monu:nto, la 

11nali~rn.I tJ.~l _trahujn de tmfa Enth.huJ Fisculizm.fnrn Supc:rior no deht: ser im1uisitivn, t:s 

dt:cir<~i1 t1t:~1t: hüs-c1lr sit:mprt: lo nt:gativu 1.h: la entidad uuditada. Ello rompería con el 

jujciti ÍITIJliifCial 'qm: dt:ht: caractc::rizarlu. Por el contrario, la actitud de tmla Entidad 

'Fiscaliiadoru ·supc:rinr dt:ht! apuntar siemprt: n un juicio t:quilibrado, en t::l que se 

·n:tlt:jt! :luntn los aspt:ctos positivos, sanos de la t!ntidad auditada como Jos negativos, sin 

1.1uc:: el -ut:scuhrimitmtu de:: estn!'i últimos sea su propósito fundamental. En última 

in:;tancia, la impurch11kh1d es punto de partida y resultado de la forma en que Ju 

Entitlml FisL"alizadnra Superior realiza su trah<iju, aunque sería ingenuo pensar llUe Ja 

h1hor de ¿stn es suficiente por sí misma pilra uJc,mzar tal condición. L'l verdndera 

imparcialidad nuncn estar(1 garantizadn del todo, a menos que la Entidad Fiscalizadora 

Superior estt! decidida 11 ser imparcial y lo demuestn: al rt:aliznr su trabajo. El apoyo 

qtH! el Poder Legislativo hrimh: a e::stc:: órgano para alcanzar su independencia en la 

fnrnrn que he::nms dt!scritn e::ste aspecto en lns apartados ~interiores, lo obliga al mismo 

tit:mpo a t!xigirk l(llt: t!n h1 ejecuchln de su truhaju st: conduzca siempre bajo Ja guía de 

un juicio imparcial. 

3. Jn;1m1ivilitl;1d dt!I titul:1r de l;1 Entidtic..l Fiscalizadora Superil1r 

La m11urnleza dt!I tmh:ijo de:: las Entidadt:s Fiscalizadnrns Superiores 

impont! la nccc:sidad Je que:: su titular sea inanmvihle durante el periodo que 

lt!galmentt: ddia dest!mpcimr su cargo. salvo casos muy excepcionales, que u1mhi¿n 

dchcn t!star expresamente consignados en la lcy.1""' En efecto, como hemos visto yu, 

1:1s Entidades Fiscalizadoras Supcrinrcs se encuentran permanentemente. expuestas a 

intlucndo1s cxtt:rm1s indchi<las, provenicntt:s ya se11 dd Prn.Jer Ejecutivo o hicn del 

propio Poder Lcghlativu, quc trntan dt! imerferir cnn t!I adecuado cumplimiento de sus 

C'l'JI lºlr. "Ur,l.1rn•·l1iu dr l.hm1""hrr111,. l.lnrn" U,¡,¡, . .,,. 1lr l.1rl"l·11U1m·ll111·,.,rlkul"1. l·:n lffnd..,l'"rlmnf'11f11ri.,,•ll. ¡1. l'ill: ,\. 

J)....,w11l. ll.11ltl. "I" ··11. I'· .l¡ l'h, 1 .... 11udl1t, lli•tnr,A/1;1mm ujlrzi1>nr• .,.¡,,. .. rlprinripiu ,¡,. '' ,¡;,;,¡,¡n dr ,...1,.,..., rn '' (im'1i/uri1in 

"''";,.,11<,,1ll.1•1•.t•S.\.11S:". 



60. 

funciones. Ln dctt:cción dc irregularidades, por leves que c;s1as puedan ser; Ja 

promoción de responsabilidades, ya sea civiles o administrativas; o Ja denuncia penal si 

es el caso, constituyen algunas de las atribuciones de las Entidades Fiscalizadoras 

Superiores que pueden afectar muchos intereses, motivo por el cual en ocasiones su 

trabajo no es visto con agrado. Ante tales circunstancias, es evidente que el titular de Ja 

Entidad Fiscalizadora Superior (a quien corresponde en última instancia decidir qué 

acciones promoverá la Entidad sin que esta aseveración signifique que todo dependa 

de un juicio subjetivo) requiere tener la seguridad de que no será removido de su cargo 

aun cuando afecte intereses indehidamcnte creados. Por consiguiente, la inamovilidnd 

es una condición o característica mcis qut! debe satisfacer toda Entidad Fiscalizadora 

Superior, aunque en rei.llidad ésta se refiere con mayor propiedad a su titular. Ahora 

bien, sin duda que la primera acción a seguir para garantizar Ja inamovilidad es 

consagrarJa constitucionalmente, sobre todo porque la Fiscalización Superior es un 

tipo de control de un poder sohre otro: del Legislativo sobre el Ejecutivo. Asimismo, 

otro aspecto dt!I cual es imposihle escindir la inamovilidad es el relativo a quién debe 

nomhrar al titular de Ja Entidad Fiscalizadorn Superior y el procedimiento a seguir 

para tul efecto. En principio, la inamovilidad exige que el titular de Ja Entidnd 

Fiscalizadora Superior sea nombrado exclusivamente por el poder a que dicho órgano 

pertenece, es decir, el Poder Legislativo, excluyendo toda ingerencia del Ejecutivo a 

este respecto, puesto que, como hemos visto cuando abordamos el estudio de la 

independencia en relación con este último poder, un funcionario como Jo es el titular 

de Ja Entidad Fiscalizadnríl Superior cuyo nomhrnmientn o remoci6n dependa 

exclusivamente o en alguna medida del Poder Ejecutivo, carecerá siempre de Ja 

independencia y por consiguiente de Ja inmnovilidad necesarias para cumplir 

adccu:ufamente con las funciones de dicha Entidad. Pnr otra parte, en lo que 

concierne al prncedimiento parn proceder a su nomhramiento o remociém, éste puede 

ser variable desde luego, pero In importante y trascendente es que estt! regulado de tal 

m¡¡nera que él tienda a garantizar la inamovilidad del titular de la Entidad 

Fiscalizm.lora Superior, excluyendo ingerencias indehidns o que tiendan a menoscabar 

tal garantía. 
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4. Orgnno apolítico 

Esta característica o condición que debe satisfacer toda Entidad 

Fiscalizadora Superior es, sin duda, una de las más difíciles de precisar, en virtud de 

que es necesario saber que es la política (o lo político), n efecto de poder negar tal 

carácter a ese órgano. En efecto, 1a dificultad estriba en que el término política posee 

diversas significaciones y connotaciones, y es, particularmente, un término cargado de 

significaciones emotivas o persuasivus que lo hacen dificil de aprehender de manera 

objetiva. Asf por ejemplo, Sánchez Agesta señala que el término política posee tres 

sentidos fundamentales: a) como actuación de poder, aludiendo a Ja actividad que 

crea, desenvuelve y ejerce poder; b) como disyunción, oposición o lucha por el pot.Jcr; y 

e) como actividad orientada por un fin.0001 

Der Gablentz por su parte considera que la política 11
00 es en sf lucha 

por el poder, sino lucha por el poder con el fin totalmente determinado de conseguir 

un orden de vida en común relativamente duradero y gobernar con él''.<• 01 > 

Otto Suht a su vez define la política como "lucha por el poder; la potfticu 

debe crear siempre un orden de vida común; la política es la lucha por et recto 

orden11.<1021 

El maestro mexicano Andrés Serra Rojas considera que Ja politice es "la 

actividad que tiene por objeto regular y coordinar la vida social, por medio de una 

función de orden, defensa y justicia, que mantenga la cohesión y la superación del 

grupo'1.(loJ1 

(100) CU.do por~rn SloJu Andre .. op. di., pp. 79.AO. 
(IOl)ldrm .. 

UOJ.)ldrm. 

{IOJlldrm. 
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Siguiendo a los autores citados es incuestionable que el significado de 

política s~cmpre va ligado a la actividad que tiene que ver con el ejercicio del poder y Ja 

lucha por éste con el objeto de alcanznr un fin determinado, lo cual constituye la 

primera problemática que plantea el precisar qu6 significa que toda Entidad 

Fiscalizadora Superior debe ser un órgano apolítico. Pero hay otra cuesthín que 

tamhii!n plantea problemus al n:spccto. Ya en el capítulo anterior señ.alnhamos que los 

controles en el ejercicio del poder público suelen clasificarse en jurídicos, políticos y 

sociales. Entn: lns controles de carácter político se encuentra el tradicional principio de 

Ja división de poderes, que ha sido concebido como un mecanismo de pesos y 

contrupesos para mantener dentro de Jos límites del derecho la actuacilin de Jos 

diversos órganos púhlicos. Por otra parte, Ja calificación de control jurídico ha sido 

reservada para los órganos jurisdiccionales principalmente y fuera de éste cualquiera 

otro ha sido considerado como político (cuando un poder posee facultades para limitar 

el ejercicio de determinada facultad de otro poder) o social (cuando el control relativo 

lo ejerce Ja sociedad a través, ya sea de la opinión pública, de los grupos de presión, 

etcétern).UD4) 

Bajo estas premisas, la Fiscalización Superior, en cuanto forma 

específica de control que realiza el Poder Legislativo sobre el Ejecutivo a través de su 

órgano técnico, la Entidad Fiscalizadora Superior, debe considerarse como un control 

político, sohre todo cuando dicho control se realiza por órgano administrativo como es 

el caso de las contralorías generales y no por órgano jurisdiccional como en el caso de 

los tribunales de cuentas. 

Es indudable que al amparo de la doctrina relativa a Ja defensa de Ja 

Constitución que expusimos en el capítulo anterior, Ja Fiscalización Superior es una 

forma de control político. Consecuentemente lqué significa que toda Entidad 

Fiscalizadora debt! ser un órgano apolítico? Para respondet a esta interrogante es 

preciso hacer un análisis por separado en Jo que concierne, por una parte, al significado 

( llMJ r.rr. Ani:dn RrJHo Mamwl. EJ Conlrol l"nl11mrn1.11rfo cama Canlral Palltlco. El! Est11dhu rn Hontrnn}l11l dDcbw llktDI' Flz 

1'A..u.Jio, UNAM. Midca, 19 0 ¡1¡1 .• 
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de política, y por otra, en lo que concierne al tipo de control, en función de la 

níl.turalt:za del trabajo de Jns Entidades Fiscalizadoras Superiores, que éstn~ llevan a 

cabo. 

Desde el primer punto de vista, o sea atendiendo al significado de 

política, si consideramos que este término alude fundamentalmente a la lucha del 

poder público con el fin de alcanzar determinados propósitos, que son muy varinbles 

según la voluntad de los sujetos actuantes, que toda Entidad Fiscalizadora Superior 

debe ser un órgano apoJítico significa que no dehe tener interés alguno en la lucha por 

el poder público, aun cuando los fines que se pretenda alcanzar con esa lucha sean de 

gran estima para Ja sociedad en general. La Entidad Fiscalizadora Superior, para 

cumplir adecuadamente con su cometido, debe mantenerse ni margen de esas luchas y 

en el cumplimiento de aquél debe conducirse siempre con imparcialidad, sin dejarse 

influir por los intereses que Ja política pretende alcanzar. Esta condición que debe 

satisfacer toda Entidad Fiscalizadora Superior adquiere mayor relevnncia si se 

considera que el contexto en el cual opera, o sea el parlamentario, es un contexto 

político en e~ que Ja lucha por el poder público muchas veces constituye su actiyidad 

cotidiana; es Ja vida misma di:: Jos órgan~s legislativos. En tales circunstancias, las 

disposiciones legales que rijan la actividad de Ja Entidad Fiscali7Jldora Superior deben 

garnntizar su independencia respecto del órgano legislativo, en los términos en que 

anteriormente expusimos este tópico, de tal manera que dicha independencia a su vez 

sea garantía de que Ja Entidad Fiscalizadora será un órgano apolítico, es decir, un 

órgano ajeno a Ja lucha por el poder público. Esto es justamente Jo que queremos decir 

cuando afirmamos que toda Entidad Fiscalizadora Superior debe ser un órgano 

apolítico. 

Por otn1 parte, desde el punto de vista del tipo de control que la 

Fiscalización Superior entraña, señalabamos que el mismo se clasifica como político en 

cuanto que se ejerce por el Poder Legislativo respecto del Ejecutivo. Esta es su 

naturaleza de acuerdo con Ja doctrina de la defensa de Ja Constitución. Pero es 
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incuCstionahlt: que el duto snhrc: d cun) descansa c::se criterio es meramente formal 

porque :atiende únicamente a la naturaleza del órgano que lo realiza y no a la 

naturaleza en sí misma del control. Bajo estas premisas debemos recordar que In 

principal herramienta de trabajo de las Entidades Fiscalizadoras es Ja auditoría y que 

la planeación y ejecución de la misma dehe llevarse a cabo por personal especializado 

y conforme a técnicas y procedimientos científicos que permitan cumplir con su 

trabajo. Frente a esta panorámica nos atrevemos a afirmar que la Fiscalización 

Superior, en sí misma considerada, con independencia del Poder Legislativo como 

depositario originario de su ejecución, es, antes que política, técnica y si se quiere 

jurídica. Con esto queremos decir que no basta el criterio formal para calificar a la 

Fiscnliwción Superior como una forma de:: control político. Si Jo es desde el punto de 

vista del contexto en que opera. Pero consideramos que no reviste tal cart1cter si Ja 

analizamos en sí misma. Para corrohorar este aserto basta con asomarse a sus 

métodos y técnicas de trabajo. Ellos son fundamentalmente de carácter científico y su 

ejecución requiere personal capacitado y versado en diversas áreas del conocimiento 

científico, Jo que nos permite nfirmar que antes que político es técnico. No sin razón 

hemos dicho que la Entidad Fiscalizadora Superior debe ser independiente técnica y 

operacinnnfmcnte, así como imparcial. Las razones que justifican estas características 

se apoyan antes que en criterios políticos o subjetivos en rnzones de índole científico. 

F. Competencia de las Entidades Fiscalizadoras Superiores 

A lo largo de toda Ja exposición que hemos venido haciendo en este 

segundo capítulo con insistencia hemos repetido que Ja tarea esencial de las Entidades 

Fiscalizadoras Superiores consiste en fiscalizar al Poder ejecutivo en lo que concierne u 

Ja recaudación, administración y aplicación del ingreso y gasto públicos, funciones que 

en su conjunto constituyen la actividad financiera del Estado. Bajo esta premisa, si por 

competencia entendemos el conjunto de facultades de que está investido un órgano 

estatal conforme a una determinada norma jurídica,<105) la competencia de las 
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Entidades Fiscnlizndoras Superiores se refiere al conjunto de facultades de que estfin 

investidas de acuerdo con las disposiciones jurídicas que rigen su actu;¡ción. En 

tc!rminos generales la competencia de las Entillmh!S Fiscalizadoras Supt!riores se 

fl!tiere ul facultnmiento de que est(m invt!stidas parn fiscalizar la actividad financiera 

del Estadn y miis específicamente del Poder Ejecutivo. Esta es una apreciación 

genérica; pero desde luego que esta competencia tendrú que ser explicitada por el 

orden jurídico relativo a In Fiscalizaci{in Superior, partiendo como es de suponer de la 

norma rundaml!ntal, o st:a la Cnnstitucitln para dc:sernhocar en la legislación 

secundaria. Ahora, puesto que tuda actividt1d <.lcl Estado es impensahle sin los n:cursos 

económicos que la hacen pnsihlc, puede afirmarse que, en principio, la mnyor parte de 

esas actividades son rcalizadas con recursos públicos, por lo que es importante que la 

legislación secundaria especifique dc manera clara y precisa las facuhndes de la 

Entidad Fiscalizadora Superior, señalando qué operaciones y qué entidades púhHcns 

podrán ser objeto de revisión y en qué momento debe realizarse, aunque desde luego 

esta concreción depende de las circunstancias y necesidades de cada país. 

No obstante lo nntcrior, es posible señalar un conjunto de entidades y 

sus operaciones que pueden o dehen quedar comprendidas dentro de las fncu1tndes 

(competencia) de fiscalización de las Entidades Fiscalizadoras Superiores, que se 

justifican tanto por la naturaleza de esas entidades como por la muuralezn de los 

recursos que mnnejan. 

l. En materia de ingresos 

En primer lugar las Entidades Fiscalizadoras Superiores deben ser 

competentes para ejercer un control, lo más amplio posibk:, de ta recaudación de lns 

ingresos fiscalcs, incluyendo, si es necesario, las c.Jeclaraciones inc.Jividuales e.Je los 

contrihuyentes.<t06) Las facultades en esta míl.teria deben ser suficientc:s para que la 

(106) Sobrr d p•rtlcul•r, la DKlaf?'dón de Um• t.obrr IH IJ11rM JS.il,lcu dr I• n.c.UJKl6n.. rn •u •r1kulo 20 nunwral 1, 

ni.btrtt q~ "l.- F.nlldndn f'M•llu.don&S Supt'rioJTS dr~n rJrrur un n.onl~I, lo mh •mpU• po6Lbk, lW I• rraltd•clún de 1 ... 

h1J.rff,lH; lheitl- inclurrndo l1111idKl11mclt11- bidl~IJu•lo 1lr la,nntrihll)Tnln". 
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Entidad Fiscalizadora Superior verifique que la recaudación de Jos ingresos se:: haya 

ajustado u los montos previstos en los presupuestos de ingresos preparados por el 

Ejecutivo, de conformidad con las leyes, reglamentos y demás disposiciones aplicahlcs. 

En principio, este tipo de control sení de legalidad o regularidad, es decir, que la 

Entidad Fiscalizadora Superior se limitará a verificar que la recaudaci6n de los ingresos 

se apegue a las mencionadas disposiciones aplicables, sin cuestionar la suficiencia de 

los mismos para su nsignaci(m al gasto público, aunque desde luego es posible, de 

acuerdo con las circunstancias de cada país, que put:da contar con focultatlcs para 

revisar no sólo su conformidad sino también su suficiencia y rcntahilidnd y proponer, si 

es necesario, medidas de rcfnrmn. Pero repetimos, esto depende de las circunstancias y 

necesidades de cnda país. Por otra parte, vale la pena comentar en este momento, así 

sea tangencialmente1 que este tipo de control plantea una problemática muy 

intt:resantc para la Entidad Fiscalizadora Superior. Este problema consiste en decidir 

si las facultades dt: ésta dt:berán limitarse a Jn revisión de la mera legalidad de la 

recaudación de los ingresos fiscnles 1 una legalidad hasta cierto punto "vacía" o "fría" 

para llamarla de alguna manera, sin tomar en cuenta la situación económica en general 

de los contribuyentes1 o bien, si puede cuestionar los niveles de imposición establecidos 

por el Estado de acuerdo con criterios de equidad y de justicia, sin perjuicio de Ja 

competencia que el Poder Judicial pueda tener al respecto. E.-.te planteamiento 

nhc:det.:e a que es frecuente escuchar que e) Estado cobra impuestos muy elevados sin 

tomar t!n cuenta esa situnción económica, planteándose de esta manera una constante 

fricci(m entre el Estndo, llamado fisco, y los particulares, llamados contribuyentes. La 

solución a este dilema es complicado; por ahora nos limitart!mos a plnntearln a reserva 

de que posteriormente profundicemos m:'is en él. 

2. En materia de: egresos 

En segundo lugar, la Entidad Fisculizndora Superior dche contar con 

facultades para revisar las grandes inversiones que el Estado realiza en la ejecución de 

las obras públicas y en la adquisición de los bienes necesarios para cumplir con sus 
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funciones.11°71 Es incuestionuhlt: que t:ste es unn de: Jos renglones en donde existe una 

cuantiosa utiliznción de recursos púhlicos y uno de: los renglones en los qm:, c..s,m mnyor 

frecuencia, se pueden presentar situaciones irregulares. De nhí pues, que sea esta una 

facultad imprescindible con que debe contar toda Entidad Fiscalizadora Superior. 

Desde Juego que ella deben] comprender Ja revisión de Jos actos preparnlorios n In 

ejecución de las obras y a la adquisición de: Jos bienes, como son los relativos a Jos 

procedimientos de subastn y adjudicación. Además, en Jo que concierne ni control de 

las obras públicas no sólo deberá abarcar Ja regularidad de los pngos sino también la 

calidad de Ja obra, esto es, que la misma se haya realizado adecuadamente, que sirva u 

Jos propósitos para los cuales se diseñ6 y que en su construcción se hayan empicado Jos 

materiales apropiados, de acuerdo con las especificaciones pactadas. 

Asimismo, la Entidnd Fiscalizadora Superior debe contar con facultm.les 

para revisar el llamado gasto corricnh!1<10•J integrado, entre otros, por las erogaciones 

relativas a servicios personales, materiales y suministros, servicios generales, etcétera. 

Este tipo de control también es muy importante porque las facultades de que esté 

investida la Entidnd Fiscalizadorn Superior dcht:rún permitirle no sólo constatar o 

verificar la correcta aplicación dd g:.1stn untes citrn.lo, sino verificar, por ejemplo, que el 

número de plazas con que cuente el ente auditmJo sea el adecuado y necesario, 

evitando mediante d t!mplco dt! las medidas correctivas pertinentes la duplicidad de 

funciones o el cohro de sueldos u honornrios por personal que en realidad no Jahura en 

la entidad, como suelt! suceder en In pníctica. Deben pt:rmitirle igualmente verificar 

que Ja entidad auditada administn::: adc.::cuadamenie sus recursos materiales. Este tipo 

de control dehe abarcar desde cJ adecuado resguardo y contahilizaci6n de lns bienes, 

hnsta el uso rncionnl y oportuno de los mismos, evitnndo pnícticas viciosas como son su 

uso para fines personales de los scrvidnn:::s púhlicos. Finalmente, parn no si:r prolijos 

en In cjemplificélción, el tipo de conlrnl que comenuimos debe permitirle •I Ja Entidad 

Fiscalizadora Superior vcrific;ir que las adquisiciones y suministros de Ja entidml 

(107) l.a U"'l11rHfd•·111dC'1.1111110 """u urlkulu 21 numrml 1. "<'i••la .,u" "l.11t1 f'H'UrtM.., "º11"1d"111hlo i¡u" .. 11·:..t.du t'IUf'IH p1ir• 

c:unt111lo1 púhllf""1nhm•111lhlllru.J11•1ln.-n11 un .-u11hul .... 1•pduhn<'nlt' t't.ervpul""''dr los. ncu"""' rmp~•d..,,", 

(IOllJ lA ,l11Jl1wl1111<' l.<'J,'<lfi,/,iJ M '" f:i;nw• 11..I SNI<.,. Cr11ln1I. Cu1111ufurC11 ~t.yur dt' llnclr1nl._ S..111h111rfo l111rr11•d<11111l 4e 

Audlh1rf•dt"l.A'¡:11lldnd.M;.lltu,IYllY.11¡1 • .fl-O. 
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auditada se hayan realizado con regularidad y que tanto desde el punto de vista 

cualitativo como cuantitativo satisfagan las necesidades de In propia entidad. Con ello 

podrá evitarse el suministro o adquisición de bienes en cantidades excesivas o que no 

satisfacen las necesidades de la entidad y que muchas veces no llegan ni siquiera a 

utilizarse con menoscabo, como es ohvio, del erario público. 

3. En materia de evaluación de programas 

En tercer lugar, In Entidad Fiscalizadora Superior debe contar con 

facultades para revisar Jos planes y programas del gobierno en general.llº"'l En erecto, 

mediante este tipo de revisión tiene la posibilidad de verificar el cumplimiento de los 

objetivos y metas de los diversos programas presupuestarios en relación con los 

recursos empleados en su consecución. La revisión en este caso debe consistir en 

evaluar la congruencia que guurda cada programa con los demás instrumentos de 

plnnificnci6n; su suficiencia para resolver los problemas específicos a cuya solución csuí 

destinado; la t:ficacia con qut: se ejecut6, es decir, el grado en que se alcanzaron sus 

metas; y la eficiencia con que sc aplicaron los recursos correspondientes, esto es, d 

costo con qut: se realizaron sus accionesuin1 Como es posible advertir, si la actividad 

glohal del Estado y mr.s específicnmente del Poder Ejecutivo se rige o se conduce bajo 

el diseño de programas, en los que se señalan sujetos responsables de su ejecución, 

ticmpns p.1rn su realización, recursos económicos para ello y metas y objetivos a 

alcanzar, es factihk que J¡¡ Entic.lnd Fiscalizadorn Superior amplíe considerablemente 

su radio de fiscalización, pues este tipo de control en específico pt:rmite revisar con 

pocos recursos grandes sectores de la administración pública, sobre todo cuando ésta 

se rige por el sistema de presupuesto pnr programas, Además, puesto que tales 

programas y en general los instrumentos de planeaciún recogen los principios y fine5 

que d E.-;wdo pretende alcanzar, plasmados en la Consfituciún, la revisilm de Jos 

mismos pnr parte de la Entidad Fiscalizadora Superior permite conocer el grado en 

(lml) 1'.I t'iq11rma Jr Et<a/1mdán J,. l'ros;mm111. C-untwdurlw M")"r dr lh1clr11d1L Srmlmulo h1trr1111clu111d dt Audllorh• 4r 

l1l•lldad, M;1:fcu. UllY. pp. 2Y·JI. 
(llOJ ld,.m. 
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que tales prmc1p1os y fines se alcanznn, contribuyendo de esta manero, en una 

apreciación muy genérica que nos permitimos formular, a la realización del Estado de 

Defecho. En efecto, como señalamos en el capítulo anterior, las constituciones 

modernas contienen disposiciones que señalan 1n orientación del Estndo y los valores u 

(¡ue este sirve. En particular, le señala sus fines en materia educativa, en materia 

económica, en materia de vivienda, en materia de salud, etcétera, correspondiendo n la 

plant!ación el diseño de los programas para alcanzar tales fines de manera concreta. 

· Pero como los mismos no es posible alcanzarlos si no es con los recursos financieros 

que provienen del propio individuo integrnnte del Estado, la fiscaliwci6n de éstos en 

función de aquéllos es una facultad imprescimlihle que dche figurar de!ntrn dd {11nhito 

de competencia de toda Entidad Fiscalizadora Superior. Por otra parte, vale la pena 

comentar que este tipo de revisión adem<is de permitir la evaluación de programas y 

conocer el grado en que se alcanzan sus metus y ohjetivos, permite detectar 

desviaciones y determinar sus causas, a efecto de promover In instrumentación de las 

medidas correctivas que resulten necesarias y procedentes.tu o 

Estas son1 n grandes rasgos, las materias sobre las cuales debe tener 

competencia toda Entidad Fiscalizadora Superior a efecto de materializar el tipo de 

control que le corresponde ejercer, es decir la correcta administración y aplicación de 

los recursos públicos. No ohstantc1 queda pendiente aún precisilr qué tipo de 

entidades públicas deben quedar bnjo su control. 

4. Entidades que deben quedar sujetas a fiscalización" 

En principio, hemos dicho que la fiscalización superior es una forma de 

control del Poder Legislativo sobre el Ejecutivo, en cuanto que éste poder tiene la 

encomienda de los fondos públicos. Consecuentemente, In lógico es pensar que las 

Entidudes Fiscalizadoras Superiores deben tener competencia para fiscnlizar a tt1do 

entidad del Poder Ejecutivo que recaude ingresos púhiicos o que realice gasto público. 

(l 111 ld~•n. 
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Sin Cmhargo, esta es una situación hasta cierto punto variable, cuya extensión, en los 

términos indicados, depende de lns circunstancias de cada país. En estas condiciones, 

lo ideal es que la Entidad Fiscalizadora Superior cuente con facultades para revisar a 

toda entidad pública, ya se trate del aludido sector central o de Jm; empresas públicas 

en su conjunto, sin importar Ja naturalez.n específica de és1<1st1121. Lo importante es 

que todas ellas sean responsables de administrar y utilizar fondos públicos para que la 

Entidad Fiscalizadora Superior pueda revisar sus operaciones. Esta aseveración 

asume mayor relevancia en tratándose de las empresas púhlicns, porque la intervt:nción 

dt:I Estado en In vida social1 económica, culturnl, etcétera, ha sido posible gracias n que 

su actividad se ha descnvudto a través de tales entidades cuyo presupuesto, en 

ocasiones, llega a superar al asignado ni tradicional sector central. No dt!be haber 

pues, en conclusión, limitación alguna para las Entidades Fiscalizadoras Superiores en 

este aspecto. 

G. Fines de la fiscalización superior 

Con base en lo que hemos expuesto acerca de lo que es la fiscn1izaci6n 

superior y las características y condiciones que deben satisfacer los órganos que la 

ejercen, se comprende que ese tipo específico de control de la legalidad en el sector 

público persigue diversas finalidades que son, en última instancia, las que justifican su 

razón de ser. En estas circunstancias, .,puede decirse que esas finalidades son de 

diversa índole, pero son fundamentales las de carácter económico y social, como a 

continuación veremos. 

l. Garantizar la veracidad, ohjetividad e idoneidad de la información 

rendida pnr el Ejecutivo 

Una de las principales finalidades de la Fiscalización Superior es 

garanti:zt1r que la infonnaci6n que el Poder Ejecutivo rinde a In comunidad en general 

(11 Z) Cfr. ~lhtl.1raclMt d• U- i;obn W U-.. &biau Jff '1 Fi~fl'firAcidn~, •rll(11loi1 19, 2l, z.4 7 l51 •n lhrtdlO P•rl•ll1•n ... rlo, 

dt. pp. 199·100; Nunn1'1 dt A11dil«Vi dff ¡,¡ INTOSAJ, c:anc:rtt.11m1lt 111'• nonnu 16, 17 7 ll, clL p. IS. 
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para dnr cuenta de Ja administración y utilización de los recursos públicos sea veraz. 

ohjetivn e idónea, lo cual sin duda constituye una de las mayores demandas de la 

sociedad en general, que desea transparencia y honradez al respectollll), Cabe 

comentar que tal finalidad de In Fiscalización Superior es inmanente a ésta en cuanto 

tjue ella misma parte de la información que el Poder Ejecutivo le proporciona para 

efectuar sus revisiones y, en tal virtud, la Entidad Fiscalizadora es la primera obligada 

a dar testimonio de la veracidad, objetividad e idoneidad de dicha información. 

2. Contribuir a optimizar el manejo de Jos recursos públicos 

En segundo lugar, dentro de Jos fines primordiales que persigue la 

Fiscaliznción Superior se encuentra el de contribuir a optimizar el manejo de los 

recursos públicos para asegurarse de que se aplican correctamente a In consecución de 

mayores niveles de bienestar sociaJU1 4). A este respecto conviene recordar que 

tradicionalmente el presupuesto público hn sido cunsiderndo, en mayor o menor 

medida según su estructura, como un instrumento de distribución del ingreso, en 

cuanto que sus mayores partidas deben encaminarse a realizar obras de carácter 

general, a la salud, a promover el empleo y la cultura~ etcétera0 15J. En tal virtud, al 

fiscalizarse su aplicación, Ja Entidad Fiscalización Superior contribuye a optimizar su 

manejo. 

3. Contribuir a mantener t:I equilibrio en el ejercicio del poder 

En tercer Jugar, de acuerdo con la doctrina de la defensa de la 

Constitución que ya hemos comentado, que considera al principio de Ja división de 

poderes como un instrumento para mantener el equilibrio en el ejercicio del poder, 

(l ll) Rico Ramlru, Mi¡ud, losflrru ~uminlin·~ drl non/rol ,f, l<u uulonrs 41 rohlrnta. (V Rruni6n N9Cfonal ck C"onlrai8n. 

Eat.d06·Fcckr-'6n. Conlad111'ÚI M•yar dr llArlr11ot.., l:.Onmru Jr IJlpulad<K<. Mhko, 1911, p. l. 
(ll"4)1.S.m. 

(115) crr. Adail,,J~roddn l'rn"l'"ataria ~ Flnnt1dtro, ti P1Yu1puma ~ lruln1m1t11od• Pollllta t:a-Mügi, En Admlnlalf"M'l4u 

Pibllca, ~hirco lnllmaclonid (1967.1917), clL pp. 139 ~ UI: MAnc:rra Or11t,, Raful. El Pravpurdo Fin:at J "e-la 
NadOllll!, ln~Ututo Mrxlc•nn dr Conl11durn Públk0i, MhlC11, 1'S6, pp. 7 yu. 
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puede decirse que la Fiscalizaci6n Superior desempeña un papel central, pues 

cnntribu~ a mantener dicho equilibrio, en cuanto que combate el abuso del poder y Ja 

corrupción en general (dentro del ámbito de su competencia) tan negativos en 

cualquier sistema de gohierno<116>. Además, en cuanto que tal funcilin permite detectar 

situaciones irregulares y desviaciones en Ja operación de las distintas entidades 

públicas, contribuye también a promover, a través de las acciones legales procedentes, 

Jos ¡1justes pertinentes e idóneos para su corrección. 

4. Aumentar Ja confianza de los gobernados en sus instituciones 

Por último, si bien esta no es una de sus finalidades intrínsecas, Ja 

Fiscalización Superior tiende a aumentar Ja confianza de Jos gobernados en sus 

instituciones, sin la cual es muy difícil y a veces imposible gobernar, propiciando, al 

mismo tiempo, dicha confianza, la paz social y la permanencia y estabilidad de las 

mencionadas in1Hitucionesc111J, 

H. Momento en el cual lns Entidades Fiscalizadoras Superiores ejercen el control 

Este aspecto c:n la Fiscalización Superior es muy importante, pues Ja 

efectividad de Ja misma depende en gran medida de Ja oportunidad con que se e;:fectúe, 

es decir, del momento en el cuul se realice el control o se revise Jns operncionc:s del 

Poder Ejecutivo. Así1 puede hacerse una división de gran trascendencia en esta 

materia: el control previo y el control posteriorlllll. 

(116IRJco Ramirez.Mlauel.op.dLp.3 
(117lrdtmp.4 
(111) Cfr. •/hclanici4ttd1U- dn lo$ U_ IJ4,/au 11~ lo FúMf4Aci61f•, .. 1kulo lo., tn Dcrtc:ho rarlanw11tarlet. clL pp. 111• 

119¡,(dlSlfttíilruclón />ruupuutar'41 F1'naadrni, Auoliturl4 •lt C11"""6, ta A.dmlnblniclón Púhllc1t., M.rco (nltniadon1d (1967• 

19171,dL pp.146-1_.7, 
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1. El control previo 

El control previo es aquél que tiene Jugar antes de que el Poder 

Ejecutivo, n travt:s de sus distintas t!ntidades en específico, realice sus operaciones 

financieras de r~caudación, administrnci6n y utilización de Jos recursos públicos. Este 

tipo de control permite minimizar los riesgos o irregularidades que puedan cometerse 

en In actividnd finnnciera de tlichas entidades, sohre todo porque impi<..h! un perjuicio o 

daño a In hacienda pública notes de que t!ste se produzca. Sin cmhargo, tiene la 

desventaja de que por realizarse previamente a la ejecución de dichas operaciones, la 

Entidad Fiscalizadora Supt!rior intert"it:rn en las atribuciones propias de la entidad 

auditada, con menoscabo de su independencia y de In efectividad de su trabajo. En 

cierto modo, en cuanto que este momento del control requerirla la concurrencia de In 

Entidad Fiscalizadora Superior y de la entidad auditada, ello plantearía problemas de 

competencia pues se.ría dificil discernir y hacer compatibles las facultades de una y 

otra. Por tal motivo, lo conveniente en este caso es que el control previo quede a cargo 

de los órganos de control interno de la propia entidad auditada y en general del Poder 

Ejecutivo, que por su naturalezn. forman parte de este último, lo que permitiría superar 

el inconveniente señaladol1191, 

2. Et control posterior 

Por lo que respecta ni control posterior, es aqu¿I que se ri::aliza unn vez 

que la entidad auditada ha ejecutado sus operaciones financieras, el cual puede tener 

lugar inmediatamente que se lmn concluido dichas operaciones o cieno tiempo 

después. Por la nnturalezn de su trahajn y el tipo de control que realiza la Entidad 

Fiscalizadora Superior, lo ideal y más adecuado, en cuanto a la oportunidad de su 

ejercicio, es que éste se efi::ctí'1e posteriormente. Ello permitiría evitar las confusiones 

lll9)1drm. 
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y lnS prohlemas de competencia a que nos hemos referido, además de qut: también 

permitiría identilicnr responsnhles de h1s irrt!gularidades que llegaren a comett:rsc tilo). 

Pnr otra parte, y como lo hemos sefi<1lado en ntras ocasiones respecto de 

utros aspectos tle la Fiscaliz.acilln Superior, la oportunidad t:n el control que ésta 

implica dependení de las circunstancias de cada país, pero sea cual fuere el sistema que 

se adopte, t.!I deberá garuntiznr que la Entidad Fiscn\iza<lorn Superior cumpla 

n<lecuadamente con su trahajo. 

l. La auditoría como instrumento de trabajo de las entidades fisculizndoras 

supt:riores 

t. Introducción 

Ante la expansión sin precedentes que hn experimentado el Estado en el 

presente siglo y el vasto universo que hoy din representa In administración pública, 

herramienta con la cunl el Poder Ejecutivo cumple con sus atribuciones 

constitucionales, las Entidades Fiscalizadoras Superiores se han visto obligadas a 

estudiar y adoptar nuevos y modernos métodos de trabajo que les permitan cumplir 

con sus funciones. En principio es materialmente imposible que puedan revisar todas 

y cada una de las operncinnes del Poder Ejecutivo. Si ello deseara hacerse, la Entidad 

Fiscalizadora Superior tendría que aumentar su personal y su presupuesto casi a la 

misma dimensión que actualmente tiene aqut!l poder, y ello, como es obvio, no es 

posihle. 

En tales circunstancias, las Entidades Fiscalizadnn.1s Superiores hnn 

echado mano de un instrumento nacido no en el ámbito del sector púhlico, sino del 

(llO) lckITTo 
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sector privado, adoptándolo a las necesidades propias de In Fiscalización Superior. 

Nos referimos a la auditorfa<121>. 

Este concepto, como es fácil advertir, es enteramente ajeno n nuestra 

disciplina, el Derecho. Por tal motivo, con el objeto de no rebasar el estudio 

estrictamente jurídico de este trabajo (lo cual es debido aclarar aunque 

pretendiésemos hacerlo sería francamente imposible por razones obvias), haremos 

una breve referencia a dicho concepto, a sabiendas de que nos moveremos en un 

terreno inestable y desconocido pero que es en cierto modo inevitable, pues como 

hemos señalado, constituye la principal e imprescindible herramienta de trabajo de las 

Entidades Fiscalizadoras Superiores. 

Hecha esta aclaración, el primer paso a dar consiste en cuestionarnos 

qué es Ja auditoria. En este sentido, Alfredo Adam y Guillermo Becerril manifiestan 

que no existe una definición clara y precisa de lo que debe entenderse por auditoría, 

aunque consideran que ésta se nsocia con revisión, examen o evaluación, concluyendo 

que ella puede concebirse como una función que tiene como objetivo la práctica o 

realización de una revisión, clnsific:lndose de distintris maneras según su <ímhito, su 

competencia y su tipo (122), 

Por otra parte, en las Normas de Auditoría de la Organización 

Internacional de Entidades Fiscalizudoras Superiores (INTOSAI)1 no se establece en 

general qué es In auditoría, pero se define ésta en función de sus tipos específicos, de 

cuyo análisis se desprende que por auditoría se entiende la actividad mediante In cual 

se verifica o revisa un ohjeto determinndo, que puede ser variable según la materia de 

que se trate (puede ser un informe financiero; sistemas y operaciones de esta índole; 

(121) Crr.Nt>tTn4sü.411dilorlt1d~'1INTOSA/,1r11 Dláloeo, Uokl(11 h1ll'mod.o .. Cone..dvri. Mv10rlk llatll'nd., <IL p. l. 

(122) LajlMfllitAddlt ~n ,Wúlco. UnlYl'Bi.t.d N11do111d Autónoma - Mbko, Miiia, l'N. pp. 65-69 
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sistetnas de control interno; la ohservancia de disposiciones legales y reglamentarias 

aplicables a la entidad auditada, etcétera)02ll. 

De acuerdo con lo anterior y n pesar de las dificuhades que representa 

definir el concepto auditoña, para Jos efectos de nuestro estudio puede afirmarse que 

consiste en una actividad o función que tiene por objeto revisar, examinar, verificar o 

evaluar uno materia determinada, con el objeto de conocer la legalidad de la misma. 

2. Concepto ch\sico de Ja auditoría 

En sus orígenes esta actividad o funci6n se asocia indefectiblemente a la 

revisión, examen, verificación o evaluación de estados de cuenta y de información 

financiera en general. Su objeto o materia se circunscribe en exclusiva a aspectos 

contables y sus métodos de trabajo se limitan en congruencia con aquél a Ja glosa, esto 

es, u la revisión meramente numérica de documentos contabJes <•2'4>. En otras 

palabras, que las cifnls y operaciones en éstos consignados sean correctos y por 

consecuencia que no exista error en los mismos. Tradicionalmente esta hnbín sido la 

concepción de la auditoría, cuyos orígenes, como indicamos, se ubican en el campo 

privado y que no obstante esa limitación trascendió al ámbito de Ja auditoría 

guhernamental ante la necesidad de revisar la administraci6n de los fondos públicos, 

situackin que se vio reflejada en la forma en que hasta hace pocos años cumplían con 

su trahajn un gran número de En1id;1des Fiscalizadoras Superiores. 

Sin emhélrgn, puc::stn que la auditoría en t:!I ámbito del sector público 

tiene como propósito primordial, según hemos dicho, revisar la gestión financiera del 

Poder Ejecutivo, las condiciones n contexto en que se practica y Jos fines últimos que 

persigue, han obligado a superarla cualitativa y cuantitativamente de: las auditorias en 

el sector priv;ido, sobre todo porque, como resultado de Ja mayor participación del 

(UJ) Cfr. Non-1 J•Audil"'(a ti• l:r IN1'0SAJ, Gkot.arlo, dL p. 27. 

(IU) Koblu,Diulonariopara C"""""-s, Edltorfal llTEJIA, Mis:ko, 1979. 
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Estado en la economía, Jns operaciones de éste se han vuelto cada vez más vastas, 

diversas y complejas. Por esta razón, se ha dicho que Ja "auditoría gubernamental ha 

experimentado cambios radicales en los últimos años: no sólo se han innovado sus 

métodos, técnicas y procedimientos, sino que se han ampliado considerablemente su 

enfoque y su cobenura. Este desarrollo sin precedente hn obJigado a adecuar y a 

complementar las normas trnsplantudas originalmente del sector privado para 

considerar ciertos aspectos que no estaban considerados en ellos, o para normar otros 

de distinta manera o con mayar énfasis ... 0 1ns1. Resultado de este proceso de 

modernización y avance es la superación, como antes indicamos, dd concepto 

tradicional de la auditoría para ceder su lugar a mrn nueva concepción, como veremos 

n continuación. 

3. Concepto actual de In auditoría 

La auditoría clásica a que nos hemos referido en el apnrtado anterior, 

también se le ha llamado auditoría financiera y de cumplimiento o auditoría de 

regularidad; ello obedece a que con Ja misma se verifica que las operaciones de Ja 

entidad auditada se lleven a cabo de conformidad con Ja legislación y normatividad 

aplicables; es decir, consiste en revisar el cumplimiento u observancia (legalidad o 

regularidad) de las disposiciones respectivas que regulan la ac1ividad financiera de la 

entidad <•UJ. 

Sin embargo, la importancia de revisar los recursos públicos ha exigido 

que no sólo se examine In regularidad de éstos, sino además que se administren y 

apliquen con economía, eficiencia y eficacia. Esta exigencia ha sido motivada por el 

hecho de que Ja experiencia ha demostrl.}do que muchas veces In mera legalidad o 

regularidad en In observancia de las disposiciones que rigen la actividad financiera no 

(l1S)~J,Audi11Jrl4d,la/NTOSA/,dl.p. I 

(IUi} Cfr • .W.m Adlim, Alrttdoy Btc:irrrll Luud.._ Culllrmto,Lo FIUlrllh4dM "" Mlzlot1, tlt. p. 67¡ ~,¡. ~"""""""' d11'i 
INTOSA/, Glourla,tlt. p. 27; Rko Ramfrn., Ml¡:utL las Fi"r" suWlnt/t>011dtl~d11la11a«ioJlud,ro/#I""'" dt. p. 4. 
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es gbrantía de que los resultados que se desea obtener serán alcanzados o en el mejor 

de los ca¡os Jos más adecuados. 

En estas circunstancfris, el concepto actual de Ja auditoría impone Ja 

necesidad de que el mismo englobe el tradicional principio de h:gnlidad así como Jos 

mencionados principios de economía, eficiencia y eficacia, ante la imposibilidad de que 

mediante la auditoría cJ.;isica de legalidad o regularidad se evaluen dichos principios. 

Almra bien, no obstante que éstos tres últimos términos pueden tener un 

significado distinto, en el campo de la auditoría gubernamental se les ha asignado, en 

términos generales, Jos siguientes significadosC127>: 

Economía. Adquisición de toda clase de bienes y servicios en las 

mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, cantidad y oportunidad. 

Eficiencia. Correspondencia que debe existir entre Jos resultados 

obtenidos y Jos recursos empleados en su consecución (materiales, humanos, técnicos, 

financieros, etcétera). Este principio apunta hacia la correcta combinación de ta.les 

recursos para obtener Jos mejores resultados. 

Eficacia. Significa alcanZ41r lns metas y objetivos propuestos. Desde el 

punto de vista de Ja auditoría, significa verificar el grado en que se hílO alcanzado Jos 

objetivos de un programa. 

4. La auditoría operacional o de las 3E's 

L1 combinación de Jos principios menciom1dos como objetivos a evaluar 

en Ja auditoría ha dado Jugar a Ja llamada auditoría operacional o de las JE'li 

(127J Cfr. •1'«11mtd6nthU- ..... llULIMiu&úlaud1bFbtuliun.Jn~,11r1k111ct .C, en IHrtt~ P•rtament•uio. c:JL pp. 1-. 
l90>Non•Nud1Awlilorl4*"' INTOSAI, Clos.lrio, dL p.17¡ Rko Ramfrn, Ml11:u~l.op. c:Jt. pp..C·S. 
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la ~t pretende superar la clásica revisión de 

regularidad, sin que esto signifique que ésta ya no se practique. En reulidad, la 

auditoría operacional aún encuentra problemas de índole metodolllgico para poder 

evaluar sus objetivos, por lo que su aplicación es todavía limitada, predominando hoy 

Cn día la clásica revisión de regularidad. Sin embargo, los esfuerzos por superar esta 

concepción en la práctica no se han escatimado y ello constituye una preocupación 

constante de las Entidades Fiscalizadoras Superiores de todo el mundo, como quedó 

de manifiesto en el XII Congreso Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores 

que se celebró en 1986 en Sydney, Australia, cuyo tema principal fue el de In auditoría 

operacional o de las 3E's y respecto del cual se formularon las siguientes conclusiones: 

- "L'l tarea tradicional de las entidades fiscalizadoras superiores (EFS) 

ha consistido en practicar auditorías de regularidad, que comprenden todos los 

aspectos del cumplimiento de las leyes y reglamentos y de In responsabilidad 

financiera". 

-
11Además de la auditoría de regularidad, existe otro tipo de auditoría 

que tiene por objeto evaluar la economía, eficiencia y efectividad de la administración 

del sector público y que se conoce como auditoría operacional". 

- "No se ha encontmdo aún un término generalmente aceptable que 

abarque tanto a la auditoría de regularidad como a la operncional, aunque las 

expresiones 'auditoría comprensiva', 'auditoría integrada' y 'auditoria de alcance total' 

han sido ndoptadas por algunas EFS con ese propósito". 

- "El alcance de la auditoría operacional depende de las atribuciones 

legales y de las circunstrmcias particulares de cada EFS 11
• 

-
11Existen algunas restricciones para determinar el alcance de la 

auditoría, particularmente con respecto a la evaluación de las decisiones relacionadas 
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con las políticas. No obstante, se considera aceptable que la auditoría operacional 

incluya e,I examen de Ja información que conduce a las decisiones en materia de 

políticas, así como la determinación del grado en que se han alcanzado los objetivos de 

esas políticns11tt11>. 

Como se puede advertir, In auditoría operacional o de las 3E's aún 

plantea grandes problemas que van desde el técnico o metodológico hasta el del 

nombre adecuado para denominarla. Sin embargo, su adopción por las Entidades 

Fiscalizadoras Superiores es una necesidad ineludible si se quiere que los resultados 

del trabajo de éstas realmente respondan a las exigencias del Estado contemporáneo. 

En este punto, el apoyo que las legislaturas brinden a sus órganos técnicos constituye 

un factor muy importante en e1 logro de tal propósito. Sohlmente una voluntad 

política desinteresada pero orientada por los valores que conducen a la realización del 

ser humano puede constituir una garantía de que tal propósito se alcanzará. En Ja 

etapa actual, Ja sociedad demanda no una legalidad vacfa o formal, sino una legalidad 

material, que parta de las condiciones reales y concretas en que se desenvuelve el 

individuo. Este tipo de legalidad debe ser el contenido de las disposiciones jurídicas y 

las Entidades Fiscalizadoras Superiores, en cuanto órganos de control, deben velar por 

su observancia o cumplimiento, pero abarcando este control Jos principios de 

economía, eficiencia y eficacia, cuya evalunci6n sin duda redundará en una mejor 

gestión financiera de los recursos públicos. 

(111) XII C-,rr.a lt11anatkuo4I rh ~. FUaiU:pdonu Supnioru. Q,ttdlulonti, Conllldurli' Ma70r dir llad,.nda, CAma,. .S. 

INp•IMIOS. Mldco. 1917. 
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CAPITULO TERCERO 

LA FISCALIZACION SUPERIOR EN MEXICO 

A. Antecedentes de la Fiscalización Superior en México 

La Fiscalización Superior ·empleando la terminología moderna· en 

cuanto forma de control del Poder Legislativo sobre el Ejeculivo respecto de Ja gestión 

financiera de los recursos públicos, es una función con gran arraigo en México que 

nació en Jos albores de nuestra independencia y que reconoce antecedentes aún más 

remotos como a continuación veremos, pero que sin embargo durante más de una 

centuria habría de permanecer en un estado de aletargamiento sirviendo sólo para 

fines formales sin realizar tareas efectivas de control y fiscalización. 

En efecto, en cuanto forma de control a cargo del Poder Legislativo, la 

Fiscalización Superior aparece en los inicios de nuestra independencia, 

reconociéndose su existencia en el primer docum~nto de índole constitucional 

sancionado durante Ja lucha por Ja emancipación de Ja Corona: el Decreto 

Constitucional para Ja Libertad de la América Mexicana, aprobado en Apatzingán el 

22 de octubre de 1814, en cuyo artículo 114 establecía que una de las atribuciones del 

Supremo Congreso era examinar y aprobar las "cuentas de recaudación e inversión de 

Ja Hacienda Púhlica" <129l. La competencia que este artículo atribuye al Supremo 

Congreso es evidentemente la que constituye la esencia, de acuerdo con Ja 

terminología actual, de la Fiscalización Superior. El precepto citado no sólo otorgaba 

al Supremo Congreso la facultad de examinar y aprobar las cuentas relativas a la 

inversión de la Hacienda Pública, sino rnmbién la de examinar y aprobar las cuentas de 

(119) crr. F•111 v1 .. i.ca, J•dnla. ElfOlud&t toru.titudDMI 1 .i1111Jitado polllko d•" n1111ta pUJUar .,, Múit:o. Ea Rnbta de 

Admlnblnidón Púhllaa, No. '-1, OcL·Dlc. 1980, M1h;ko, p. 62. 
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recaudación. Li competencia atribuida ni Supremo Congreso abarcaba tanto los 

ingresos como los egresos de la Hacienda Pública. 

Sin embargo, no obstante que fue el Decreto Constitucional para la 

Libertad de la América Mexicann de 1814 el primer documento posterior al inicio de In 

guerra de independencia en el que se previno la fiscalización sobre la Hacienda 

Púhlicn, en realidad esta función reconoce antecedentes aún más lejanos como antes 

indicamos. Un primer antecedente inmediato que podríamos citar es la Constitución 

española de Cádiz, promulgada en la misma ciudad el 19 de marzo de 1812 y que rigió 

durante el período en el que se realizaron los movimientos por la emancipación de 

Mt!xico de Ja Corona, la cual estableciu en su artículo 131 fracción XVI que era 

facultad de las Cortes "examinar y aprobar las cuentas de Ja inversión de Jos caudales 

públicos", 0 30) y en sus fracciones XII y XIII facultaba tambjén a las Cortes para fijar 

los gastos de la administración pública y establecer anualmente las contribuciones e 

impuestos tn11. 

Ahondando un poco más en datos históricos, el Tribunal de Cuentas, 

como órgano dependiente de las Cortes a cuyo cargo estaba la fiscalización de la 

Hacienda Pública, es una institución muy antigua cuyos orígenes, según los 

historiadores, se remontan a la baja edad media, " ... cuando a finales del siglo XIII, el 

rey Sancho IV de Castilla creó una magistratura Colegiada, n la que se le configura 

cnmo órgano de fiscaliznción superior de la Hacienda. Aproximadamente por In 

misma época aparece en Francia la 'Chambre des Compts', que es regulada en 1319, 

por las Ordenanzas del rey Capeta Felipe V 'el Largo'. En estas Ordenanzas se fija el 

lema, que aún perdura en todas las memorias que unualmcnte publica en Francia 'La 

Court des Comptes': 'Tenemos ordenado que cada uno de nosotros veamos alguna 

vez a nuestro Estado a través de los contables'. Fue, sin embargo, .en las Ordenanzas 

de Juan 11 de Castilla, dadas en Valladolid las de 1437 y en Madrigal las de 1442, 

(130)1dtrn. 

(lll) ldrrn. 
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cuando el Tribunal de Contaduría Mayor, del cual es heredero directo el actual 

Tribunal de Cuentas, se consoJida una instituciónº {sic)tll2). 

En realidad, corno se señala en el texto precedente, los orígenes de Ja 

Contaduría Mayor de Hacienda de México pueden rastrearse en Ja península Ibérica, 

en Ja cual, aun antes de la conquista existía ya una institución con dicho nombre y cuya 

competencia y composición habría de estar sujeta a un proceso continuo de cambios, 

pues en efecto, por una parte existía la Contaduría Mayor de Hacienda, cuyas 

funciones no eran propiamente de fiscalizaci6n 1 sino de administración, cobro y 

distribución de la Real Hacienda, y por otra la Contaduría Mayor de Cuentas, cuya 

función primordial estribaba en revisar las cuentas presentadas por los recaudadores 

de las rentas reales, órgano éste último del cual posteriormente habría de surgir el 

Tnounal Mayor de Cuentas, mediante Ordenanza de Felipe 11 del año de 1568<"'1, 

quien dispuso que la Contaduría Mayor 11sea habida por 'tribunal ordinario' y sus 

contadores, tenientes y oidores por 'jueces ordinarios', con lajurisdicci6n para conocer, 

en primera instancia y en grado de apelación, 'de Jos negocios, causas y pleitos' que, en 

nombre del Rey, 'se movieren y trataren• ... , entre otros, 'contra quienes se eximan o 

pretendan eximir de no pagar ni contribuir en las nuestras Rentas, pechos y dt:rechos1 

por cualquier causas, títulos o razones'; 'contra los arrendadores, receptores, fieles, 

cogedores, y otras cualesquier personas que hubiesen cogido y llevado Jas nuestras 

Rentas, pechos y derechos por recudimiento, receptoría o fieldnd'; 'en lo que toca al 

cumplimiento y execución de los recudimientos, receptorías y fieldades'; 'en todo lo 

tocante y concerniente al encabezamiento general del Reyno ... y del modo del 

repartimiento y hacinamiento de Rentas que en virtud de t!I en los lugares se ha de 

bncer'; 'contra todos Jos que hicit:ren fraudes, ligas y monopolios cerca de las nuestras 

(132) S.laiat' Ab4.ro-., Enrique, 4., op. clL p. 43 

(lll) Cfr. Rko Ramlrn, Mla~l '1 Vh('S l'.rynquln. JoW l.uli., Orir~• 'E...,¿,ri61t: ¿.la c-t/.tul,m,,, Mar J, H~. Orsui,. 
dt Dtputadns, Jln •ho de cdklán. pp. ll·lS. 
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Remas, é impiden el beneficio, acrecentamiento o cobranza de ellas en cualquier 

manera .•• "034) 

En México, y en general en todas las colonias españolas durante el 

Virreinato, se instauran diversos puestos encomendados a funcionarios reales n 

quienes se atribuyó Ja función de cuidar y velar por la adecuada administración de las 

riquezas del nuevo mundo, todo ello, como es de esperarse, en beneficio de Ja Corona. 

Sin embargo, Jo difuso de esa función, que se atribuía a diversos funcionarios que iban 

desde el propio Virrey hasta funcionarios especializados enviados desde España, 

hacían difícil alcanzar un control eficaz sobre la Hacienda, por Jo que en el año de 

1605, el rey Felipe Ill promulga las Ordenanzas por las cuales se crean Jos Tribunales 

de Cuentas en América, Jos cuales se establecieron en las ciudades de México, Lima y 

los Reyes<llS>. 

"Con las reformas de 16051 Jos Tribunales de Cuentas se constituyen en 

órganos eficaces, no sólo de fiscalización de las cuentas, sino también del adecuado 

funcionamiento de todo el sistema administrativo de Hacienda, que seguirá 

encomendado en gran parte a Jos oficiales reales ... Sus atribuciones se refieren 

principalmente a tomar y fenecer las cuentas presentadas por los oficiales reates y tos 

tesoreros, arrendadores, administradores, fieles y cogedores de las rentas reales, 

'conforme al orden y estilo de Ja Contaduría Mayor de Cuentas de Castilla'. Han de 

entender también en el cobro de los retrasos en el pago de las deudas al fisco. Para 

el101 los oficiules reales dehtmín enviar cada seis meses los cargos que tengan contra los 

deudores y en los tribunales ha de haber libros para el mejor desempeño de esas 

tarc:as. El contador más antiguo visitará anualmente las Cajas, hnní inventario de 

cuanto hnllare en ellas y comprobará si hay dinero fuera, dando cuenta al Virrey o al 

Presidente de la Audiencia para que proceda, averigüe y sentencie. ·Los Tribunales de 

Cuentas recibirán en adelante las fianzas que Jos oficiales reales están obligados n dar al 

UJ.llldirm 

(IJS)ldirm.pp.4Jl.S7 
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tomar posesión de sus cargos, se asegurarán de su renovación oportuna y les tomarán 

cuentas anualmente11.U36J 

Estas eran las funciones primordiales que desempeñaban los Tribunales 

de Cuentas durante la Colonia. El1as eran básicamente de fiscalización sobre In 

Hacienda Real y sobre los funcionarios encargados de administrarla. Sin embargo, 

puesto que la Hacienda Real se considera patrimonio personal del monarca, de 

acuerdo con la ideología ahsolutista que entonces predominaba, la fiscalización que en 

última instancia se prncticaha se encaminaba a asegurar la correcta administración de 

la Hacienda en favor del soberano. Este era el destinatario último de esas funciones y 

él, por su parte, no estaba ob1igado a rendir cuentas de su gestión al pueblo, quien 

carecía de derechos al respecto ante el monarca.<137J Esta situación sólo fue superada 

hasta prácticamente el siglo XVIII, con el nacimiento de los primeros Estados liberales 

que descansaban, entre otros principios filosóficos, sobre la idea de la radicación 

popular de la soberanía y conforme al cual los órganos de representación del pueblo 

debían participar en las decisiones para Ja fonnulnci6n y control del gasto públicol131>. 

En el caso de México, como antes seña1amos, et Tribunal de Cuentas 

respondió a la ideología del Estado absolutista y as! permaneció durante la Colonia 

hasta que fue suprimido al otorgarse la función de rendir cuentas al Supremo 

Congreso a que se refiere el Decreto Constitucional para la Libertad de la América 

Mexicana de 1814, el cual, siguiendo a la Constitución de CMiz de 1812 y a la ideolog{a 

de la radicación popular de la soberanía y et principio de la división de poderes, 

confirió las tareas de fiscalización de la Hacienda Pública a un órgano de 
. -

representación popular, como lo fue el citado Supremo Congreso. Sin embargo, dicha 

(l3') ldtm. pp. .s.-59 

(1l7) Cfr. f•r- Vksca, J•dnio. op. clL p. 61. 
(IJI) ldrni. 
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func'ión no se cumplió cabalmente puesto que, como es bien sabido, el mencionado 

Decreto nunca entró en vigor<ll9>. 

La Constitución Federal de 1824 constituye el segundo documento 

posterior a la independencia en el que se recoge como atribución a cargo del Congreso 

la fnculta<.I de revisar In cuenta pública del Poder Ejecutivo, ni establecer en su artículo 

50 fracción VIII como facultad exclusiva del Congreso General, tomar anualmente 

cuentas ni gohiernoll 40), Con buse en esta disposición, el 24 de octubre de 1824 se 

publicó la Ley de Arreglo de la Administración de lu Hacienda Pública, en cuyos 

artículos 42 a S 1 se previno por vez primera la existencia de la Contaduría Mayor de 

Hacienda ·nombre con el cual subsiste hasta la fecha· señalándose su estructura y 

atribuciones para cumplir su cometido04t}. 

Con posterioridad a la expedición de la ley citada en el párrafo 

precedente, se emitieron otras disposiciones que regularon aspectos específicos en el 

funcionamiento de la Contaduría Mayor de Hacienda. Así, puede citarse el Decreto 

del 8 de mayo de 1826 "Sobre la memoria del Ministerio de Hacienda1
\ en el que se 

contempla '1a exposición con la que este había de presentar, al Congreso, el 

Presupuesto General de gastos y la cuenta del año anterior y sus "objetos" eran, de 

acuerdo con el artículo 2o. del referido decreto, "informar al Congreso, de tas causas 

del progreso o decadencia de cada uno de los ramos del erario federal; indicar la 

reforma de que sea susceptible su administración, y proponc:r el establecimiento, 

extinción o baja de impuestos a fin de nivelar en cada año los productos con los 

gastos"(l41J. 

Otras disposiciones fueron el "Reglamento para la Sección de Hacienda 

de la Contaduría Mayor", publicado el 10 de mayo de 1826, y el "Reglamento para la 

(ll9)Cfr.RkoRaml"'1oMlptl1Vlft&PUToqvln,JoteLab.op.dLp.64. 

º"º>Cfr. AdamA.d11m, AlfndoJJl,rqnil Lo...S..C•llkJmG.op.clL p.109. 
(141) Cfr. Rico Ramln'z. Ml&uel1VlftS Pam.q11ln,JDM Luls.op. dL61-68 
1141Jtdtrn.p.69 
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Sección de Crédito Público de Ja Contaduría Mayor", publicado el día 13 del mismo 

mes y año, y en los que se establecían Ja estructura específica de cada uoa de las 

secciones en que se dividía Ja Contaduría Mayor de Hacienda, las facultades de cada 

uno de sus titulares y Jos procedimientos a seguir en su operación<lº>. 

Posteriormente, el 26 de marzo y el 4 de abril de 1829 se expidieron dos 

leyes mediante Jas cuales se autorizó al Contador Mayor, respectivamente, a realizar 

cortes de caja de Ja Tesorería General de Ja Federación y n expedir Finiquitos de 

Cuentas.fl'4) En octubre de 18301 otra disposición previno que los libros que llevara In 

Tesorería General de Ja Federación fueran autorizados por el Contador Mayor de 

Hacienda.o .. SJ, "Más tarde; al expedirse el Reglamento de Ja Tesorería General de Ja 

Nación, en cumplimiento de la ºLey sobre calificación, clasificación y liquidaci?n de Ja 

deuda pública interior de Ja naciónº del 21 de mayo de 1831, no sólo se Je reconocieron 

al Contador las facultades de intervención en Jos cortes de caja y las de autorización de 

los libros de la Tesorería, sino que se Je dio además Ja facultad de tomar cuenta y razón 

de Jas relaciones de todos Jos contadores, comisarios y subcomisarios encargados de 

recnudar fondos y la de registrar y firm<1r los despachos y nombramientos de todos Jos 

empleados civiles y militares"(l 46J. 

La tercera de las Siete Leyes Constitucionales de la República Mexicana 

de 1836 estableció en su artículo 44, fracción IV, que era atribución del Congreso 

General "examinar y aprobar cada año Ja cuenta general de inversión de caudales 

respectiva al año penúltimo que deberá haber presentado el Ministerio de Hacienda en 

el año último, y sufrido la glosa y examen que detaUará una ley secundaria'l1f7). 

Las Bases de Organización Política de fa República Mexicano, 

sancionadas por Santa Anna el 12 de junio de 1843, nuevamente establecieron 

(l•U) lckm. pp. 70.73 

(1'4)Jduu.p.7J 

(1"5)1tkm. 

(14') lillm. pp. 7J.74 

(1'7) Cfr, F•1•VIKt.,J•chlilo, op.dL p.'l 
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facultades precisas para que el Congreso vigilara los gastos públicos, al atribuir a éste 

tm su artículo 66 fracciones 11 y lll, las facultades para "decretar anualmente tos gastos 

que se han de hacer en el siguiente año, y las contribuciones con que deben cubrirse", 

"y examinar y aprobar cada año la Cuenta General que debe presentar el Ministerio de 

Hacienda por Jo que respecta al año nnterior"U41>. 

Posteriormente, una vez que se restableció el régimen federal por el 

Acta de Reformas de 18 de mayo de 1847, la Constitución de 1857, que introdujo el 

sistema unicameral al depositar el ejercicio del Supremo Poder Legislativo en una 

asamblea denominada Congreso de la Unión, reiteró Ja competencia de éste en sus 

artículos 68 y 69, para aprobar el presupuesto de los gastos de la Federación que 

anualmente le presentara el Ejecutivo y para revisar la cuenta del año anterior, 

respectivamentell49>. 

Durante la vigencia de esta Constitución se restablece nuevamente a la 

Contaduría Mayor de Hacienda como órgano fiscalizador dependiente del Congreso 

de la Unión, acnbando con los vaivenes de que fue objeto en cuanto a su naturaleza 

durante la épocn de Santa Anna t•so>. A partir de entonces, vuelven a emitirse diversas 

disposiciones para regular su estructura y funciones de manera específica, como fueron 

el Decreto de 20 de mayo de 1862 sobre "Facultades del Contador Mayor de 

Hacienda"; el Decreto de esa misma fecha por el que "Se establece un agente especial 

de negocios, anexo a la Contaduría Mayor de Hacienda"; y el Decreto de 20 de agosto 

de 1867 por el que se reformó la planta de empleados de la Contaduría Mayor de 

Hacienda tisl). 

Más adelante, en 1874, se reforriló la Constitución de.57 con el objeto de 

establecer el sistema bicameral en la estructura. del Poder Legislativo; es decir, 

(141)1clorsa. 

(149)J4nn.pp.6J-64 
{l.SO)crr.S.W:ar~~·A..LGdMst&erhpaJtn•1lfeont,.,,/dtlraJSOpüUro.itMúko,Entihm..rtadeJll1Cun&hM 

lbcrMm~rkano de Dtrrdlo ComUludoruil, Tomo 11, UNAM, Mixkot 1917, p. 115. 
(151) t:rr. llko R.amfn1o Mpl "I VIWft P.rtoqufn., Joú Luis. op. cll. pp. K.a9 
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dividiéndose éste en dos cámaras: una de Diputados, representante del pueblo, y otra 

de Senadores, representante de las entidades fedt:rativas. Dichas reformas ac,,;'1rrearon 

un cambio radical en Ja tarea de revisnr In Cuenta Púhlica1 al atribuirse ésta de manera 

exclusiva a la Cámara de Diputados, pues en efecto, de conformiUad con el nrtículn 72, 

apartado 4, fracción VI, era facultad exclusiva de la C{1nlílra de Diputados "Examinar la 

cuenta que nnunlmente debe presentarle el Ejecutivo, aprobar el presupuesto anual de 

gastos, e indicar las contribuciones que a su juicio deban decretarse para cubrir aquél". 

Además, el artículo 72, apartado 4, fracción 111, atribuía también de mnnera exclusiva a 

la Cámara de Diputados, como consecuencia de lo unterior, la facultad de vigilar por 

medio de una Comisión Inspectora de su seno, el exacto desempeño de las funciones 

de la Contaduría Mayor H 51) (situnción que aún prevalece hasta nuestros días con la 

variante de que en la actualidad la comisión relativa se denomina Comisión de 

Vigilancia). 

A partir de las reformas mencionadas se elnhornron diversos proyectos 

de leyes que tendían a reorganizar la estructuro de la Contaduría Mayor de Hacienda y 

n definir de manera precisa sus utrihucioues, aunque algunos de ellos no llt:guron u 

prosperar, como el proyecto de Ley presentado en la sesión del Congreso de 31 de 

marzo de 1875 por In Comisión Inspectora, el cual contenía las atribuciones, división y 

planta de la Contaduría Mayor ll53l. La misma suerte corrió un proyecto de 

reglamento de fecha 20 de octuhre de 1880 elaborado también por la Comisión 

Inspectora que pretendía ordenar cómo debía hacerse la glosa de todas las cuentas11MI. 

Con fecha 2 de julio de 1877 la Comisión Inspectora de la Cámara de 

Diputados aprobó el "Reglamento económico provisional de la Contaduría Mayor de 

Hacienda", el cual sí llegó a entrar en vigor y en él se contenían las facultades y 

obligaciones del Contador Mayor; de los contadores de primera clnse; de los 

(151) Cfr. F•1• VitciM:., J.dnlo, ap. cit. pp. 6-1-65 

(153) Rkc. it.nilrn, Mls;utl 1 Vl"n P11fTD<luln. JW Luis. c.p. cit. 91·9L 

(ls.t)tdrni. 
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coniadorcs de segunda das~; de los oficiales de glosa; de la sección de libros; de la 

secci(m de correspondencia; de In sección de archivo; y de las ordenanzas<l5SJ, 

Posteriormente, el 30 de mayo de 1881 se expidió el "Decreto sobre la 

Presentación de los Proyectos de Presupuesto", el cual ordenaba en sus artículos 18 y 

19 que la Contaduría Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados glosaría la 

cuenta de In Tesorería que contendría, en un solo resumen, las cuentas transitorias que 

pnr cualquier circunstancia no estuvieran saldadas, a fin de que tanto la C.-í.mara de 

Diputados como la Contaduría Mayor tuvieran conocimiento del importe de las 

responsabilidades ¡mr manejo de fondos federales y se realizaran Jos ajustes de las 

cuentas de los años anteriores, llamadas tnmhic!n cuentas transitorias ll 56>. 

El 27 de mayo de 1895, la Cámara de Diputados aprobó las 

"Ohligaciones de la Comisión Inspectora de la Contaduría Mayor de Hacienda .. , las 

cuales se refieren fundamentalmente a tareas administrativas a cargo de dicha 

Comisión en relación con la Contaduría, como son el resolver sobre el nombramiento y 

licencias de sus empleados, sueldos de éstos, etcétera.(•57> 

Por otra parte, el 6 de diciembre de 1895 se expide el "Reglamento 

económico de In Contaduría Mayor de Hacienda", el cual, a pesar de su nombre, en 

realidad constituye un documento en el que se fija la estructura de In Contaduría y las 

nhligacioncs de su personalfl~I. 

Ahora bien, dentro de esta relación de antecedentes que venimos 

comentado, es importante destacar que en el año de 1896, siendo presidente Porfirio 

Díaz, se expidió la prim~ra Ley Orgánica de la Contaduría Mayor 9e Hacienda, en la 

cual se sistematizaron y ordenaron sus facultades de fiscaliznción, entre las cuales 

(155) ldtm. 

(156)1dtni.p.9l 

(IS7lldtm.pp.9·MS 

(ISI) ldtn1. 
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pueden citarse las relativas a las glosas de la Cuenta del Tesorero Federal y de las 

Cuentas de las Tesorerías del Distrito Federal y de los Territorios Fed(Jales; el 

registro de tos avisos sobre fianzas otorgadas por empleados o agentes de la 

Administración que manejaran fondos federales; cuidar qut! le fuera enviada 

Óportunnmente la cuenta de cada año fiscal; en el supuesto de que nlgún funcionario 

con fuero constitucional resultara con alguna responsabilidad, hacerlo del 

conocimiento de la Cámara de Diputados por conducto de la Comisión Inspectora; y 

despachar los finiquitos de las diversas cuentas cuya glosa hubiere efectuado.<U9J 

Posteriormente::, en el año de 1904, siendo aún presidente de la 

República Porfirio Díaz, se expidió unn segunda Lc!y Orgánica de ta Contaduría Mayor 

de Haciendo, que derogó a In de 1896, así como a todas las demás disposiciones que se 

opusieren a la misma. En diclm ley se reiteró que la Contaduría tendría a su cargo la 

revisión y la glosa de las cuentas anuales del erario federal, para verificar si los cobros y 

gastos se realizaron con la autorización necesaria, si unos y otros fueron debidamente 

comprobados y si hubo exactitud en las operaciones aritméticas y de cnntabilidad.<1601 

Por otra parte, al promulgarse la Constitución Política de tus Estados 

Unidos Mexicanos de 1917, el Congreso Constituyente introduce una modificacilln 

sustancial en el sistema de revisión de la Cuenta Pública, ni conferirla ya no de manera 

exclusiva a la Cámara de Diputndos, sino ni Congreso de la Unión, con lo cual se volvió 

a la práctica constitucional implementada en los primeros documentus fundamentales 

de nuestra vida independiente. En efectn, el original artículo 65 de la ConstituCión de 

17 establecía que 11el Cnngrt!sn se reunirú el día Jo. de septiemhn: de cada año pnra 

celebrar sesiones ordinarias, en las cualt!s se ocupar(l dt! los asuntos siguientes: l. 

Revisar la cuenta púhlica del año anterior, que será presentada a la C¡ímara de 

Diputados dentro de los diez primeros días de la apertura de sesiones. La revisión no 

se limitará a investigar si las cantidades gastadas están o no de acuerdo con las partidas 

(159) Sali•uir A!uuoa, Enrlqu~ ~ op. c:lt. p. 69 

(160) ld~m. 'PP· 69-70 



92 

resp'ectivas del presupuesto, sino que se extendení al exnmen de la exactitud y 

justificación de los gastos hechos y a las responsabilidades a que hubiere Jugar11.c161J 

Como complemento n esta disposición, el artículo 73 fracción XXX de Ja misma 

Constitución de 17, estableció que ºe::I Congreso tendrá Ja facultad para examinar la 

CUl!nla que anualmente debe presentarle el Poder Ejecutivo, debiendo comprender 

dicho examen no sólo Ja conformidad de las partidas gastadas por el presupuesto de 

egresos, sino ramhién la exactitud y justificaci6n de tales partídas11 .<•'2> 

En el año de 1936 se expidió una nueva Ley Orgánica de Ja Contaduría 

Mayor de Hacienda, que abrogó a Ja de 1904, y en cuyo artículo lo. reiteraba que sus 

facultades consistían en el examen de fa cuenta anual que debía presentar el Poder 

Ejecutivo al Congreso de la Unión y la glosa de dicha cuenta conforme a lrts 

atribuciones que le confería Ja Constitución Política.<16JJ Esta ley fue objeto de 

diversas reformas en los años de !948, 1963, 1967 y 1976, hasla que fue abrogada por 

Ja Ley de J 978.1'"' 

Finalmente, dentro de esta relación histórica destaca la última reforma 

de que fue objeto Ja Constitución Política de 1917 en lo que concierne a las facultades 

del órgano legislativo en materia de fiscalización superior. Dicha reforma fue en el 

año de 1977 y In misma tuvo por ohje10 retirnr dichas facultades del ámbito de 

competencia del Congreso General y conferirlas de manera exclusiva a In C1imara de 

Dipu1ados, con In cual se retornó al sistema vigente anterior a dicha Constirución. 

Como esas reformas a Ja fecha se encuentran en vigor, cons1ituyendn el fundamento 

constitucional de Ja Fiscalización Superior en Méxil:o, no haremos refcrc:ncia a eJJas en 

este momento, sino posteriormente, cuando abordemos el estudio de Ja situación que 

actualmente guarda ese tipo de control en nuestro país. Por ahora, es importante 

destacnr también que en el año de: I 978, en congruencia ·can las reformas 

{l6l)Fio111Vl .... '"a.Jatlolo,op.d&.p,6ll 
flfi2J ldrin.pp.611-69 

(16.!j ("ír. t..ni.CAnftnu.Ju.,¡: Trlnld11d, np. c:IC. p. 527 

(16') Cfr. Rku lbo1íru, Mli,utl y Vlvrs P•r""luin,JuW l.ut., op. el&. pp.109·111 
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constitucionales, se aprobó y promulgó una nueva Ley Orgánica de la Contaduría 

Mayor de Hacienda, misma que igualmente estudiaremos más adelante. 

De acuerdo con la secuela histórica que acabamos de reseñar, se aprecia 

porque afirmamos al inicio de la misma que In Fisca1izaci6n Superior constituye una 

función de control con gran arraigo t!n México que se remonta aun a la etapa de Ja 

Colonia. Sin embargo, como tamhién afirmamos al inicio de este capítulo, a pesar de 

esa larga tradición histórica, la Fiscalización en México durnnte mucho tiempo sólo 

desempeñaría un papel meramt:nte formal, sin responder verdaderamente u lns 

exigencias de ejercer un efectivo control sohre el Poder Ejecutivo en lo que respectan 

la gestión financiera de los recursos públicos. A decir verdad, esta situación s61o se 

superaría hasta e1 año de 1983, cunndo se fortaleció presupuestalmente a In 

Contaduría Mayor de Hacienda para que pudiera cumplir decorosamente con su 

importante trabajo. constitucional (1imitnci6n que había sido 1n principal causa de su 

raquitico papel en Ja vida de México). No obstante que Jos logros alcanzados por ese 

órgano- de 1983 a ta fecha son de una trascendencia inusitada y no sería válido 

escatimarlos, aún queda mucho por hacer para fortalecerlo en sus tareas de control, 

como veremos en las páginas siguientes. 

B. La Contaduría Mayor de Hacienda como Entidad Fiscalizadora Superior 

En el capítulo segundo, cuando nhordamos el estudio del concepto de la 

Fiscalización Superior, señalamos que ésta constituye, de acuerdo con la doctrina de Ja 

defensa de la Constitución o just.icia constitucional, un mecanismo o instrumento 

tutelador o de control de sus normas y demás disposiciones de orden secundario y de 

ulterior grado, así corno de los actos aplicativos de todas ellas (orden jurídico), 

específicamente en lo que concierne a la actividad financiera del Estado, que 

comprende la recaudación de los ingresos públicos, su administración y aplicación al 

gasto público, actividad financiera que es encomendada por regla general, dada su 

naturaleza, al Poder Ejecutivo y a la herramienta o medio con que se auxilia para el 
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cumPlimiento de sus atrihuciones, o sea 1a administración púbJicn. Señalamos también 

que esta forma de control, conforme al principio de Ja división de poderes, se ejerce de 

un poder sobre otro: del Legislativo sobre el Ejecutivo, encomendándose su ejecución 

concreta, dado su carácter técnico, a un órgano especializado "dependiente" del propio 

Poder Legislativo o de alguna de sus cámarns, comunmente 1a llamada cámara baja o 

cámara de diputados, en virtud de que éstas constituyen los órganos de representación 

popular a través de los cuales el pueblo, demento humano del Estado, participa en Jas 

decisiones fundamentales sobre Ja formulación y control del gasto público, cuyn 

utilización en las actividades del Estado debe traducirse o concretizarse en el logro de 

los fines primordiales de éste, previstos en Ja Constitución o norma fundamental y que 

de acuerdo con Ju tendencia o forma de Estado surgida con la superación del Estado 

de derecho liberal e individualista que predominó en el siglo pasado y principios del 

prest:nte, al cual nos referimos en el capítulo primero de este trabajo, corresponde al 

Estado Social de Derecho, en el que la persona humana, como valor universal 

supremo, constituye el principio y el fin del propio Estado. 

De acuerdo con lo anterjor y con lo expuesto en el apartado precedente, 

la Contaduría Mayor de Hacienda es el órgano que en Mi!xico tiene el carácter de 

Entidad Fiscalizadora Superior en virtud de que es. el órgano técnico, "dependiente" de 

la Cámara de Diputados, a cuyo cargo est{1 el velar por la administración y aplicación 

correctas de Jos recursos públicos, sin perjuicio de otros órganos de control interno 

inmersos dentro de Ja estructura del Poder Ejecutivo, a cuya cabeza se encuentra la 

Secretaría de la Contraloría General de la Federaci6n1 y que también tiene 

competencia sobre la misma materia, si hien hay diferencias tanto de índole cualitativo 

comn cuantitutivo que permiten distinguir perfectamente a uno y otro tipo de co'ntrol. 

Ahora bien, la Contaduría Mayor de Hacienda es la Entidad 

Fiscalizadora que tiene el carácter de Sup~rior, y esto es algo que no habíamos 

explicado antes, no porque sea un órgano con mayor rango que cualesquiera otros 

órganos di:I Estado o porque cuente con facultades omnfmadas sobre éstos, 
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particularmente respecto del Poder Ejecutivo y su administración pública, sino porque 

el control que ejerce, y aunque la razón no parezca del todo convincente, J,p realiza 

desde fuera del propio Poder Ejecutivo. Esta es Ja razón por Ja cual se le llama 

Entidad Fiscalizadom Superior a la Contaduría Mayor de Hacienda y en general a 

t~dos Jos órganos que en el mundo, de acuerdo con su legislación particular, tienen 

encomendado este tipo de control. En cuanto que éste se ejerce de un poder sobn: 

otro, es decir, desde fuera del propio poder objeto del control, se ha dado en llamarle 

"superior". <165J 

Finalmente, vale la pena comentar que este tipo de control también 

suele llamarse "externo" en oposición al control 11interno11 n que hicimos referencia 

líneas arriba.<166> 

C Fundamenlos constitucionales y Jegnles de la fiscalización superior en México 

J. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

La Fiscalización Superior, en cuanto instrumento o mecanismo de 

control o de defensa de Ja Constitución Política, está prevista en nuestra norma 

fUndamental de 19171 de manera clara y precisa, seiialando las atribuciones de Ja 

Contaduría Mayor de Hacienda sobre el particular. 

En efecto, Ja vigente Constitución Política de Jos Estados Unidos 

Mexicanos, en su artículo 74 fracción IV párrafos primero, cuarto, quinto, sexto y 

séptimo dispone Jo siguiente: 

"Artículo 74. Son facultades exclusivas de Ja Cámara de Diputados: 

(165) Ctr. lkdtuadhd1 U- .dn-hJ Untas 86Jia11dr4r Flsm/Jtodda,, <'Dnttct.nwnte d lll1kulo 3o., ~n Drncbo 

P•tl•ment.rio, di. p. 119. 
(166)Jdotm. 
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[.- ... 
IV.· Examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos 
de la Federación y del Departamento del Distrito Federal, discutiendo 
primero las contribuciones que, a su ~uicio, deben decretarse para 
cubrirlas; así como revisar la Cuenta Púhhca del año anterior. 

La revisión de la Cuenta Pública tendrá por objeto conocer los resultados 
de la gestión financiera, comprobar s1 se ha ajustado a los criterios 
señalados por el presupuesto y el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en lrnt programas. 

Si del examen que realice Ja Contaduría Mayor de Hacienda aparecieran 
discrepancias entre las cantidades gastadas y las partidas respectivas del 
presupuesto o no existiera exactitud o justificacion en Jos gastos hechos, 
se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la ley. 

La Cuenta Pública del año anterior deberá ser presentada a Ja Comisión 
Permanente del Congreso, dentro de los diez primeros días del mes de 
junio. 

S6lo se podrá ampliar el plazo de presentación de las iniciativas de leyes 
de ingresos y de los proyectos de presupuesto de egresos, así como de la 
Cuenta Pública, cuando medie solicitud del Ejecutivo suficientemente 
justificada a juicio de la c;mara o de la Comisión Permanente, debiendo 
comparecer en todo ca.so el secretario del despacho correspondiente a 
informar de las razones que lo motiven; 

El precepto constitucional citado, como puede apreciarse, previene In 

forma de control objeto de nuestro estudio, o sea Ja Fiscalización Superior en Jos 

términos en que hemos definido ésta, al conferir de manera exclusiva a la Cámara de 

Diputados, como órgano de representación popular, la facultad de revisar la Cuenta 

Públicn del año anterior. Es justamente a través de la revisión de la Cuenta Pública 

como en el sistema jurídico mexicano, la Contaduría Mayor de Hacienda, en ·cuanto 

órgano dependiente de Ja Cámara de Diputados, ejerce el control llamado 

Fiscalización Superior. Este, como hemos insistido, se ejerce sobre el Poder Ejecutivo 

con respecto a la recaudación, administración y utilización de los recursos públicos, es 

decir, sobre la actividad financiera del Estado, y aun cuando esto no se aprecia de 

manera clara porque el texto constitucional se refiere a la Cuenta Pública, sólo el 

estudio de ésta, que más adelante realizaremos, nos mostrará cómo su revisión por la 
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Contadurín Mayor de Hacienda implica la revisión o control de la nctividad financiera 

del Estado y los aspectos que dicha actividad comprende, es decir, la recqudación, 

administración y utilización de los mencionados recursos púhlicos. 

Por otra parte, vate la pena adelantar que las facultades de fiscalización 

de la Contaduría Mayor de Hacienda se limitan a Ja Cuenta Pública, en los términos 

previstos en el precepto constitucional citado, la que si bien, como hemos dicho, 

implica a Ja actividad financiera del Estado, constituye al mismo tiempo una seria 

limitación para Ja propia Contaduría, pues s61o podrá revisar n aquellas entidades y sus 

operaciones reportadas en la Cuenta Pública que el Poder Ejecutivo le presente a la 

Cámara de Diputados, quednndo fuera de revisión, por consiguiente, todas aquellas 

entidades y sus operaciones que no se reporten en la misma. 

Continuando con los fundamentos constituciona1cs relativos a In 

Fisca1izaci6n Superior, debe señalarse que, además de que el propio artículo 74 de la 

Constitución Política previene o crea a la Contaduría Mayor de flacienda como 

entidad fiscalizadora superior, asumiendo por consiguiente dCsde el punto de vista 

formal el carácter de órgano constitucional, el artfculo' 73 fracción XXIV de la propia 

Constitución Política establece como facultad del Congreso expedir In Ley Orgánica de 

la Contaduría Mayor; textualmente el citado precepto dispone lo siguiente: 

"Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

l. .. 

XXIV. Para expedir In Ley Orgánica de la Contaduría Mayor; 

De acuerdo con lo anterior y tomando en cuenta que la técnica jurídica 

exige que la Constitución Política sólo dehe contener normas y principios de canícter 

general, los preceptos citados, principalmente el último, abren las puertas para que a 

través de la legislación secundaria se precisen las facultades de la Contaduría Mayor de 
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Hacienda en materia de fiscnlizncicín 1 su estructura y sus métodos de trahnjo1 

principalmente, pero siempre dentro de los límites que la Constitución estahlc::ce. 

2. Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda 

Bnjo las normas constitucionales citadas, la vigente Ley Orgánica de la 

Contaduría Mayor de Hacienda, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 

de diciembre de 1978, contiene diversas disposiciones qui! señalan de manera clara y 

concluyente las atribuciones con que dicho órgano constitucional cuenta para revisar la 

Cuenta Pública. Pero antes de referirnos a esas disposiciones en particular, conviene 

tener presente cómo se integra la mencionada ley orgánica. Al efecto, debemos 

señalar que ésta se estructura en tres partes fundamentales: la orgánica, que 

comprende Jos tres primeros caphulos, en Jos cuales se definen y conforman a los 

órganos que tienen ingerencia en el t!Xamen y revisión de la Cuenta Pública, 

asignándoles su respectivn competencia¡ la funcional que comprende los capftulos 

Cuarto y Quinto y en Jos cuales se define qué es la Cuenta Pública, establecen la 

operación, los medios y los elementos de que se sirve la Contaduría para realiznr su 

trabajo; y la parte final que se refiere a las responsabilidades y a la prescripción. 

En su conjunto, la ley se estructura de la siguiente manera: CAPITULO 

PRIMERO, de la Contaduría Mayor de Hacienda; CAPITULO SEGUNDO, de Ja 

Comisión de Vigilancia de Ja Contaduría Mayor de Hacienda; CAPITULO 

TERCERO, de la Contahilidad y Auditoría Gubernamentales y Archivo Contable; 

CAPITULO CUARTO, de Ja Cuenta Pública del Gobierno Federal y de. la del 

Departamento del Distrito Federal; CAPITULO QUINTO, del Examen y Revisión de 

Ja Cuenta Púhlica del Gobierno Federal y de Ja del Departamento d~I Distrito Federal; 

CAPITULO SEXTO, de las Respons11hilidades; y CAPITULO SEPTIMO, de In 

Prescripción. 
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Ahora bien, tomando en cuenta que estamos haciendo referencia a los 

fundamentos legales de la Fiscalización Superior en México, es en la parte or,gánica de 

In Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda donde se precisan las principales 

atribuciones de ese órgano constitucional para revisar la Cuenta Pública, entre las 

éuales debemos citar de manera textual por su importancia las siguientes: 

11Artículo lo. La Contaduría Mayor de Hacienda es el órgano técnico de 
Ja C.ímara de Diputados, que tiene a su cargo In revisión de Ja Cuenta 
Pública del Gobierno Federal y de la del Departamento del Distrito 
Federal. 

En el desempeño de sus funciones estará bajo el control de Ja Comisión 
de Vigilancia nombrada por la Cámara de Diputados". 

"Artículo Jo. La Contnduría Mayor de Hacienda revisará In Cuenta 
Pública del Gobierno Federnl y la del Departamento del Distrito 
Federal, ejerciendo funciones de contraloría y, con tal motivo, tendrá tas 
siguientes atribuciones: 

l. Verificar si las entidades a que se refiere el artículo 2o. de Ja Ley de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, comprendidas en la 
Cuenta Pública: 

a) Realizaron sus operaciones, en lo general y en Jo particular, con 
apego a las Leyes de Ingresos y a los Presupuestos de Egresos de la 
Federación y del Departamento del Distrito Federal y cumplieron con 
las disposiciones respectivas de las Leyes General de Deuda PUblica, de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, Orgánica de la 
Administración Pública Federal y dem{1s ordenamientos aplicahles en Ja 
materia; 

b) Ejercieron correcta y estrictamentt: sus presupuestos conforme a los 
programas y subprogramas aprobados; 

e) Ajustaron y ejecutaron los programas de inversión en Jos tl!rminos y 
montos aprobados y de conformidad con sus partidas; y 

d) Aplicaron los recursos provenientes de fimmciamicntos con la 
periodicidad y forma establecidas por Ja ley. 

111. Fiscalizar los subsidios concedidos por el Gobierno Federal a Jos 
Estados, al Departamento del Distrito Federal, n Jos organismos de la 
Administración Pública Paraestatal1 a los Municipios, a las instituciones 
privadas. o a los particulares, cualesquiera que sean los fines de su 
destino, nsí como verificar su aplicación al ohjeto autoriza.do. 
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Los dos preceptos de Ja Ley Orgánica de la Contaduria Mayor de 

Hacienda que hemos citado textualmente, señalan de manera clara y precisa las 

facultades de esa entidad fiscalizadora superior para revisar Ja Cuenta Pública, revisión 

que constituye al mismo tiempo el medio para que la propia Contaduría pueda ejercer 

e1 control que hemos llamado Fiscalización Superior, pues éste se extiende, como 

puede apreciarse de 1n simple lectura de Jos citados artículos, a la recaudación, 

administración y utilización de Jos recursos públicos. Sin embargo, no son éstos Jos 

únicos artículos de la ley citada que constituyen el fundamento legal de la Fiscalización 

Superior; existen otros preceptos sobre la mmeria que intencionulmente hemos 

omitido citar porque regulan aspectos ya muy específicos, pero cuyo estudio 

abordaremos cuando tratemos t:n especial las atrihuciones de Ja Contaduría Mayor 

para revisar la Cuenta Pública y los tipos de auditoría que está facultada a practicar. 

Aún más, no sólo la Ley Orgánicn de la Contaduría Mayor de Hacienda en su conjunto 

constituye el sustento lt!gal de la Fiscalización Superior; hay otros ordenamientos 

legales que también regulnn aspectos específicos en los que interviene In Contaduría 

Mayor de Hacienda, como son, entre otros, la Ley Orgánica de la Administración 

Púhlica Federal y la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, los 

cuales a su vez .. podemos considerar como fundamento <.h: Ja Fiscalización Superior, 

pero qut: por ta razón untes expresada también abordaremos posteriormente. 

D. Tipo de control que ejerct: la Contnduría Mnynr de Hncienda 

Cunndo aludimos al tipo de control que ejerce la Contaduría Mayor de 

Hacienda, nos referimos a Ja oportunidad con que el mismo se realiza. En este 

st:ntido, para conocer el tipo de contrnl que ejerce Ja Contaduría debemos hacer una 

distinción muy importantt! que ya en el capitulo Segundo analizamos: el control 

previo y el control posterior. EJ criterin pura h;.1cer esta distinción atiende a la 

temporalidad con que se ejerct: el control. De esta manera, puede decirse que la 

actividad financiera que llt:va a c:.1ho el Poder Ejecutivo, concretamente las diversas 

operaciones que en particular realiza (ejecutar unn ohm, un programa, ndquirir 
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determinudos hienes, contratar un servicio, etcétera), puede ser ohjeto de control, por 

los órganos competentes, previnmente a Ja ejecución de dichas operaciQlleS para 

constatar Ja legalidad de las mismas, es decir, conocer si dichas operaciones que 

implican la utilizaci(in de recursos públicos se ajustarán a las leyes, reglamentos, 

decretos y demás disposiciones aplicahles al caso particular de que se trate, o de Jo 

contrario, en caso de que no se cumpla debidamente con esa normatividad, se tomen 

Jas medidas correctivas pertinentes, pero antes de que se lleven a la prfíctica dichas 

operaciones. Este es el control previo. 

Pero el control también puede ejercerse una vez que se hayan concluido 

las operaciones por parte del Poder Ejecutivo. Precisamente porque se realiza una vez 

tenninadns, este tipo de control se llama posterior, cuya oportunidad de ejercicio, en el 

caso de los órganos de control interno puede ser variable, según Jos planes y programas 

de revisión y auditoría que se haya propuesto o tenga encomendados, de manera tal 

que las operaciones pueden ser objeto de revisión inmediatamente que han sido 

concluidas o cierto tiempo después. 

De acuerdo con este criterio para distinguir Ja oportunidad del control, 

puede afirmarse que la Contaduría Mayor de Hacienda lo ejerce posteriormt:nte a la 

ejecución, en términos generales, de la actividad fimmciern del Podt:r Ejecutivo. La 

razón de ello es que así lo determina tanto la Constitución Política como la Ley 

Orgánica de esa Entidad Fiscalizadora Superior. En efecto, como ya señalamos con 

anterioridad, la Constitución Política de los Estados Unidos Mt:xicanos, en su artículo 

74 fracción IV, establece como facultad exclusiva de la C1mara de Diputados, a través 

de su órgano técnico, Ja Contadurín Mayor de Hacienda, el revisar la Cuenta Pública 

del año anterior. En la Cuenta Púhlica el Ejecutivo Federal reporta a la Cámara de 

Diputados las operaciones financieras rt!alizndas durante el ejercicio fiscal del año 

anterior. Por consiguientt:1 si la Contmluría Mayor de Hacienda como ilrgano técnico 

de la Cámara de Diputados stílo revisa opt!raciones del año anterior, el control que 

ejerce, en cuanto a su oportunidad, es un control posterior. En ese sentido, la propia 
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Constitución Política en su referido nrtículo 74 fracción IV párrafo cunrto estnblece 

que: 

"Ln Cuenta Pública del año anterior deberá ser presentada a la Comisión 
Permanente del Congreso dentro de los diez primeros díns del mes de 
junio". 

Es decir, la Cuenta Pública se presenta para su revisión seis .meses 

despuc!s de concluidas las operaciones que el Ejecutivo Federal reporta en ella. A 

partir de su recepción por la Contaduría Mayor de Hacienda, en el plazo señalado, 

ésta puede iniciar sus trabajos de fiscalización sobre el Poder Ejecutivo, concretamente 

respecto de las dependencias y entidades y sus operaciones reportadas en la Cuenta 

Pública. 

E. Alcance de Ja Fiscalización Superior en México 

l. La Cueotn Pública 

a) Concepto 

Como ya señalamos, la Contadurín Mayor de Hacienda tiene limitadas 

sus facultades de fiscalización, en los términos que hemos definido este tipo de control, 

a la revisión de la Cuenta Púhlica. Estn signiílca, por lo tanto, que conforme a nuestro 

régimen constitucional, el alcance de la Fiscalización Superior, si por alcanct.! 

entendemos el cimhito que ésta abarca, se refiere, en forma limitativa, a In Cuenta 

Púhlica. Pero l.qué es la Cuenta Púhlica?l167J Para responder a esta interr.ogante 

(167) El artkulu 1-' de la Le1 Orilink11 de la C'<1nladuri11 P.b1or dt ll11dt11J• "º dtRne qui 111 la CocnLa Pública. pero wñala 

cómo,.., lnlt&ra, dbponlendo que l1>1.ll 1Mf ""º"llluy.- por lut. ohulu,. IE'Ulll.llbltt 1fl11a11der-1 ckmh lnlonna1ECl<Ín que mu~tnm 

el nr,Mtu di" Ju optn1don111 duivadu de 111. 11¡1lk111EClón de lin. Lf)D de lnr,1hu• 1 dtl eJuddu de 1ut.·rrcsu¡11uJ.""' dt ~d. 

la ftdt'n1d6n 1 dt"l 1k-pi1rtlimtnlo drl DL~lrllo t"ednal, 111 lnddtnd11 de \llS 111bma11opt"radonrs1 dt olru IE'uent.s en d •cll" 1 
pulvu lo&aks de la Hacienda Públka Ftderid 1 de la drl Utp.rla111tnlo dd Ub.lrllo Fednal, 1 en •u palrimonlo n.elo, 

lncluJ"l:nd. ti orf&wSI J apllaKW.n dr I• rrcu~ n! como d ruuU11do dr lu oprni~loun .S.I Gobierno Federal 1 doll 
lffp•rlanMnlo dtl OMrlto Federal)' 111• e•tadu. d. ta lindos de la Deud• l'Ubllc• FPdtraL .Uimbmo. fonnan parte de la C•nt.i 

l'úhllc• ..,. otadus. prt'1'up11ttla""- 1 nrni11clcros., com¡irendlrndo cl de url¡:en y •pllc11clón dc In• tteun.n 1 el de multad• 
ohlcnldos en cl .. Jtrcklo por tu Dpf',.clon~ dc lo• ur¡:"nl~nio• de I• AdmlnMriu:IUu r1H1lk11 l'•r11ttlalal, •UJtlor. 11 conlrnl 

¡in~upua.1.111, de ~uenlu c11n lu Lt)'t• d., l'r"'uputt.lo. C-011l1ll1llldad J c .. 1o rUhllc" Frdtr•I )' Hrntral de l,.,ucla rúblka. 
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puede afirmarse, en términos senci11os, que la Cuenta Pública es el informe que el 

Poder Ejecutivo rinde a la Oímnra de Diputados sobre la gestión financiera cfectundn 

en el ejercicio fiscal del año anterior al cual se prfiscnta, gestión que comprende la 

recaudación, administración y utilización de los recursos públicos realizada del primero 

de enero al treinta y uno de diciembre de cada año, mostrando además los alcances y 

lugares que la acción reguladora del Estado ha tenido en el desarrollo económico y 

social del país. t1u1 

b) Razones que fundamentan la obliglJ.~(ón del Ejecutivo para rendir la 

Cuenta Pública 

En el derecho civil existe una figura jurídica que llamamos mandato, el 

cual, definido en términos sencillos, es un contrato por virtud del cual una persona 

llamada mandante, encomienda a otra llamada mandatario, la realización de 

determinados actos jmídícos1 asumiendo el segundo entre otras obligaciones, la de 

rendir cuentas al mandante de la gestión encomendada. Estableciendo un símil entre 

esta figura y lo que sucede en el derecho constitucional, conforme al cual el gobierno, 

representante del pueblo quien es titular de ta soberañía, debe actuar conforme a los 

mandatos de éste, podemos afirmar que la razón ·en los términos sencillos en que 

hentos establecido este símil sin que d mismo, en puridad jurídica, corresponda a In 

realidad· por la que el Ejecutivo Federal tienc que rendir la Cuenta Pública R la 
\ 

Cámara de Diputados, estriba en que aquél administra y utiliza recursos que no son de 

su p""ropiedad, sino del pueblo, de las personas que conforman a éste y q1;1e se 

encuentran representadas en un 6rgano colegiado llamado Cámara dc Diputados. 

Esta podría ser, en términos sencillos, la razón por la cual el Ejecutivo Federal debe 

rendir cuentas u la Cámara de Diputados. 

(lU) ~·Qui rr W C11tnl4 PUliUta.", publlc•do pot I• Mcn:t.rf• d~ Pro¡nim•d6n 7 Pruupunto, SAb&ttnt.ria de Prr111punto, 

l>lnttlón Gr11tnl de Cont.blUdad Gubermun~nlAL Sin frc:h• cdkl6n. p. 5 
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Sin embargo, trnsplí1ntam.lo esta explicación al ámhito que le 

corresponde, es decir al dt:recho constitucional, el verdadero motivo estriba en que el 

sistema constitucional mexicano es un sistema democrático y representativo, conforme 

lo establece el artículo 40 de nuestra Carta fundamental. Si el gobierno (circunscrita 

su connotación al Poder Ejecutivo) es el gobierno del pueblo, la consecuencia que de 

ello se sigue es inevitahle: los gohernnntes (servidnres públicos) deben informar sobre 

lo que hacen con los recursos de que los proveen los gobernados, uso que desde el 

punto de vista jurídico debe traducirse en el cumplimiento de los fines del Estado 

previstos en la Constitución. 0611> 

c) Objetivo de la Cuenta Púhlica 

Puede ser subdividido en dos grandes categorías: una, que consiste en 

conocer los resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado n los 

criterios señalados por Jos objetivos contenidos en los programas, y otra, convertirse en 

h~rramienta fundamental para que Ja representación popular, Cámara de Diputados, 

por conducto de Ja Contaduría Mayor de Hacienda, controle el gasto público, puesto 

que de su examen y revisión deriva la solicitud de la documentaci6n comprobatoria y 

justifíc<itoria del mismo y la ejecución de visitas, inspecciones y auditorías a las 

dependencias y entidades 4ue1 previamente seleccionadas, se considere lo ameritan. 

(170) 

d) Fo~mulación y presentación de la Cuenta Pública 

El 21 de febrero de 1992, se publicó en el Diario Oficial ·de la 

Federaci<.ln, el Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disp9siciones de la Ley 

Orgánica de la Administración Púhlica Federal, con el objeto de extinguir a la 

Secretaría de Programación y Presupuesto y atribuir diversas facultades que ésta tenía 

1169) Ad•m A.Pm. Alrttdo y B«trrll Lot11dM. flullltm10, op.dt. pp.109-110. 

(170) 6Qui#S lil Cu~tda l'llblica'! cit. pp, 1 l•l" 
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conferidas a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Entre las atribuciones con 

que contaba la desapnrecida Secretnríil de Programación y Presupuesto se eru::ontrabn 

la relativa a la elaboración o formulación de la Cuenta Pública, en los términos del 

artículo 32 fracción XIII de la mencionada Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal. Actualmente dicha facultad se confiere a la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, y se encuentra prevista en el artículo 31 fracción XVIII de In 

mencionada Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, debiendo formularse 

la Cuenta Pública de conformidad con lo dispuesto por los artículos 43 de In Ley de 

Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, y 123, 124, 125, 126 y 129 de su 

Reglamento, (en los casos en que estos preceptos hagan referencia a In Secretaría de 

Programación y Presupuesto se entender/1 nhora a la Secretaría dt: Hacienda y Crédito 

Público), los cuales disponen lo siguiente, respectivamente: 

"Articulo 43. Los estados financieros y demás información financiera, 
presupuestal y contable que emanen de las contabilidades de lns 
entidades comprendidas en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
serán consolidados por la Secretaría de Programación y Presupuesto, la 
que será responsable de formular la Cuenta nnuul de la Hacienda 
Pública Federal y someterla a Ja consideración del Presidente de la 
República para su presenwción en los términos del pflrmfo sexto de la 
fracción IV del artículo 74 constitucional. 

Los órganos competentes de las Cámaras de Diputados y de Senadores 
del Conij:reso de In Unión, remitirán oportunamente los estados e 
información a que se refiere el párrafo •mterior, al Presidente de la 
República, para que éste ordt:ne su incorporación a la Cuenta anual de 
la Hacienda Pública Fedt:ral. 

El Departamento del Distrito Federal formulará su Cuenta Pública 
anual, la que se someterá ul Prt:sidente de la República por conducto de 
la Secretaría de Programacicin y Presupuesto para Jos fines señalados en 
el primer párrnfo.11 

"Artículo 123.- L'ls entidades señaladas en las fracciones 1 a V del 
artículo 2o. de la ley deheríin proporcionar a la Sccretaría1 para Ja 
formulación de la Cuenta Pública, la siguiente información: 

l. Anualmente, a más rnrdar el quince de marzo: a) Balance general o 
estado de situación financiera; b) Estado de resultados; c) Estados de 
rectificaciones a resultndos de ejercicios anteriores; d) Estado <le 
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ejercicio de1 presu~uesto; e) Estado de rectificaciones al presupuesto de 
años anteriores; f) Estudo de costo de programas; g) Estado de la 
cuenta fondo presuruestario disponible en tesorería, y h) Estado del 
pasivo circulante de gobierno federal. Adicionalmente, ta Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público deberá proporcionarle: i) Estado analítico 
de ingresos; j) Estado analítico de devoluciones de años anteriores; k) 
Estado de regmnalización de los ingresos del gobierno federal; 1) Estado 
de la deuda pública del ~obierno federal; m) Estado de moVJmientos 
relativos al pasivo del gobierno federal; n) Estado de financiamiento del 
gobierno federal; ñ) Amllisis de los financiamientos internos y externos: 
o) Análisis de los financiamientos renovados, deudas asumidas y ajustes a 
la deudn, y p) Análisis de los financiamientos transferidos a organismos 
descentralizados y otras entidades; 

11.· Información para integrar el apartado de resultados generales; 

111.- Otra información complementaria que solicite la Secretaría11. 

"Artículo 124.- Las entidades a gue se refieren las fracciones VI a VIII 
del artículo 2o. de la ley debernn proporcionar a la Secretaría para la 
formulación de In Cuenta Pública, la siguiente información: 

l.· Anualmente, a 1mís tardar el treinta y uno de marzo: a) Balance 
general o estado dt! situación financiera¡ b) Bnlnnce general Cl l!Stado de 
situación financiera comparativo; c) Estado de cambio en la situación 
financiern; d) Estado de resultados comparativo¡ e) Estado de detalle 
del presupuesto de egresos; f) Estado analítico de ingresos; g) Estado 
del pasivo titulado¡ h) Bstado del patrimonio de mganismos 
descentralizados, y i) Estado de costos de producción; 

11.- lnfnrmnción parn integrar el apartado de resultados generales; 

111.- Información para imegrnr los estados progrnm{lticos, y 

lV.- Otra información complementaria que solicite la Secretaría. 

La información a que se refiere este artículo dcbenl contar too lu 
aprobación de la respectiva entidad coordinndorn de sector, por cuyo 
conducto se hará llegar a la Secretaría, sin perjuicio de que en cuso de; 
incumplimiento la solicite directamente a las entidades coordinadas". 

"Artículo 125.· La Secretaría emitirá y dará a conocer a las entidades 
comprendidas en las fracciones Vl a Vlll del artículo 2o. de la lq, que 
deban rendir información para erectos de Cuenta Pública, los catálago1 
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de reclasificación de sus cuentns; a más tardar el día treinta de 
noviembre de cada año." 

"Anículo 126.- La información que para efectos de formulación de la 
cuenta pública deban proporcionar a la Secretaría Jas entidades n que se 
refieren las fracciones VI a VIII del artículo 2o. de la ley, deberá estar 
debidamente reclasificada, de conformidad con los catálogos que para tal 
fin emita In propia Secretaría. 

Asimismo, dicha información deherú estar respaldada por dictamen de 
contador público". 

"Articulo 129.- La Secretaría reclasificaní, cunndo sen necesario, In 
información que le proporcionen las entidades para efectos de 
consolidnción y presentacion de In Cuenta Púhlica 11

• 

2. Atribuciones de In O.mtnduría Mayor de Hacienda para revisar In 

Cuenta Pública 

Hemos señalado ya que las facultades de In Contaduría Mayor de 

Hacienda en materia de Fiscalización se limitan a la revisión de la Cuenta Pública, 

cuyo estudio acabamos de realizar. Sin embargo, n pesar de esta limitación y de que 

aún queda mucho por hacer para fortalecer y nmplinr el campo de acción de esa 

entidad fiscalizadora superior como veremos más adelante, Jns atribuciones con que 

actualmente cuenta para cumplir su cometido son muy importantes y de una gran 

trascendencia, pues su ejecución en las tabores cotidianas de-la misma en los términos 

previstos por su ley orgánica le permiten ejercer un real y efectivo control sobre la 

actividad financiera del Estado, aunque, repetimos, dentro del marco de la limitación 

señalada. S~lo el conocimiento de las atribuciones de la Contaduría Mayor de 

Hacienda, que por desgracia son poco conocidas aun en el ámblto propio del sector 

público, nas mostnm:í porque In Fiscalización Superior es en realidad una forma de 

control de la legalidad -en sentido amplío- de In actuación de los órganos del Estado · 

aunque claro está dentro de los límites legales correspondientes- en una materia 

(actividad financiera del Estado) en la que la demanda de la sociedad ha sido cada vez 

más constante y ante la cual en los casos de corrupción y arbitrariedad poco o nada 
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puedcn·hacer otros tipos de control de In legalidad, según lo expusimos en el capítulo 

Primero.· 

Bajo estas consideracione~ hemos clasificado las atribuciones de la 

Contaduría Mayor de Hacienda para revisar la Cuenta Pública atendiendo a los 

siguientes criterios: a) desde el punto de vista material, es decir, qué materias puede 

fiscalizar; h) desde el punto de vista de las facultades que tiene n:specto de las 

entidades y dependencias sujetas a revisión; e) desde el punto de vista técnico o 

metodológico; d) desde el punto de vista de las acciones que puede promover nnte las 

irregularidades que detecte; e) desde el punto de vista de la documentación e 

información qut.". puede revisar; f) desde el punto de vista del alcance y profundidad 

que pueden tener sus auditorías; y g) desde el punto de vista de Jos objetivos que debe 

alcanzar como resultadn de la revisión. 

Esta clasificacitln que formulamns respecto de las atribuciones de la 

Contaduría Mayor de Hacienda parn revisar la Cuenta Pública, tiene por objeto 

únicamente sistematizar el conocimiento de las disposiciones que al respecto se 

contienen en su Ley Orgánica, sin que ésta las sistematice en rea1idnd de esa manera, 

pue~ hay que recordar que clasificar es un problema de perspectiva y que hay tantas 

clasificacinm:s cnmn criterios de división, si hien éstos deben descansar en argumentos 

sólidos. Hecha esta aclaracibn, procederemos conforme al esquema t-raz.'ldo. 

a) Desde et punto de vista mntl!rial 

Atendiendo a este criterio nos referimos, como antes señalamos, n las 

materias que son susceptibles de revisión por parte de In Con~aduría Mayor de 

Hacienda. Estas, como es evidente, son susceptibles de reducirse a tres aspectos 

fundamentales: recnudacilm, administración y aplicación de los recursos públicos. En 

este sentido, la ley orgánica de esa entidad fiscalizadora superior es clara al disponer en 

su artículo 3o. fracciones 1 incisos o), b), e) y d), y 111, lo siguiente: 
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11Artícu1o 3o. La Contaduría Mayor de Hacienda revisará Ja Cuenta 
Pública del Gobierno Federal y In del Departamento del Distritn 
Federal, ejerciendo funciones de contraloría y1 con tnl motivo, tendrá las 
siguientes atribuciones: 

l. Verificar si las entidades a que se refiere el artículo 20. de In Ley de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, comprendidas en la 
Cuentn Pública: 

a) Realizaron sus operaciones, en lo general y en lo particular, con 
apego a las Leyes de Ingresos y a los Presupuestos de Egresos de In 
Federación y del Departamento del Distrito Fedt:ral, y cumplieron con 
las disposiciones respectivas de las Leyes General de Deuda -Pública, de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, Orgánica de la 
Administración Pública Federal y demás ordenamientos aplicables en la 
materia, 

b) Ejercieron correcta y estrictamente sus presupuestos conforme a los 
programas y subprogramas aprobados; 

e) Ajustaron y ejecutaron los programas de inversión en los tém1inos y 
montos aprobados y de conformidad con sus partidas; y 

d) Aplicaron los recursos provenientes de financiamiento con la 
periodicidad y forma estahlecitfas por la ley. 

111.- Fiscalizar los subsidios concedidos por el Gobierno Federal a los 
Estados, al Departamento del Distrito Federal, a los organismos de la 
administración pública paraestatal, a los Municipios, a las instituciones 
privadas, o a los particulares, cualesquiera que sean los fines de su 
destino, así como verificar su aplicación al objeto autorizado ••. " 

Como puede apre~iarse, el precepto transcrito confiere atribuciones a la 

Contaduría Mayor de Hacienda para revisar que las entidades comprendidas en la 

Cuenta Pública hayan realizado en lo general y en lo particular sus operaciones 

conforme a las Leyes de Ingresos y a los Presupuestos de Egresos y demlls 

disposiciones aplicables, así como tnmhién de conformidad con sus programas y 

subprogramas aprobados. Por lo que respecta a la administración de los recursos 
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públicos, su fundamento se desprende indirectamente del propio artículo 3o., fracción 

11 inciso a) numeral 2. cuando dispone que el informe previo, al que posteriormente 

aludiremos, deberá contener comentarios generales sobre los resultados de In gestión 

financiera y es obvio que este concepto comprende la administración de los 

mencionados recursos públicos. 

b) Desde el punto de vista de las facultades que tiene respecto de las 

entidades y dependencias sujetas n revisión 

Conforme n este criterio, nos referimos a las atribuciones de Ja 

Contaduría Mayor de Hacienda para practicar visitas, inspecciones y auditorías a fin de 

comprobar que las entidades y dependenci<ls se hayan ajustado a las disposiciones 

jurídicas que les son aplicables en materia financiera. AJ respecto, Jos artículos Jo. 

fracciones IV y V y 19 de Ja ley orgánica de esa entidad fiscalizadora, disponen lo 

siguiente: 

"Artículo Jo. La Contaduría Mayor de Hacienda revisará Ja Cuenta 
Pública ... y, con tal motivo, tendrá las siguientes atribuciones: 

IV. Ordenar visitas, inspecciones, practicar auditorías ... para 
comprobar si la recaudacion de Jos ingresos se ha realizado de 
conformidad con las leyes nplicahles en Ju materia y, además, 
eficientemente; 

V. Ordenar visitas, inspecciones, practicnr auditorías ... inspeccionar 
obras para comprobar si las inversiones y gastos autorizados n las 
entidades, se han aplicado eficientemente al logro de los objetivos L 
metas de los programas y suhprogramas aprobados y, en genera, 
realizar Jas investigacioaes necesarias para el cabal cumplimiento de sus 
atribuciones. 

"Artículo 19.- La Contndurfn Mayor de Hacienda, para el cumplimiento 
de las atribuciones que le confiere el artículo Jo. de esta ley, goza de 
facultades para ... practicar visitas, inspecciones y auditorías, y en 
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general, recabar los elementos de:: información necesarios para cumplir 
con sus funciones. 

Para tal efücto, podrá servirse de cualquier medio lícito que comluzca al 
esclarecimiento de los hechos y aplicar, en su caso, técnicas y 
procedimientos de ¡:iuditoría." 

En el capítulo Segundo indicamos que la principal herramienta de 

trabajo de las entidades fiscalizadoras superiores lo constituye la auditoría. Pues bien, 

Ja Contaduría Mayor de Hacit:nda en cuanto tal no podíu prescindir de ese 

instrumento, y de conformidad con las disposiciom:s citadas cuenta con Ja atribución 

para practicar auditorías a las dependencias y entidades comprendidas en la Cuenta 

Pública. En cuanto a las visitas o inspecciones son figuras que, si bien técnicamente no 

han sido definidas claramente, desde el punto de vista práctico han sido de gran 

utilidad, sobre todo en la fase preparativa o de planeaci6n de la auditoría, porque 

permiten a Ja Contaduría Mayor de Hacienda efectuar evaluaciones en las 

instalaciones físicas de las dependencias y entidades previamente a la ejecución de 

aquella con el objeto de conocer el terreno y condiciones en que lmbrá de trabajarse. 

c) Desde el punto de vista técnico o metcidológico 

Este aspecto es de gran trascendencia, pues es justamente la naturaleza 

de sus métodos y técnicas de trnbajo y la posibilidad jurídica de que sea la entidad 

fiscalizadora superior quien los fije y determine, Jo que confiere a ésta un carácter de 

órgal}_o ~político y. ~ico, aspectos éstos a los cualt!s nos referimos ya en el capítulo 

anteñor. En e~ie sCntido, la Ley Orgán.ica de I? Contndu~ía Mayor de: Hacienda, en sus 

artículos Jo. fracción VIII, 7o. fracciones VI y VIII, y 12, dispone lo siguiente: ·· 

"Artículo 3o. La Contaduría Mayor de Hacienda revisará la Cuenta 
Pública ... y, con tal motivo, tendrá las siguientes atribuciones: 
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VIII. Fijar las normas, procedimientos, métodos y sistemas internos 
parn la revisión de la Cul!nta Púhlicu del Gobierno Federal y de In del 
Dt:partamento del Distrito Federal; 

"Artículo 7o. El Contador Mayor tendrá las siguientes atribuciones: 

VI. Formular y ejecutar los programas de trabajo de la Contaduría 
Mayor de Hacienda; 

VIII. Fijar las normas técnicas a que deban sujetarse las visitas, 
inspecciones y auditorías que se ordenen, las que se actualizarán de 
acuerdo con los avances cientificos y técnicos que en la materia se 
produzcan¡ 

"Articulo 12. La Contaduría fvinyor de Hacienda para revisar la Cuenta 
Pública del Gobierno Federal y la del Departamento del Distrito 
Federal, establecerá las normas, procedimientos, métodos y sistemas de 
nuditoría y promoverá la elaboración de los manuales correspondientes 
para su aplicación interna." 

Estos artículos creemos confirman nuestro criterio, en el sentido de que 

In Fiscaliznción Superior, como instrumento de control de la legalidad o de defensa de 

la Constitución en to que concierne a la actividad financiera del Estado, considcrnda en 

sí misma con independencia del órgano al que formalmente le compete revisar In 

Cuenta Pública, o sen la C.imara de Diputados, es antes que político, técnico y si se 

quiere jurídico, pues la revisión de aquella no se efect~a de; mO.nera arbitraria o 

confórme a juicios subjetivos, sino co~forme ~ normas, procedimientos,. métodos y 

sistemas científicos, respecto de los cuales la propia Contaduría Mayor de Hacienda, a 

través de su titular, en términos de lo dispuesto por el citado artículo 7o. fracción VIII, 
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tiene la obligación de actualizarlos de acuerdo con los avances científicos y técnicos 

que en la materia se produzcan. Es por este motivo por el cunl diferimos de La opinión 

de algunos tratadistas cuando afirman que "la revisión de la cuenta pública constituye 

un auténtico acto politico1 realizado mediante un decreto que no reúne las 

éaracterísticas materiales de una ley, puesto que no crea una situación jurídica general 

impersonal y pennanente11
.Cl7t) Las bases sobre las cuales descansa este argumento 

como fácilmente puede advertirse son simples y denotan un total desconocimiento de 

las atribuciones de la Contaduría Mayor de Hacienda, puesto que la revisión de Ja 

Cuenta Pública no se realiza mediante un simple decreto ni se reduce a un acto de esta 

naturaleza. Si así fuera, todas las atribuciones que hnsta ahora hemos mencionado 

con que cuenta la Contadurfo. Mayor estarían de más y no tendrían sentido. Para 

captar Ja verdadera esencia y naturaleza del trabajo encomendado a ese órgano 

constitucional, es necesario descender y compenetrarse de su actividad cotidiana, 

durante las inspecciones, visitas, auditorías y revisiones que de manera particular 

realiza y los métodos y procedimientos que para tal efecto emplea. Sólo así podrá 

comprenderse porque Dfirmnmos que la Fiscalización Superior es un instrumento de 

control de la legalidad no obstante sus limitDciones. 

d) Desde el punto de vista de las acciones que puede promover ante las 

irregularidades que detecte 

Como resultado dt: las rt:visiones que practica la Contaduría ·Mayor de 

Hacienda, es probable que detecte irregularidades de muy diversa índole, que pueden 

ser leves o graves, y ante las cuales es necesario que cuente con atribuciones para 

promover las medidµs correctivas pertinentes e incluso, si el caso ~o amerita, denunciar 

penalmente los hechos que observe que puedan llegar a ser constitutivos de delito. 

Este aspecto c:s uno de los de mayor trascendencia para la Fiscalización Superior -por 

ello le hemos dedicado el capítulo siguiente- pues la necesidad de que la entidad 

fiscalizadora superior cuente con atribuciones para ejercitar diversas acciones ante las 
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irregularidades observadas constituye la garantía de que su trabajo será respetado y de 

gran valía. A decir verdad, si In Contaduría Mayor de Hacienda como cualquiera otra 

entidad fiscalizadora superior no contara con las atribuciones necesarias para ejercer 

funciones de control o de contralorfa como expresa el artículo 3o. de su ley orgánica, 

poco o nada tendría que hacer en el campo de la fiscaliz.aci6n superior; su trabajo 

hasta cierto punto no se justificaría. Por esta razón, si bien Ja Contaduría Mayor de 

Hacienda cuenta con fas fncultades necesarias al efecto, de eUo no debe concluirse que 

su misión es detectar irregularidades y promover la imposición de sanciones o el 

fincamiento de responsabilidades; este no es el espíritu de la fiscalización superior. 

Por el contrario, como señaJamos ya con anterioridad, uno de sus fines primordiales es 

contribuir a optimizar y racionalizar el manejo de los recursos públicos para asegurarse 

de que se aplican a ln consecución de mayores niveles de bienestar social y, en tal 

virtud, verificar el grado en que se cumplen y alcanzan los fines del Estado previstos en 

Ja Constitución. Adem_3.s, es importante señalar que no todas Jns acciones que ejerce Ja 

Contaduría Mayor de Hacitmda están encaminadas a imponer sanciones o fincar 

responsahi1idades¡ alguna o algunas de eUas, como veremos en el capftuJo siguiente, 

tienen una función preventiva y correctiva, en cuanto que tienen por finalidad ayudar a 

Ja dependencia o entidad auditada a mejorar sistemas, procedimientos, mi!todos o 

trámites susceptibles de perfeccionarse, y que no necesariamente dan Jugar a alguna 

responsabilidad civil, administrativa o pcnnl. En tal virtud, bajo estas consideraciones 

deben citarse los nrtfculos 3o. fracción IX, 7o. fracciones Vil y X, 11, 13 y 25 de la Ley 

Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda: 

"Articulo 3o. La Contaduría Mayor de Hacienda revisará la Cuenta 
Púb1ica ... ejerciendo funciones de contraloría y, con tal motivo, tendrá 
)as siguientes atribuciones: 

IX. Promover ante las nutoridades competentes el fine.amiento de las 
responsabilidades ... " · 

"Articulo 7o. El Contador Mayor de Hacienda tendrá las siguientes 
atribuciones: 
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VII. Formular los pliegos de observaciones que procedan; 

X. Promover ante las autoridades competentes: 

a) El fincamiento de las responsabilidades; 

h) El cobro de las cantid¡¡des no percibidas por In Hacienda Pública o In 
del Departamento del Distrito Federal¡ 

e) El pago de lns recargos, daños y perjuicios causados a la Hacienda 
Pública Federal o a la del Departamento del Distrito Federal, 

d) La ejecución de los actos, convenios o contratos que afecten n los 
programas, subprogramas y partidas presupuestales; 

"Artículo 11. Con objeto de uniformi_lr los criterios en materia de 
contabilidad gubernamental y archivo contable, la Secretaría de 
Programación y PresuP.uesto (debe entenderse la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Publico) dará a conocer con oportunidad a la 
Contaduría Mayor de Hacienda, las normas, procedimientos, métodos y 
sistemas '\ue emita e implante, de acuerdo con las facultades que le 
confieren as Leyes Org1ínica de ta Administración Pública Federal y de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, debiendo tomar en 
cuenta las recomendaciones ~ue sobre el particular le formule la 
Contaduría Mayor de Hacienda1

• 

"Artículo 13. La Contaduría Mayor de Hacienda al revisar la Cuenta 
Pública del Gobierno Federal y la ·del Departamento. 9e1 Distrito 
Federal, vigilará ta aplicación de las normas, procedimientos, métodos y 

. sistemas a que se refiere CI articulo 11 de esta Ley, y dará cuenta a In 
Secretaría de Programación y Presupuesto (Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público) de las irregularidades que encuentre, para que dicte las 
medidas correctivas procedentes." 

11Artículo 25. Si alguna de las entidades se negare a proporcionar Ja 
información solicitada por la Contaduría Mayor de Hacienda, o no 
permitiere la revisión de libros, instrumentos y documentos 
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comprobatorios y justificativos del ingreso y del ~asto públicos, In 
práctica de visitas, inspecciones y auditorías, esta Jo hará del 
conocimiento de la Cámara de Diputados por Conducto de la Comisión 
de Vigilancia, para que resuelva Jo procedente". 

e) Desde el punto de vista de la documentación e información que 

puede solicitar 

Por la naturaleza de su trahajo, revisar la Cuenta Pública, es 

incuestionable que la Contaduría Mayor de Hacienda debe contar con las atribuciones 

necesarias para solicitar toda clase de informes y documentación relacionada con las 

operaciones efectuadas por las dependencias y entidades en el año fiscal que 

corresponda, estando obligadas correlativamente dichas dependencias y entidades a 

proporcionarla. En este punto, conviene recordar algo de lo que ya expusimos en el 

capítulo segundo, en el sentido de que la independencia operacional de la entidad 

fiscalizadora superior, como lo es la Contaduría Mayor, exige en una de sus 

modalidades la libertad para revisar directamente toda la documentación e 

información que necesite pnra cumplir adecuadamente con su cometido, así como 

requerir información adicional y obtenerla en respuesta a preguntas específicas. 

Además, en la medida en que la Contaduría Mayor cuente con toda Ja información 

indispensable, se evitan confusiones e interpretaciones erróneas u observaciones 

inexistentes que muchns veces perjudican tanto a la entidad o dependencia auditada 

como a la propia Contaduría. En fin, respecto de esta materia, debemos considerar los 

artículos Jo. fracciones IV, V y VI, 19, 23 y 24 de la ley orgánica de ese órgano 

fiscalizador, que disponen lo siguiente: 

"Artículo 3o. La Contaduría Mayor de Hacienda ... tendrá las siguientes 
atribuciones: 

IV ••.. solicitar informes, revisar libros y documentos para comprobar si 
la recaudación de los ingresos se ha realizado de conformidad con las 
leyes aplicables en la materia y, además, eficientemente; 
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V ..•. solicitar informes, revisar libros, documentos .... para comprobar si 
tas inversiones y gastos autorizados n las entidades, se han aplicado 
eficientemente al logro de )os ohjetivos y metas de los prosramns y 
suhprogrnmas aprobados y, en general, realizar lns investigaciones 
necesarfas para e\ caha1 cumplimiento de sus atrihuciones; 

VI. SoHcitar a los auditores externos de )as entidades, copias de \os 
informes o dicuímenes de las auditorías por ellos practicados, y las 
aclaraciones, en su cnso1 que se estimen pertinentes¡ 

"Artículo 19. La Contaduría Mnyor de Hacienda, para el cumplimiento 
de las atribuciones que Je confiere el artículo 3o. de esta Ley, goza de 
facultades para revisar toda clase de libros, instrumentos, documentos y 
objetos. practicar visitas, inspecciones y auditorías y, en general, recabnr 
los elementos de informaci6n necesarios para cumplir con sus funciones. 

Para tal efecto, podrú servirse de cualquier medio lícito que conduzcn al 
esclarecimiento de los hechos y aplicar, en su caso, técnicas y 
procedimientos de auditoría." 

sus revisiones 

ºArtfcalo 23. A solicitud de Ja Contaduría Mayor de Haciendo, las 
entidades le informarán de los actos, convenios o contratos de los que les 
resulten derechos y obligaciones, con objeto de verificar si de sus 
términos y condictones pudieran deriyarsc daños en contra de la 
Hacienda Pública Federal o de la del Departamento del Distrito 
Federal, que afecten a la Cuenta Pública o impliquen incumplimiento de 
olguna ley relacionada con la materia". 

"Artículo 24. Las entidades están obligadas n proporcionar a la 
Contaduría Mayor de Hacienda la información que les solicite para el 
esclarecimiento de ll1S hechos. 

Igual ob1igaci6n tienen !ns funcionarios de los Gobiernos de los Estados, 
del Departamento del Distrito Fcdcml, de los organismos de la 
Administrnciún Pública Paraestatal y de 1os Municipios, así como las 
institµciones privadas, o los particulares, a los que el Gohierno Federal 
les hubiere concedido suhsidtos". 

f) Desde el punto de vista Ud alcance y profundidad que podrán tener 
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Sobre el particular, los art[culos 20 y 21 de la Ley Orgánica de la 

Contaduría Mayor de Hacienda disponen lo siguiente: 

"Artículo 20. La rt!visión dt! la Cuenta Pública del Gobierno Fedcrnl y la 
del Departamento dd Distrito Ft!derul precisará el ingreso Y.. el ~asto 
púhlicos1 determinará d resultado de la gestión financiera, verificara si el 
ingreso deriva de la aplicución de las Leyes de Ingresos y de las leyes 
fiscales esr.eciales y reglamentos que rigen en la materia, comprobará si 
el gasto publico se ajustó a los Presupuestos de Egresos de la Federación 
y del Depnrtnmentn dd Distritl1 Federal y si SI! han cumplido los 
programas y suhprugramas aprohndns. 

La revisión no Slllo comprenden'i la conformidad de las partidas de 
ingresos y de egresos, smo que se extenderá a una revisión teiat, 
económica y contahle del ingreso y del gasto púh1icos1 y verificara la 
exactitud y justificación de los cohros y pagos hechos, de acuerdo can los 
precios y tarifas autorizados o de mercado, y de las cantidades erogadas. 

"Artículo 21. La Contaduría Mnyor de Hacienda ... podrá practicar a las 
entidades las auditorías que, enunciativamente, comprenderán las 
siguientes actividades: 

l. Verificar si las operaciones se efectuaron correctamente y si los 
estados financieros se presentaron en tiempo oportuno, en forma veraz y 
en términos nccesihles, de acuerdo con los principios de contabilidad 
aplicahles ni sector guhernamental; 

It. Determinar si las entidades auditadas cumplieron en la recaudación 
de los ingresos y en la aplicación de sus presupuestos con las Leyes de 
Ingresos y los Presupuestos de Egresos de la Federación y del 
Departamento dl!I Distrito Federal y dcmús leyes fiscales especiales y 
reglamentos que rigen en la materia; y 

111. Revisar si las entidades alcanzaron con eficiencia los objetivos y 
metas fijados en los programas y subprogramas, en relncion a los 
recursos humanos. materiales y financieros aplicados conforme a los 
Presupuestos de Egresos de la Federación y del Depnrtamento del 
Distrito Federa) ejercidos,.. 

Estos prect:ptos, udem¡ís de otros que ya hemos citado con anterioridad, 

abren las puertas para que la Contaduría Mayor de Hacienda pueda revisar la 
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legalidad de los actos de la administración pública en relación con la recaudación, 

administración y utilización de los recursos públicos. Ahora bien, para lo,grnr este 

propósito esa entidad fiscalizadora superior puede practicar diversos tipos de 

auditoría, según la materia de que se trate, circunscribiéndose el alcance de éstas por 

10 general al examen de la regularidad de la actividad financiera del Estado respecto 

de las distintas disposiciones que en esa materia rigen su actuación (leyes de ingresos, 

presupuestos de egresos, leyes fiscales especiales, reglamentos, etc.). 

Tradicionalmente, como apuntamos al final del capítulo anterior, este tipo de 

auditoría, dado su alcance, ha sido Hamado de legalidad o regularidad en cuanto que 

únicamente se confrontan los actos de ta administración púb1ica en materia financiera 

con las distintas disposiciones que la regulan. Pero también decíamos que dicha 

concepción ha sido superada por un nuevo tipo de auditoría a la que se ha llamado, 

entre otros nombres, auditoría operacional o de las 3E'S, si bien aún plantea 

problemas tnnto de índole teórico como práctico. Aunada a esta cuestión se encuentra 

Ja relativa a que las propias entidades fiscalizadoras superiores tienen que observar el 

principio de legalidad y consecuentemente practicar los tipos de auditoria que sus 

respectivas leyes orgánicas les pcnnitan efectunr. En este sentido, la Ley Orgánica de 

Ja Contaduría Mayor de Hacienda que venimos citando confiere por regla general a 

esta entidad fiscalizadora superior la facuJtad de realizar auditorías de legalidad o 

regularidad, aunque diversos preceptos hncen referencia a los conceptos de economía, 

eficiencia y eficacia de manera aislada, t¡ue han ahierto la posibilidad, si bien no de 

manera clara, para que pueda practicar revisiones de eficiencia, eficacia y economía, 

conceptos que ya definimos con anterioridad. 

g) Desde el punto dt: vista de los objetivos que debe alcanzar como 

resultado de sus revisiones 

Este aspecto no puede escindirse del que comentamos en el inciso 

precedente ni del propósito fundamental que nos hemos propuesto con el presente 

trabajo: demostrar que la fiscalización superior es una forma o un instrumento de 
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control de la legalidad ·en sentido amplio· respecto de un sector de la actividad del 

Estado e.n la que poco o nada pueden hacer otros tipos de control. En tal virtud, 

puesto que únicamente hemos clasificado las atribuciones de la Contaduría Mayor de 

Hacienda para hacer más fácil su comprensión, en cuanto a los objetivos que debe 

alcanzar con sus revisiones debemos citar nuevamente, en su parte conducente, el 

artículo 20 de su Ley Orgánica que establece: 

"Artículo 20. L-i revisión de In Cuenta Pública del Gobierno Federal y la 
del Departamento del Distrito Federal precisará el ingreso Y.. el gasto 
públicos, determinará el resultado de la gestión financiera, venficará si el 
mgreso deriva de la aplicación de las Leyes de Ingresos y de las leyes 
fiscales esr.eciales y reglamentos que rigen en la materia, comprobará si 
el gasto publico se ajustó a los Presupuestos de Egresos de Ja Federación 
y del Departamento del Distrito Federal y si se han cumplido los 
programas y subprogrumas aprobados. 

3. Tipos de auditoria que practica la Contaduría Mayor Hacienda 

Hemos dicho ya que la auditoría constituye In principal herramienta de 

trabajo dt: lns entidades fiscalizadoras superiores. La Contaduría Mayor de Hacienda, 

en cuanto órgano que reviste dicha naturaleza no podría prescindir de ella. Ahora 

hien, In auditoría en cuanto al ámhito en el que puede operar, la extensión y 

profundidad que puede tt:ner y la materia sobre la que puede recaer, es susceptible de 

distintas clasificaciones; así puede hablarse de auditoría interna o externa o bien 

pl1blica o privada; de auditoría financiera, de ingresos o de egresos, de obra pública, de 

evaluaci6n de program¡¡s; o bien de auditoria de regularidad o legalidad o de auditoría 

operncinnal. 11121 Pern sean cuales fueren los criterios y las clasificaciones que al 

respecto se formulen, lo cierto es que en el ámbito del sector público los tipos de 

auditoría, su extensión y profundidad y las materias que pueden ses:- objeto de revisión 

son fundamentalmente:: cuestiones de:: derecho positivo. Esto se explica en virtud de 

que uno de principios medulares sohre los que descansa el Estado desde el punto de 

vista normativo es el relativo a que:: los órganos de aquél sólo pueden hacer lo que la lt:y 

(171) crr. Ad..m Ad•ni. ,\lfrrdo7 ll.rcrrrll Lnud.., op. clL pp. llS.t.'J ' 
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en sentido genérico les permite realizar. La Contndurla Mayor de Hacienda no podía 

dejar de observar dicho principio; así que sólo puede practicar los tipos de •. auditoría 

sobre la materia y extensión que su ley orgánica le permite realizar. 

Bajo estas consideraciones, debemos señalar que los tipos de auditoría 

que practica la Contaduría Mayor de Hacienda a que n continuación nos referiremos, 

las hemos reducido a tres matt:rins fundamentales: ingresos, egresos y evaluación de 

programas. No obstante esto, ca he aclarar que la Contaduría, para una mejor división 

del trabajo y con el objeto de realizar una más eficiente reviskín, ha escindido algunas 

de esas materias como son por ejemplo, la auditoría de obra pública o lu auditoría al 

sector paraestatal. 

a) Financiera de ingresos 

Mediante este tipo de auditoría In Contaduría Mayor de Hacienda 

verifica que la recaudación de los ingresos obtenidos en el año fiscal correspondiente 

se haya ajustado a ta Ley de Ingresos tanto de la Federación como n la del 

Departamento del Distrito Federal, así como a las ley.es fiscales especiales (impuesto 

sobre la renta, impuesto al valor agregado, impuesto al activo, etcétera) y demás 

disposiciones que de ellas deriven. Este tipo de auditoría además de financiera es de 

tipo legal, en cuanto que se verifica la conformidad de la recaudación con las normas 

jurídicas que la rigen. Las principales disposiciones que constituyen el marco jurídico 

de la auditoría financiera de ingresos lo constituyen, como se ha señalado, la Ley de 

Ingresos, tanto la de la Federación como la del Departamento del Distrito Federal y 

demás disposiciones fiscales especiales. 

Ahora bien, es importante señalar que los ingresos que el Estado 

recauda en cualesquiera de sus instancias de gobierno tienen por finalidad dotarlo de 

tos recursos económicos necesarios para lograr la realización satisfactoria de las 

necesidades y actividades que tiene encomendadas. Es una necesidad ineludible, pero 
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no por ello arbitraria. La obtención de ingresos por el Estado sólo se justifica porque 

ellos estén destinados a Ja satisfacción de las necesidades de todos los gobernados, toda 

vez que son éstos precisamente quienes lo proveen de dichos recursos. En estas 

circunstancias, si son los gobernados Jos que resienten la carga fiscal impuesta por el 

Estado, en ejercicio de su potestad soberana, Jo menos que pueden hacer es intervenir, 

n través de los órganos de representación pertinentes, en el dh':eño de las leyes fiscales 

conforme n las cuales dchenín contribuir con el Estudo en la captación de sus recursos. 

En este sentid<\ conforme a nuestro régimen constitucional, específicamente en los 

h!rminos del artículo 73 fracción VII de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el Congreso de la Unión está facultado "para imponer las contribuciones 

necesarias a fin de cubrir el presupuesto". Asimismo, el artículo 72 inciso h de In 

propia Constitución Política establece que los proyectos que versen sobre empréstitos, 

contrihuciones e impuestos, deberán discutirse primero en la Cámara de Diputados¡ y 

el artículo 74 fracción IV del mismo ordenamiento fundamental dispone que son 

facultades exclusivas de la Cámara de Diputados "examinar, discutir y aprobar 

anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación y el del Departamento del 

Distrito Federal, discutiendo primero las contribuciones que, a su juicio, deban 

decretarse para cubrirlos". En este contexto, al Ejecutivo Federal Je correspohde 

hacer llegar a la Cámara de Diputados las iniciativas de leyes de ingresos, tanto de la 

Federación como Ja del Departamento del Distrito Federal, en los términos previl~ 

en el citado artículo 74 fracción IV de la Constitución Política. 

Ahora bien, las leyes de ingresos contienen por regla general un catálosu 

de las contribuciones que han de cobrarse en un año fiscal, indicando los mont0& 

estimados al respecto, correspondiendo a las leyes fiscales especiales deternlinar o 

estahlecer el sujeto, objeto, base, tasa o tarifa y demás elementos de las contribucfofl~ 

que habrán de considerarse para Ja causación y recaudación de las rriismas. 

Bajo estas premisas, a Ja Contaduría Mayor de Hacienda le corresponde 

verfficar que la recaudación de los ingresos previstos en las leyes de la misma matcrlJ 
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se haya ajustado a éstas y a las disposiciones que de cUas deriven, pnra lo cual se sirve 

de la auditoria financiera de ingresos. Por el ámbito que se revisa, est~ tipo de 

auditoría abarca, en el sector central, a las secretarías de E.o;tado y al Departamento del 

Distrito Federal (incluyendo en el caso de este último n sus entidades paraestatales) y 

Cn el sector paraestatal a las entidades que el Ejecutivo Federal reporte en la Cuenta 

Pública. 

Sin embargo, para los eft::ctos de nuestro estudio interesa destacar que si 

bien la Contaduría Mayor de Hacienda ejerce funciones de control en materia de 

ingresos, ello plantea una situación hasta cierto punto connictiva en virtud de que, por 

una parte debe verificar que la recaudación de aquellos se ajuste a las distintas 

disposiciones que con anterioridad hemos mencionado, y por otra, los gobernados 

(contribuyentes), que son los que resienten la carga fiscal, muchas veces se muestran 

en desacuerdo por la política tributaria del Estado, a la que califican de ilegal y hasta 

de arbitraria. E.s decir, por unn parte la Contaduría Mayor de Hacienda debe verificar 

que la recaudación de los ingresos públicos se ajuste a las leyes de la materia y por otra 

los contribuyentes cuestionan la justicia con que dichas leyes establecen In carga fiscal, 

argumentándose incluso que en nuestro sistema constitucional el Estado carece de 

restricciones en sus facultades impositivas.<l7J) Frente a este conflicto lcuát debe ser el 

papel de la Contaduría Mayor de Hacienda como órgano de control? Al respecto, 

debemos señalar que, conforme a nuestro régimen constitucional, In importancia de la 

actividad financiera del Estado exige que en su instrumentación intervengan dos de los 

tres poderes púl?licos instituidos: el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo, de acuerdo 

con atn1Juciones y competencias perfectamente delimitadas. En efecto, en términos 

.de Jos_.artlculos 73 fracción VII y 74 fracción IV de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, compete ni Poder.Legislativo establecer las contribuciones 

necesarias para cubrir el gasto público, así como examinar, discutir y aprobar las 

iniciativas de Ley de Ingresos de la Federación y del Departamento del Distrito 

Federal, correspondiendo al Poder Ejecutivo recaudar los ingresos previstos en esas 

(l7J) crr. ChapoJ BonU.a., Dokn-ea Bnlrb, RuUwº«ióa a Gs /1UWl/.aJo ~wu hl Esla.lo, k prartlla t- fa/14 6" 11 

c:..stlt11rióa. En An11•rl0Jurfdko XVII, 1990, lns.lltulo d~ lnn:f>llpckinnJurfd~ UNAM, Mbko, 1990, pp. 35-54. 
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leyes conforme a las normas y procedimientos previstos en las leyes fiscales especiales 

y demás disposiciones jurídicas que de ellas emanen. 

Ahora bien, el Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, 

para llevar a cabo la trascendental tarea de establecer las contribuciones necesarias 

para cubrir el gasto público mediante el examen, discusión y aprobación de las 

iniciativas de Ley de Ingresos de la Federación y de la del Departamento del Distrito 

Federal -que primeramente analiza Ja Cámara de Diputados como cámara de origen en 

los términos de Jos citados artículos 72 inciso h y 74 fracción IV constitucionales, 

pasando posteriormente n In consideración de Ja Cámara de Senadores- cuenta, en 

nuestra opinión, con elementos muy reducidos para hacer frente a los requerimientos 

derivados de tan importante función. En efecto, de conformidad con Ja vigente Ley 

Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos (artículos 50 a 65 y 

86 a 102), tanto Ja Cámara de Diputados como la Cámara de Senadores cuentan con 

comisiones ordinarias que se encargan de analizar y dictaminar, previamente a su 

presentación ni pleno, las iniciativas de leyes y decretos, comisiones cuya competencia 

deriva de la denominación que tengan en correspondencia con las respectivas 

secretarías o sectores de Ja administración pública federal a cuyo cargo se encuentre la 

elaboración de dichas iniciativas. 

En nuestra opinión, este análisis y discusión en comisiones constituye el 

principal mecanismo para estudiar, explicar y cuestionar esas iniciativas; pero bien 

vistas las cosas, consideramos también que es un procedimiento que desde el punto de 

vista técnico no garantiza que sea el más adecuado para llevar a cabo el análisis de las 

iniciativas correspondientes a la materia de ingresos. Esto se explica además, porque 

por la naturaleza de su composición, al Poder Legislativo no IJegan las personas mejor 

preparadas ni por consecuencia las más expertas en esas u oti-as materias. Por. 

consiguiente, aun cuando al Congreso de la Unión compete la facultad de establecer 

las contrihuciones necesarias n efecto de cubrir el gnsto público, es incuestionable que 

en el sistema jurídico mexicano su influencia y participación en Ja confección dt::J 



125. 

sistema trihuturio es muy limitada y débil, quedando en gran medida dicha función a 

cargo del Poder Ejecutivo.u1.-1 En buena parte, ello se debe a que el Poder l+gislativo 

carece de los elementos técnicos necesarios que le sirvan de npoyo pnra cumplir 

adecuadamente con esa facultad; y es justamente en estt! punto donde consideramos se 

l~ dehe fortalecer. En este sentido, In Contaduría Mayor de Hacienda podría 

desempeñar un papel muy .importante como órgano técnico de apoyo, ya que por In 

naturaleza de sus funciones es el árgano que en nuestra opinión puede llegar n contar 

con la información necesmia y el personal idóneo para auxiliar al Congreso General y 

en particular a la Ciimnra de Diputados en el análisis y examen de las iniciativas de 

leyes en materia impositiva en general, con el objeto de que la participación del órgano 

representativo sea decisiva y determinante en el establecimiento de las contribuciones 

necesarias para cubrir el gasto público. Esto implica desde Juego una reforma tanto 

constitucional como legal a efecto de que se amplíen lus facultades de la Contaduría, 

que de acuerdo con el sistema vigente se limitan a la revisión de la Cuenta Pública. Sin 

embargo, conviene aclarar y poner énfasis en ello, que la Contaduría únicamente 

fungiría como órgano de asesoría y apoyo, conservando el Poder Legislativo su 

facultad para establecer las contnhuciones que hemos mencionado. Esto se entiende 

porque la Contaduría Mayor de Hacienda, por su naturaleza también, no podría 

jurídicamente asumir ln totalidad de la función de determinar lns contribuciones que 

recaerán sobre Jos gobernados (contribuyentes) para cubrir el gasto público del Estado. 

Sus funciones se limitarían, repetimos, a fungir como órgano de asesoría y upoyo, a fin 

de que el órgano de representación popular cuente con los elementos técnicos que le 

permitan ejercer un efectivo control sohre el Poder Ejecutivo en lo que se refiere n la 

actividad financiera, específicamente en la fase relativa a la determinación de las 

fuentes de ingreso de1 Estudo y su establccimiento;"iic acuerdo con principios de 

equidad y de justicia que hagan menos cuestionable la política tributaria del propio 

Estado. 

(l1.t) Cl'r. Fb Za111udlu. llktor, Al¡:u111<1s njlaiann wl>t? ft prlntlpki d• kt ""úlón d• ,,..,ffr1 tn 111 C-.,ilt11d6'1 Muioi1t11, clL l'P. 
672-613 
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Ahora bien, para verificar que e1 Poder Ejecutivo observó las directrices 

que el Legislativo le fijó al aprobar las iniciativas de leyes de Ingresos de la Federación 

y la del Departamento del Distrito Federal, se servirá nuevamente de su órgano 

técnico: la Contaduría Mayor de Hacienda; que como hemos visto a travc!s de su 

herramienta de trabajo -In auditoría- verifica que la recaudación de ingresos se realice 

con apego a las leyes de la materia. 

Lo expuesto significa respecto al planteamiento que hicimos con 

anterioridad en el sentido de precisar cuál debe ser el papel o función de la Contaduría 

como órgano de control cuando verifica la legalidad en la recaudación de los ingresos, 

que esa entidad fiscalizadora superior no dche cuestionar, en la etapa de revisión tic la 

Cuenta Pública, dicha política; o en otras palabras, al efectuar la revisión de la 

legalidad de la recaudación de los ingresos llevada a cabo por el Poder Ejecutivo, no 

debe cuestionar los niveles de imposición establecidos en las leyes fiscales de acuerdo 

con criterios de justicia o equidad. Esto se explica en virtud de que en nuestra opinión, 

el problema no radica en la revisión de la citada Cuenta Pública, sino en la etapa de 

revisión 'y análisis de lns iniciativas de leyes en materia fiscal. Es aquí donde debe 

fortalecerse al Poder Legislativo con el propósito de que sea él quien efectivamente 

establezca las contribuciones necesarias para cubrir el gasto público; y en este sentido 

consideramos que la Contaduría Mayor de Hacienda podría desempeñar un papel muy 

importante como órgano de apoyo técnico para efectuar dicha revisión y análisis. De 

esta manera se complementa y fortalece el control a cargo del Poder Legislativo sobre 

el Poder Ejecutivo: primeramente en la etapa de determinación de los ingresos fiscales 

y posteriormente en la etapa de rendición de cuentas. 

b) Financiera de Egresos 

Mediante este tipo de auditoría la Contaduría Mayor de Hacienda 

verifica que los gastos efectuados por el Pocler Ejecutivo en el ejercicio fiscal 

correspondiente se hayan aplicado debidamente a su objeto y ajustado a los montos 
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autorizndos en el Presupuesto de Egresos de la Federación y en el Presupuesto de 

Egresos del Departamento del Distrito Federul; a Ja Ley de Presupuesto, Cmu.abilidad 

y Gasto Púhlico Federal y su Reglamento, así como a las Leyes de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Prestación de Servicios relacionados con Bienes Muebles y de Obras 

Públicas y sus respectivos reglamentos, ordenamientos que en su conjunto constituyen 

el principal marco jurídico para ejercer el gasto público en México, sin olvidar que el 

artículo 126 de Ja Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que 

"no podrá hacerse pago alguno que no est~ comprendido en el presupuesto o 

determinado por ley posterior". <17SJ 

Por el ámbito que se revisa, en el sector central abarca obviamente a Ja 

Presidencia de Ja RepúbJica1 a las secretrirías de Estado que conforman la 

administración púbJica centralizada y la Procuraduría General de Ja República, así 

como al Departamento del Distrito Federal, y en el ámbito de Ja udministración pública 

federal paraestatal, a los organismos descentralizados, empresas de participación 

estatal mayoritaria y fideicomisos en Jos que el fideicomitente sea el Gobierno Federal 

o algún organismo desccntrnlizndo o empresa de participaci6n estatal mayoritaria. 

Ahora bien, puesto que el ohjetivo fundamental de este tipo de auditoría 

consiste en revisor Ja legnlidad de los gastos efectuados por el Poder Ejecutivo de 

acuerdo con el presupuesto que le haya sido autorizado, debemos inquirir qué es el 

presupuesto y sobre qué es el gasto que el mismo contempla. 

{175) Conskll'r•ndo qut itl •rdc:ulo N írnccl<ln (\.' dr 1 .. Cu11~1Uurli111 l'ullllc• nl•hlrc:• qut .,. r•ul1 .. d rxc:llhl~• dt la Cám.r• dr 

0/putadll'!I "'rxnmlnar, dl'l<ullr 1•prul111t1111uo1hnrulr 11'1 l'rr•upur•lu Je 1-~rnw..t. d• I• l-'rdrirac:hi11 )' rl drl Urp•11'1nlflllu dd 

Oblrlla Frdtirar,._.. prnt'nb1rl• un••lluudOn 111u7 ~lmll1u 11 lnqu.r pt.n~•nMJli tn rl 11p•rtAda prtud•nlr, •~ dnlr,forl•lrc:rr•I 

Podrr l.t"fll!.l•lha dMod• rl pu1110 dr .. be.. ticnlc<t pnni qur cuc-11tr con IGti tlt111c-nl<l5 qur lt prrmll"n c:umpllr adf'CU•d• )' 

dc-bid•llH'lllt (Dll I• lltl"f'll dt •llllJllJlf )' a¡irululf el P""'UpUrlilO. f' .... fl) ~ Upllf• íOlllU 111 dt •UpaMr par lll llllpoflUJda qtw 

lltnt rl pnsupurt.tu dr f1tN'NI~ c-11 la vida 1111clu111d dr c:u11li¡u/rr p11b., puro. rn11\lllu)r rl ht1>lru111c-11lu mi~ lmpol1•tnll' p•r. 

ntablrur la •dmlnMracl•>n dr ru. fUUl'l.<no "º"º'"lrrot. dt'I 1~1 .. do, DE C:OQIU tambllu ti p•r'm .. lro JcUnpo p•n C:OllOCl'f .. 

arlr11tad6n dtl r,_.,1,.do, tn tu1111lo qu .. .u rt.lrudur. dc-hr nl•r dlM'ñi11l11 P•r. •lc,.niar l<os ar~ Ñ>Jt'll1'Dli n•don•k• 

prt\blCK "" 111 Con•llludón, optn111dn !Ir r•l11 11111nrr11 •1.&• rrrc:lut. r...tbtrlhull1'or.. lk •hl pu .. i., I• lmporUnclll 7 ntt.-.ldad d.. 

qut rl roc1 .. r l.tJl•l1'1f1'o, nin'"ttl11mr11lr 111 C'm•r11 d.. Ulpul•dl>:f. rn nur1o1ro •l•lrm• c:ou11lludo1111~ dfba knrr ll&Ul 

p11r1ldp11dtin dnblt• )' dtlrnnlnanlr tn rl 11111ilM' 11111r11h11'"ló11 dd prnupurt.lo. 
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Bajn el est¡uema anterior, dt:ht!mos señul;u que el presupuesto hu sido 

materia de estudio desde distintos puntos de vista uurídico, económico, político) 

definiéndosele según Ja perspectiva desde Ja cual se le nnalice; así, se habla del 

presupuesto en su aspecto económico, en su aspecto político y en su nspecto 

jurfdico;01"J pero para los efectos de nuestro estudio interesa destacar únicamente su 

aspecto jurídico, a Ja Juz del cual puede decirse que consiste en el documento que, 

elaborado por el Poder Ejecutivo y revisado y aprobado por el Legislativo, contiene Ja 

autoriznción de éste para expensar los gastos públicos durante un año fiscal y cuya 

aplicación o ejecución necesariamente debe traducirse, jurídicamente, en el logro de 

tas finalidades del Estado. En ese sentido, visto ya desde e1 punto de vista de nuestro 

derecho positivo, la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federa), en su 

artículo 1 S, estab1ece que el Presupuesto de Egresos de la Federación será el que 

contenga el decreto que apruebe Ja Cámarn de Diputados, a iniciativa del Ejecutivo, 

para expensar, durante el período de un año a partir del lo. de enero, Jas actividades, 

las obras y los servicios públicos previstos en Jos programas a cargo de las entidades 

que en el propio presupuesto se señalen. Formalmente, el Presupuesto de Egresos del 

Depnrtnmento del Distrito Federal se entenderá en Jos mismos términos por aplicación 

del articulo 23 de la ley citada. 

En cuanto a la segunda interrogante que nos planteamos, o sea qué es el 

gasto, <lehe entenderse que constituye una erogación, es decir, la aplicación úe 

determinados recursos para la satisfacción de unn necesidad, que visto desde la 

perspectiva del gnsto que el Estado efectúa, se refiere ni conjunto de erogaciones que 

éste realiza para cumplir con sus atrihuciones y para satisfacer Jns necesidades 

colt:ctivus que Je han sido cncomemludns. Este gasto que el Estado reuliza es el gasto 

público, y su importancia estriha en que con~tituye un instrumento para el desarrollo 

económico, po1ítico, social y cultural de una nación, a través de los efectos 

redistributivos que, según su estructura, dehe tener para todn la pobJación1<177) 

particularmente para lus sectores muyormente desprotegidos. Ahora bien, 

(116) Cfr, 1lrtd1kln1•n K.. lknJ•min. op. c\L pp. 1"'-'·3'1" 
(117)C(r. C"l"'P''f Utinlf•i. Dulorn. lk•trb. op. dL p.<IY 
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descendiendo al ámbito de nuestro derecho positivo, la ya citada Ley de Presupuesto, 

Contabilidad y Gasto Público Federal, en su artículo 2o., señala que el gnslQ público 

federal comprende las erogaciones por concepto de gasto corriente, inversión fisica, 

inversión financiera, así como pagos de pasivo o deuda pública que reaJizan las 

e"ntidades que el propio precepto enumera y que en esencia comprende los tres 

poderes federales, es decir, el Legislativo, el Ejecutivo (incluyendo el Departamento 

del Distrito Federal) y el Judicial. 

Ahora hit:n, para captar la importancia de las tareas de control de la 

Contaduría Mayor de Hacienda en materia de gasto público cuando fiscaliza éste a 

través de la auditoría de egresos, es necesario penetrar, así sea superficialmente, en el 

estudio del presupuesto en México, cómo se clasifica y cuáles son las materias que 

comprende. En estas circunstancias debemos destacar que el presupuesto en México 

basa su estructura, independientemente de la clasificación por dependencias y 

entidades responsables de su ejecución, en el establecimiento de planes y programas 

que contienen objetivos y metas a cumplir; en este contexto, la clasificación del gasto 

se controla a través del establecimiento de claves presupuestarias que definen:«l7•) 

Año o 

Entidad 00000 

Progrnm• 00 

Subprograma 00 

Proyecto 00 

Unidad 00 

O!pltulo 0000 
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Dígito Identificador 00 

Dígito Verificador o 

Con estn estructura, tomando un ejemplo del Presupuesto de Egresos de 

la Federación tendriamos: 

6/00009/NN/01/00/300/1100/11/l 

La clave anterior indica: 

6 Presupuesto correspondiente al ejercicio 1986 

00009 Secretriría de Comunicnciones y Transportes 

NN Programa "Administración Generalº 

01 Subprograma 11Direcci6n y Conducción" 

00 Proyecto 

300 Subsecretaría de Operación 

1100 Remuneraciones al personal de carácter permanente 

11 Identificador 

Verificador 

Los dfgitos que idt:ntifican el capítulo pueden manejarse a diversos 

niveles: 
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l.· Cuando contienen un dígito seguido de tres ceros, identifica un 

capítulo presupuestario; existen nueve: 

1000 Servicios personales 

2000 Materiales y suministros 

3000 Servicios generales 

4000 Transferencias 

5000 Bienes muehles e inmuebles 

6000 Obras públicas 

7000 Inversiones financieras 

8000 Erogaciones extraordinarias 

9000 Deuda pública. 

2. Cuando contienen dos dígitos seguidos de dos ceros, identifican 

capitulo y concepto presupuestario¡ así, en el ejemplo expuesto, el número 1100 

identifica que corresponde al concepto "Remuneraciones al personal de carácter 

permanente11 dentro del capítulo de "Servicios personales"U7tt). 

3. Cuando los cuatro dígitos son números, se conoce como Partida 

presupuestnl y es a este nivel en que s.e opera, registra y controla el ejercicio del 

presupuesto. Siguiendo e1 ejemplo manejado tendríamos que t 101 es la partida 

{179Jldrm. 
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11Sueldos" que pertenece al conceplo "Remuneraciones al personal de carílcter 

perm¡mente"1 dentro del capítulo "Servicios Personales"c1ao). 

Ahora hien, Jo que en el numeral J anterior hemos llamado capítulo 

presupuestario corresponde a lo que se llama también clasificador por objeto del 

gasto, que como indicamos, comprende nueve capítulos:Uat> 

1000 SERVICIOS PERSONALES.- Agrupa las asignaciones destinadas al pago 

de remuneraciones al personal civil y militar que presta sus servicios en 

las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, asf 

como Jos pagos que por concepto de seguridad social derivados de esos 

servicios, les corresponde cubrir a dichas dependencias y entidades a las 

instituciones públicas de seguridad social, en Jos términos de las 

disposiciones legales en vigor; incluye también Jos pagos por otras 

prestaciones sociales distintas a los ya enunciados. 

2000 MATERIALES Y SUMINISTROS.- Agrupa las asignaciones destinadas 

a Ja adquisición de toda clase de insumas requeridos por las 

dependencias y entidades de Ja Administración Pública Federal, para el 

desempeño de sus actividades ¿1dministrativas y productivas. Incluye 

materiales de administración, productos para alimentación; materins 

primas y materiales para Ja producción y la construcción; productos 

qufmicos, farmacéuticos y de laboratorio; combustibles; y en general, 

todo tipo de suministros para Ja realización de Jos programas públicos. 

3000SERVICIOS GENERALES.- Agrupa las asignaciones flestinadas a cubrir 

el costo de todo tipo de servicios indispensables para el funcionamiento 

de las dependencias y entidades de la Administr.ición Pública Federal y 

(llO) Jckm. 

(lllJ Clr.LaAudUoriod1L.,al4/adr11 ¡,rqrr~drlSrdor'Crt11ral, dL •nn.u I, pp. l .J. 
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que se contraten a particulares o a instituciones del propio sector 

público. Incluye servicios h{1sicos tales como: postal, t~legrófico, 

telefónico, energía y agua; alquileres; asesorías, estudios e 

investigaciones; comercial y hancario; mantenimiento, conservnción e 

instalación¡ de difusión e información¡ así como otros servicios oficiales y 

especiales para el desempeño de actividades vinculadas con las 

funciones públicas. 

4000 TRANSFERENCIAS.· Agrupa las asignaciones que la Administración 

Pública Centralizada dl!stina sin contraprestacilin alguna, ya sea en 

forma directa o mediante fondas fideicometidos a los sectores privado y 

social, a organismos y empresas de participación estatal, .a estados, 

municipios y Distrito Federal y ni exterior corno parte de su política 

económica general y de acuerdo a lns estrategias y prioridades del 

desarrollo nacional. E.Cite capitulo incluye las ayudas a los sectores 

privado y social; estímulos fiscales; participaciones de ingresos federales¡ 

subsidios corrientes; suhsidios para pago de intereses, comisiones y 

gastos; subsidios para inversión física; subsidios para inversión financiera 

y subsidios para pago de pasivo. 

5000 BIENES MUEBLES E INMUEBLES.· Agrupa las asignaciones 

destinadas a Ja adquisición de toda clase de bienes mueble~ e inmuebles 

que las dependencias y entidades de la Administraci6n Púb1ica Federal 

requieren para el desempeño de sus actividades. Incluye el mobiliario y 

equipo propio para la administración; toda clase de mnquinarin y equipo 

de producción, a.'iÍ como las refacciones, necesarios y herramienuis 

indispensables a su funcionamiento; el equipo de trabajo y la adquisición 

de inmuebles. 
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6000 OBRAS PUBLICAS.· Agrupa las asignaciont!s destinadas a la creación 

de la infraestructura tísica necesaria para el desarrollo mediante la 

realización e.le ohras púhlicus que cnntrihuyen a la formación hruta de 

cnpital del país. Incluye todo tipo de adquisiciones necesarias para la 

construcción, instalación1 amp1iaci6n1 rehabilitación, etc., nsí como para 

los estudios de preinversi6n de ohras públicas, las cuales están 

diferenciadas en obras públicas por contrato y obras públicas por 

administmción. 

7000 INVERSIONES FINANCIERAS.- Agrupa las asignaciones destinadas a 

la realización de actividades financieras que el Gobierno Federal lleva a 

cabo con fines de fomento y regulación crediticia y monetaria. Incluye In 

concesión de créditos en general y la adquisición de toda clase de valores 

fiduciarins. 

8000 EROGACIONES EXTRAORDINARIAS.- Agrupa lns previsiones de 

gasto para atender situaciones de contingencia del país o necesidades 

especiales de la Administración Pública Federal y que, por ese carácter, 

no pueden ser asignadas en forma inmediata a objetos de gasto 

determinados. 

9000 DEUDA PUBLICA.- Agrupa las asignaciones destinndas a cubrir 

obligaciones del Gobierno Federal por concepto de su deuda pública 

interna y externa, derivnda de la contratación de empréstitos 

concertados a plazo de un año o más, autorizados o ratificados por el H. 

Congreso de la Unión. Incluye In amortización, los intereses y los gastas 

y comisiones de Ja deuda pública, interna y externa. 
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Incluye también Jos adeudos de ejercicios fiscales anteriores por concepto 

de: servicios personales¡ distintos de servicios personal~ y por 

devolución de ingresos percihidos indebidamente. 

Todos estos conceptos que comprenden el clasificador por objeto del 

gasto son materias que la Contaduría Mayor de Hacienda revisa mediante la práctica 

de la auditoría de egresos, confrontando Ja legalidad de las operaciones que los mismos 

implican con las disposiciones que rigen el gasto público y que son fundamentalmente, 

como ya señalamos, la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y su 

Reglamento, las leyes de Adquisiciones, Arrendnmientos y Prestación de Servicios 

relacionados con Bienes Muebles y de Obras Públicas y sus respectivos Reglamentos, 

así como Jos Presupuestos de Egresos de Ja Federación y del Departamento del 

Distrito Federal. 

Ahora bien, algo que consideramos muy importante destacar es que si 

bien Ja Contaduría Mayor de Hacienda tiene facultades para fiscalizar el gasto pl1blicn 

federal, esas facultades no se reducen a un trabajo meramente contnblc, esto es, que 

las erogaciones se haynn efectuado conforme al montó que dehe corresponderles. A 

final de cuentas, esas operaciones de gasto que el Estado realiza constituyen el medio 

para alcanznr sus fines, plasmados, como ya hemos señalado, en la Constitución y en 

general en todo el orden jurídico. Cuando la Contaduría Mayor de Hacienda verifica 

la legalidad del gasto público tamhi¿n verifica el grado en que se cumplen Jos grandes 

objetivos y metas nacionales contcnidns en Jos plnnes y programas en que se basa la 

actividad del Estado. Esto último se comprenderá en seguida con el estudio de Ja 

auditoría de evaluación de programas, porque no hay que olvidar que en Ja actualidad 

el presupucsto en México se rige bajo el sistema út!I prcsupue~ao por programas, 

conforme ni cual el gnsto público se presupuesta o dctt:rminu en fUnción de metas y 

objetivos a alcanzar. 
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e) En materia de evaluación de programas 

Antes de explicar la auditoría de evaluación de programas que practica 

la Contaduría Mayor de Hacienda, consideramos necesario, para una mejor 

comprensión de la misma, precisar brevemente en qué consiste el presupuesto por 

programas, tópico ésta dentro del cual se inserta aquélla.l1•1> 

En términos sencillos puede decirse que el presupuesto por programas 

consiste en una técnica o sistema en el que se presta especial atención n las cosas que 

un gobierno realiza, más hien que a las cosas que adquiere; o en otras palabras, el 

presupuesto centra su atención en Jos resultados a obtener que en los medios para 

alcanzarlos.tl"lJ Así por ejemplo, las cosas que un gobierno adquiere como servicios 

personales, materiales, equipos, medios de transporte, etcétera, son medios que 

emplea para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones. 

Ahora bien, el presupuesto por programas se presenta y se desarrolla a 

base del trabajo que debe ejt:cutarse, atendiendo a objetivos específicos, y de los costos 

(112) E1 l'rrr.upun.lci pnr pru¡tr11mu • hU hl ~ wlnculil cun la 11l;i11utl1ín. 111m¡ut 110 dr hl•nrr• Kt"nillH, pues hta rrconoc:e 

anlrcl'dtnlo qH w ttmonlan • prlndploa dr hlalo. En trrdu, cumu ~ "cord.,á, en el a1pllulo Prhnrru ch: nle' lrab.,P 

111p115lm01o qur ti Ei.111dn w wlo t>blfi•do • ~umJr 111111 actlw• pnrtlclpadún en lodos los 6rdH1n dr la wldll wclal. 

p11rtlcuh1rme11lr en el rco11fin1kn, como cnnwcurnda de I• ul~b. del Eat.d<J Ubrral r lndhldualbla. Al prlndpl<J nta 
lnltncnch>n cow.tllu)'6 11110. r,.cclú11 c11nlr11 In• 1rrc10" d~runclon•k• qur tanlo p11r• ti F.r;tado con111 pan I• 50Clrdftd h11hl• 

trai(d11 la prlictlc• dr la ldt'ulo•J• i.ohrr 111 cunl "' •l•~trnli rl J-),fodo l.lbrnll, 1 ho unu acclún prux,.11111d11 y ablrm•llc11 qur 

pn1 .. ndlrra 111111 ff'ínrma lnlr•r•I drl l·:.Ot.1do 1 dt' I• ...c:lrd111L Sin rml111tt=,o, r•I• 1.Uuulón p<KO 11 JH>eo w 511prn1rl11 

co11 .. 1lh•)i11du.., rl t:..111d11 rn rl prlncll111I prumnlnr drl dn11rrollu uo114mlco r ....cl11l dr lu 1111donn., prh1dp11l111r11lr • p.,Ur 

dr I• Sr¡:u11d11 pu1ol¡tuc-n-. )1 hltn '" dndr la Prlmrra Gur"• Mundl•I 1•111 lrndtncla lnltn'rnrfonl11ta ~ h11hí11 "Wrnldo 

~t.lntf.,. A!1on1 blrn. "''" p•rtldp11chin dtl F_...l11dn rur po<olble r;nidu • la pln11111dón, nwdl11nlr 111 cu11I, y p11rtlr11do dr un 
co11oclmlr11l11 dr iu .. prnc..,..... 1ouclurc1111U1nlco1. y pullllcni.,,.., \Hrlrndf' mnnlrnrr. rrrunn•r o ruml'l•iar uu '"'lurni• M>Clal 

dt<ltrmh1111Ju. Mialrn no""""!"; 11 r~lt' ¡1r11cr.t1 l11lrn-r11do11!,i.. dd l-:O.t11do, 'I"' ""'' cutno ii>lr, rn "º 11Joprcl1111ood11l, Hnplrua • 

'Wl .. lumbraol'1'f' drM'lf' h1 llfhllllll~11d1·111 dt l.1 lºu11 .. l11ud1'111 l'uli11ca dr 1'117, con 111 ¡>rutrnlún ulnrt=."d" 11 lo" wt:lurr1.c11mpr1.lnn7 

uhtnu 11\t'dl111111111 coli""Krn1l1i11, rn In .. "rlknl"" !7 y l!J, dr dlv""'"~ drrrchu"" fon1r dr ,..., .. l!'"''""' 1><•cl11lo .. S\111111b•rco, I• 

lnlrn'rndón drl l~t .. clu Mnluno 111ml1lc'11,., h11rl1111.lrn ... h·11 .. 1 cnmpu rr11mi111k11. ,..,!ur loolu cu1110 cun..,cur11d11 dr lll ira•• 
uú.11. 111undl11I ch: 111 die1td• dr 11>1. lrrl11l11. 7 "'Ju1.111111r11tr 11 1••rtlr dr n.lu-. 11f1u" cu1<11do dfhih1Knl1 r111plrlM • r11wt)'•rw lll 

rl11hcarMdú11depl1111u1 pror.r11111as qur prnnlllt1'1tn rl dr .... rrnllo re11m-.1nlc11 )' MH:i11I drl p11t... t·rr. Co»lu Dfoi. Ju,.J Kam611, 

•p..Jtt l...f'J:l~l•lbo 1 Pl•nHdñn rn Mido". F..11 Mtm,,,.ia Jr/ 111 Can¡:ruo ll>tNQMrrituM Jt IHrrcl1a Cmutituciana~ Tnmo 11, clL 

pp. '1()5.'IJ.f,; f:I riy11""4 41 ¡., ....ili111dd11 Jrpn.t:nltmU, S.mltuulo l11trrnud1111nl, clL p¡o. 2°6. 

(lll;t) Ctr. Vbqun .\tTI>)'o, Fnoncb<u, rm11p11rwa par""'cn1111a.r para ti Slft«l'úhlicodt MI.rico. U!llAM. Mil11111, l9'Jl 1 pp.13• 

21: •1.a •dmlnMr11ch"•n y 111 lladrnda Públlc• cu11 """'" • la 6ll'Alr&I• lnlrn1•d1111RI ckl drwonollo". P.n AJmlnlltraridn 
/'úhliM, M1urullllrnt11ri-r (lll61·1P81),tlL Tomo 11, ¡ip. 6S.82; Miiincrra Ottlt. K11íarl. "I'· dL l'P. 7.1-4. 
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de ejecución de dicho trabajo. El trabajo propuesto, su objetivo y costos se elaboran 

en función de metas a alcanzar, ya sea a largo, mediaflo o corto plazos; esto..es, en el 

presupuesto por programas existe una vinculación entre los objetivos y metas y los 

recursos técnicos, humanos y financieros para a1canz.arJos. En el presupuesto 

t;adicional, en cambio, éste se presenta como una compilación de cifras aisladas, cuyo 

monto total es lo único que preocupa a los gobiernos, con el resultado de producir una 

falta de coordinación absoluta entre la política general del gobierno y el presupuesto, 

por no reflejar ¿ste el propósito de aquélla.OMl En otras palahras, el presupuesto 

tradicional centra su interés en lo que el gobiernn compra para hacer las cosas, en 

tanto que el presupuesto por programas presta especial atencilm a las cosas que un 

gobierno realiza más bien que a las cosas que adquiere, lo que permite hacer una 

estimación del costo de sus programas y proyectos y compararlos con otras 

altemativas.<ttSJ 

En el caso de México, esta técnica del presupuesto por programas se 

había tratado de introducir desde principios de ta década de tos setentas, 

consolidándose de manera definitiva n finales de la misma. 

Ahora bien, puesto que esta técnica basa su estructura a base de planes y 

programas (en los que se señalan objetivos y metas a alcanzar, sujetos responsables de 

su ejecuci6n1 recursos materiales y financieros y tiempos para su realización) en el caso 

de México existe un Sistema Nacional de Planeación Democrática (previsto en los 

artfculos 12 a 19 de la Ley de Planeación) que conforman a aquéllos y que "está 

configurado por un conjunto de relaciones funcionales que establecen las 

dependencias y entidades de la Administración Pública Federal entre sí, con las 

autoridades de los gobiernos estatales y con los organismos de los ~ectores social y 

privado, a fin de realizar ncciones de común acuerdo."<11161 

(IM) Crr. Mancr,. Orll&. Raf11rL op, "IL p. 11. 

(115) Cfr. V1hq11rr.Afra)'o. Friu1cl.Ko,up. clL ¡1. lll, 

(1116) Cfr. El "'"lllmuld~la ewib1add11d~procn11ruu,clL p.S. 
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Los instrumentos que conforman e1 Sistema Nacional de Ptaneación 

Di::mocnítica son, en su vertiente obligatoria, el Plan Nacional de Desarrollo; los 

programas de mediano plazo sectoriales, regionales, especiales e institucionales; asi 

como las leyes de ingresos y los presupuestos de egresos.11 117> 

Todos estos instrumentos del Sistema de Plancnci6n están elaborados 

con base en el sistema del presupuesto por programas, por lo cual, cuando el Ejecutivo 

Federal presenta para su revisión a la Cúm:ua de Diputados lns Cuentas Públicas del 

Gobierno Federal y del Departamento del Distrito Federal, en las mismas incorpora la 

infornmci(1n cnnci::rniente a la ejecución del Plnn y de los programas que de él derivan. 

En est:as cin.:unstancins, cuando la Contaduría Mayor de Hacienda practica auditorías 

de evaluación de programas, analiza los mismos en función de los resultados 

obtenidos, con lo cual extiende su campo de revisión a grandes sectores de la 

administración púhlica. 

En efecto, en rnaterio. de evaluación de programas la ContadurÍíl Mayor 

de Hacienda, conforme a lo establecido en su Ley Orgánica, verifica el cumplimiento 

de los objetivos y metas de los principales programas y subprogramas aprobados y 

revisa si las entidades alcanzaron con eficiencia los objetivos y metas fijados en los 

mismos, en relación con tos recursos humanos, materiales y financieros aplicados 

conforme a los Presupuestos de Egresos de la Federación y del Departamento del 

Distrito Federal ejercidos. 

111171 t:..111" ln1o1rumrnh.,, 7 •us rnrndrrl~lkM otán t•rr•·L~I"" tn lu1o,.rdcul<.11 ZI ll 26 de lM Lr7 dr rl•nr•dlin. Ad, rnprcto dd 

Plim S•clnn.I ~ On.i1rrollo iwfla\a 1¡ur 1ht.r prut ... m• los obJtlhOlo 1iAdonalr1, nlrat.r&I• '1 prlnrhladrs .S,I dirurroll., lnk¡ttal 

dd poi-. cnnlrndrá pn-'""""" i.ohu· Ju., nru~ qur wrin a>l¡mados. • talu nnn; drlrrmlmmí loJ ln,.lrumrnlll'll y rnp•uu.ablrto 

dr 1>u tjnurhín; ttotabltrná l.,.; li11f>1lllltnlo~ dt pallUcu dr r11rádtr sh1b•l, iwrtorl11I '1 tt11.lornol¡ •• proli.lonrs 1.t rdnlrán al 

toJ\lunto dt ha attlYld•d ttonómk• )' "oc:lal, )' rr11,lrá el c:ontrnldo dr lo• pru11,n11111&~ c¡ur,,., 1rnurn rn rl Sbtr111• N•clon•I dt 

Plan .. ad6n Dtmoc:riilkll. En cwnlo a l .. ~ prot:""""" wdorl11lo nlAblnr qur i•IU~ u •11Jtl11ni11 >1 liu p1r1b\u110 co11tr11ldm ri1 

rl Pl"11 7 npt'clRurjn lot ohJ•ll•o._ ¡1rlurld•dtt '1 po1rt1r .. q_.. rr&lrán tl drM"n1pri1u <ir liu 11~11.,1d.,dn drl wclur 1ul11llnl1oCnilhG 

dr qur !>t Jralr; roulrndriin blmb.1110 nll11111du11r• dr rrc:un.o5 '1 detrrmlnad<111n. ~libre ln•lrumrnlo~ '1 tnJ"'tuo.Abtn di' au 

irjrcuchin. En nl11riün con In" pro11,f1lllllU. lu~tiludunnlr" M' dl,punr qur w rlnborinAI\ por 1.i; .. nll1!adrs rnraesC.talra, 

•uJrüindow a liu problonrs conlrnld,.s rn ti l'lan 7 rn rl pro11,u111 .. urlorllll rnrrnpondlrulr-. l~ cunntu • 101 proenmu 

ITJ;lonaln.. btus ~ refntrán 11 tu rr11,lo11r~ qur '' rnrn.ldrrrn p1lurlt11rl'1~ o ntrnli¡tkas. rn (unción dr loa objrliYOI naclonall'I 

f\11dM tn el Plan, J ru7a nlrrul611 trrrllorl11I rrhllM' .. 1 Mmbll11Ju1l..dkdon11l de unu tnlhlad frdrrall., .. Fln11lnunl.l', 1n cWltllo 

11 1• prur,nam•• nprclalt1, hlo• ,,., rdrrlrin • In prforld1tdn. d" drwirr11Uo lnltitr•I ~I pafs ru11do• rn .,¡ l'lnn • • l..s 

ucll.,ldJIJrs "'"dun•d.u wn dO!i o 1nAA drprndrndu roordln11dur..i. Jr ~.,rlur. 
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Sobre estas bases, la Contaduría Mayor de Hacienda rea1iza una 

evaluación de los resultados progrnmútico-presupuestulcs que se presenUJ..n en las 

Cuentas de la Hacienda Pública Federal y del Departamento del Distrito Federal. 

La evaluación se efectúa conforme a un método de análisis deductivo, 

que parte del marco de planeaci6n y de la estrategia de gasto de los sectores como 

referencia para orientar la investigación, seleccionar los programas y subprogramas 

por evaluar y valorar los resultados prograrnático-presupuestales que se reportanJ111) 

Las tareas de evaluación de programas que lleva a cabo Ja Contaduría 

Mayor de Hacienda, de acuerdo con las atribuciones que le otorga su Ley Orgánica, 

comprenden dos aspectos fundamentales: 1) la verificación del cumplimiento de los 

objetivos y metas anuales programados con los recursos presupuestales autorizados 

para dicho efecto, y 2) evaluación del cumplimiento de Jas disposiciones contenidas en 

la legislación vigente, emitidns por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

(anteriormente correspondía dicha atrihución a la Secretaría de Progranmción y 

Presupuesto) para normar y regular las acciones de planeación, programación, 

presupuestación, ejecución, control y evaluación que realizan las dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal en sus respectivos ámbitos tle 

competencia, en apoyo del Sistema Nacional de Planeación Democrática. 

El análisis cvaluatorio de los resultados prngram¡Ítico·presupuestales, se 

realiza con base en la información contenida en la Cuenta Pública y el Presupuesto de 

Egresos anuales, el Plan Nacional de Desarrollo y los programas sectoriales e 

institucionales que conforman el marco de planeación a los cuales hemos hecho 

(IU) El tt••lllfn._ dt "'"1duc:l6n mdopladu ¡mr 111 Conl....turfq !\-t.yar de ll•lienda compnnckculnicrlUrlom fundamtntaks.: a} 

La con1~nc:la que ord!ok tnl~ S.... objtlhoto 7 111tl11\ dt lot. pras:r•m.u 7 lu prlurklMln nac:lon11lu )' 1«lorl.•le11 nt.blnW.. en 

ti m111n:o dt pl11nudón. b) U 1ouOc:lt11da dr IOJ; p,,..ranuu. p¡ora rnolnr lobll u pan:lalrlM'nte t. prubJ.m.tlillc• wctoflal, e) U 
tOdornda con qur 1- l~tltudonn IT$poll1>ablt11 de¡.,.. proar .. nllli con1plltnin •m abJ .. u- 7 md• (ti lu met. u 1uJWraro11. 

huOO m11y11r tOcada, 7 •Id cumpllmkntu fllt' panh1l o nulo, la tRcact. fue lnrulor o n•la. IT5P«lln.rnrnk, 4) U dkMMI• 

con que w ll(llkuron IDlli r«ur.oto p1t•11pu..,.11dn ~l11.1111do"' pti.ra 111 cunwcuc:Un dr W nwaa. provamad"" (11 al ntaclonar .... 

rtturMK prn11pun.tadus y t'juddn mn las n1ttu• prni:rantadat. 7 akanuclu w oblMIW un &ülo 11nllarla lnfuior al .,.,., "" 

n;Un'6 ortaln•lmtnte, M actuó con n1a70r tOcknda. J \kr,tn.a}. Cfr. f) "'""""" olt '""''-"l&r ,,,,..ni.-as, c:IL pp. JO-JI. 
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referencia, así como en la información complementaria proporcionada por las 

dependencias y entidades en respuesta a los requerimientos específicos planteados por 

la Contaduría Mayor de Hacienda. 

Por su parte, Ja verificación del cumplimiento de Ja legislación aplicable 

para efectos de evaluación, comprende fundamentalmente Ja revisión de las leyes y 

reglamentos que constituyen el marco jurídico del Sistema Nacional de Plnneación 

Democriítica: Ley de Planeación; Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público 

Federal y su Reglamento; Leyes Orgánicas de Ja Administración Pública Federal y del 

Departamento del Distrito Federal; y Ley de Obras Públicas y su Reglamento. 

Lo anteriormente expuesto explica y exhibe al mismo tiempo Ja 

importancia que tiene la auditoría de evaluación de programas que practica In 

Contaduría Mayor de Hacienda y confirma nuestra opinión acerca del por qué Ja 

fiscalización superior constituye un instrumento de control de la Constitución, en un 

ámbito (gestión financiera) en Ja que otros tipos de control, por su naturaleza, son 

inoperantes. 

4. Metodología genérica a Jos tipos de auditoría 

Hahiendo estudiado en términos generales Jos tipos de auditoria que 

practica In Contaduría Mayor de Hacienda con motivo del ejercicio de sus facultades 

de fisc.aHzaci6n 1 corresponde analizar ahorn, n rasgos generales (en el entendido de 

que con el estudio de estos tópicos volveremos a incursionar en un terreno ajeno a 

nuestra disciplina, pero al cual es necesario hacer referencia así sea de manera 

tangencial), Ja metodología que se aplica a toda auditoría y que en ~sencia comprende 

o se divide en tres aspectos fundamentales: planeaci6n1 ejecución e informes. 
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a) Planeación 

De Ja planeación de la auditoría se ha dicho que constituye la fase 

f~ndamental, porque de un adecuado plan dependerá Ja calidad, objetividad y 

confiahi1idad de los resultados de la misma.<U9J En efecto, si se considera que la 

administración pública constituye un vasto universo imposible de revisar al mismo 

tiempo en todas y cada una de sus áreas y operaciones, se e11tiende por qué Ja 

planeación (que nos enseña qué hacer, cómo y cuándo hacerlo y quit:n ha de hacerlo de 

manera ordenada y actuando una vez que se tiene la certeza de Jo que debe hacerse 

para alcanzar un objetivo) constituye la base principal de toda auditorfn. 

En principio, puesto que el Poder Ejecutivo constituye el ente a 

fiscalizar, el cual se sirve de la administración pública para cumplir con sus 

atribuciones constitucionales (integrándose ésta por diversas entidades y 

dependencias), el primer problema para la Contaduría Mayor de Hacienda como para 

toda otra Entidad Fiscalizadora Superior lo constituye la selección de aqllellas 

dependencias y entidades que serán obj:to de revisión, y en este punto la planeación 

constituye un elemento imprescindible, puesto que n través de Ja misma se llevará a 

cabo dicha selección y se orientarán debidamente los trabajos de auditoría. En efecto, 

para llevar a cabo una adecuada selección, la Contaduría Mayor de Hacienda apJica 

diversos criterios tales como la importancia de la dependencia o entidad y el monto de 

los recursos que maneja; el presupuesto del ejercicio que le haya sido autorizado; el 

importe de su gasto corriente y de capital; la calidad de la información que para 

efectos de Ja Cuenta Pública produzca; las deficiencias e irregularjdades observadas en 

auditorías anteriores, etcétera.<1901 La combinación de estos criterios permiten a la 

Contaduría como entidad fiscalizadora superior, elegir a aquellas dependencias y 

entidades que serán objeto de revisión. Una vez hecha esta selección, se aplican ciertas 

(119) Ada111.W.n" AlfrTdo 7B«urll Lauicla, Gutllttnto, op. dL p. 77. 

(190) Crr. Vtlá&qlH'z Cnii:po. Fnmc~ Mn"""*'t;la J• Pb-.dM ti• h$ Allllilurlu 1 Cfturlo. ro,. Ir~ th "'-i,., 
AlllDJar. V .U.mbl..- NKlonal ASOFIS, Conladuri.- !'ot.yordao ll•clmd .. Clirruin. cU Olput.soJ., Miaka, pp. l l·U. 
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reglas especificas que permiten eJnhorar planes concretos de auditoría y que siguiendo 

a las Normas de Audiloría dio: la INTOSAJl191J1 se reducen a las siguientes directrices: 

- Identificar los aspectos más importantes del medio en que opere In 

entidad auditada¡ 

- Especificar los objetivos de Ja auditoría y las pruebas y demás 

procedimientos que habrán de aplicarse para alcanzarlos; 

- Identificar los principales sistemas y controles administrativos y 

evaluarlos en forma preliminar a fin de conocer tanto sus virtudes como sus 

deficiencias; 

- Determinnr la importancia de las materias que habrán de examinarse; 

- Revisar el órgano de auditoria interna de la entidad auditada y su 

programa de trabajo; 

- Evnlunr In confinnzn que merezca el trabajo realizado por otros 

auditores como por ejemplo el órgano de auditoría interna: 

- Pn:ver que se efectúe una revisión para determinar si se han adoptado 

medidas apropiadas respecto de resultados de auditoría y recomendaciones que .se 

hayan comunicado en informes anteriores¡ y 

- Tomar las providencias necesarias para que· se documenten 

debidamente el plan de la auditoría y el trabajo de campo que habrá de realizarse 

conforme a ese plan. 

(191} Cfr. la nonrMI lll.mm.11yo. Bolttlnl"'-drlir C~ ltl.,-drl/adntd4, clL p. ll. 
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Una vez evaluados estos aspectos (que en la práctica pueden variar) se 

elabora un plan de trabajo de auditoría definitivo, en el cual se expresan eJ. enfoque 

que tendrá In misma, las áreas y operaciones a revisar, la duración de la auditoría y el 

personal que la llevará a cabo. 

b) Ejecución 

Definido el plan de la auditoría, la segunda etapa que comprende la 

misma la constituye Ja ejecución de lo planeado. En este punto es importante destacar 

que no existe una técnica definida conforme a Ja cual deba llevarse a cabo la ejecución 

de In auditoría, pues Jos medios de Jos que se echará mano dependen tanto del objeto 

como del enfoque y cobertura de la revisión; así por ejemplo, las técnicas a aplicar si se 

trata de un informe contable, de una obra pública o de un programa, será diferente 

para cada uno de esos casos. Sin embargo, esto no significa que In selección y 

aplicación de los medios al objeto de Ja auditoría se llevará a cabo de manera 

arbitraria; antes bien, dependiendo de dicho objeto se aplicarán las técnicas y 

procedimientos científicos de la disciplina de que se trate. Si se revisa un informe 

contable deberán aplicarse las normas y principios aceptados en materia de 

contabilicfad; si se trata de Ja revisión de una ohm púhlica deberán aplicarse las 

técnicas de ingeniería y arquitectura que resulten aplicables, y así sucesivamente. 

No obstante lo anterior, es posible definir, siguiendo a las Normas de 

Auditoría de Ja INTOSAf<l91J, una serie de reglas de carácter formal que se aplican 

. durante la ejecución de la auditoría, y que no tienen que ver con las reglas de carácter 

técnico que de manera particular se observarán en el caso de que se trate. 

Entre estas reglas de c.arácter formal se encuentran por ejemplo la 

supervisión y revisión que los mandos de mayor jerarquía de Ja Entidad Fiscalizadora 

Superior, como Jo es la Contaduría Mayor de Hacienda, deben efectuar sobre el 
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trabajo del personal a cuyo cargo se encuentre la ejecución de Ja auditoría. Esta 

supervisi9n y revisión son indispensables para asegurarse de que se cumplen los 

objetivos de aqué11n y que se están aplicando adecuadamente las técnicas 

correspondientes, es decir, deberán estar dirigidas tanto a la ejecución de Jo planeado 

como a los métodos específicos de revisión. Asf pues, la supervisión y revisión implica 

cerciorarse de que el personal asignado a Ja auditoría ha comprendido en forma clara y 

suficiente el plan de la misma; que se efectúa de acuerdo con las normas y prácticas de 

auditoría que hayan sido fijadas; y que los papeles de trabajo (nombre con el cual se 

designa a los documentos en los cuales se van plasmando los resultados de Ja revisión) 

contienen evidencia suficiente y competente que permita sustentar, al final de Ja 

auditoría, las conclusiones, recomendaciones y opiniones que de ella deriven. 

Asimismo, durante la etapa de ejecución deberá cuidarse que todos los errores, 

deficiencias y anomalías se hayan detectado y documentado adecuadamente, y de no 

ser así que se hayan subsanado en fonna satisfactoria. 

En este último punto conviene hacer hincapié en la vinculación que 

existe entre las técnicas de nuditorín consideradas genéricamente y Jos resultados 

derivados de la misma. En este sentido, lo que queremos expresar es que en última 

instancia !ns resultados de las auditorías que practica Ja Contaduría Mayor de 

Hacienda en ejercicio de sus facultades de fiscalización, se fundan o se apoyan en 

criterios y normas de car(1cter científico, antes que en juicios poJíticos o subjetivos, 

puesto que Ja aplicación úe la técnica idónc:a al objeto de la revisión 

incuestionahlemente que garantizan conclusiones objetivas, imparciules y veraces. Es 

en este punto igualmente en donde se aprecia el por qué toda entidad fiscalizadora 

superior debe ser independiente técnicamente del Poder Legislativo, característica que 

ya en el capítulo Segundo de este trabajo precisamos. 
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c) Informes 

La tercera etapa que comprende 1n uuditoría la constituyen los informes. 

J?e manera general esto se entiende porque si hemos concebido a ta· fiscalización 

superior como un instrumento de control de In Constitución, derivada de la obligación 

que el Poder Ejecutivo tiene de rendir cuentas ni Poder Legislativo respecto de la 

gestión financiera del Estado, es menester que como consecuencia de esta función de 

control se exhiban Jos resultados derivados de su ejecución o ren.Hzación práctica, a fin 

de que la representación popular y los gobernados en general conozcan cómo se hnn 

administrado y aplicado sus recursos. En este sentido, conviene tener presente que si 

bien los infonnes constituyen la tercera y última etapa de la auditoría, ello no implica 

el final del trabajo de las entidades fisca1izndoras superiores; antes bien, ellos 

constituyen el principio de un proceso encaminndo a velar y garantizar porque se 

adopten las medidas necesarias pnra mejorar la administración y aplicación de los 

recursos públicos y Ja operación de lns diversas dependencias y entidades públicas, que 

es lo que constituye el verdadero fin de la Fiscalización Superior, como hemos dicho ya 

en otra ocasión. 

Bajo estas premisas, debemos destacar que en el caso particular de la 

Contaduria Mayor de Hacienda, esta entidad fiscalizadora, por disposición legal, está 

obligada a rendir y presentar dos informes a la Cámara de Diputados: el Informe 

Previo y ei Informe de Resultados. 

S. Informes que rinde la Contaduria Mayor de Hacienda 

a) El Informe Previo 

El artículo 3o. fracción 11 inciso a) de la Ley OrgÍlnica de la Contaduría 

Mayor de Hacienda dispone que: 
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"Artículo Jo ... Ln Contaduría Mayor de Hacienda revisará In Cuenta 
Pública del Gobierno Federal y la del Departamento del Distrito 
Federal, ejerciendo funciones de contralorín y, con tal motivo, tendrá las 
siguientes atribuciones: 

l .... 

11. Elaborar y rendir: 

a) ... el Informe Previo, dentro de los diez primeros días del mes de 
noviembre siguiente a Ja presentación de Ja Cuenta Pública del 
Gobierno Fecferal y de la del Departamento del Distrito Federal. Este 
informe contendrá, enunciativamente, comentarios generales sobre: 

1) Si la Cuenta Pública está presentada de acuerdo con los priocipios de 
contabilidad nplicahles al sector gubernamental; 

2) Los resultados de la gestión financiera; 

3) La comprobación de si las entidades se ajustnron a los criterios 
señalados en lns Leyes de Ingresos y en las demás leyes fiscales 
especiales y reglamentos aplicables en la materia, así como en los 
Presupuestos de Egresos de la Federación y del Departamento del 
Distrito Federal; 

4) El cumplimiento de los objetivos y metas de los principales programas 
y subprogramas aprobados; 

5) El análisis de los subsidios, las transferencias, los apoyos para 
operación de inversión, las erogaciones adicionales y otras erogaciones o 
conceptos similares; y · 

6) El análisis de las desviaciones presupuestales." 

b) El Informe de Resultados 

El mismo artículo Jo. fracción 11 inciso b) de la Ley Orgánica de la 
Contadurfa Mayor de Hacienda dispone que: 
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"Artículo Jo.- La Contaduría Mayor de Hacienda ... tendrá las siguientes 
atnbuciones: 

l. ... 

11. Elaborar y rendir: 

a) ... 

b) A la Cámara de Diputados el informe sobre el resultado de la revisión 
de la Cuenta Pública del Gobierno Federal y de la del Departamento del 
Distrito Federal, el cual remitirá por conducto de la Comisión de 
Vigilancia en los diez primeros días del mes de septiembre del año 
siguiente al de su recepción. Este informe contendrá, además, el 
señalamiento de las irregularidades que haya advertido en la realización 
de las actividades mencionadas en este artículo." 
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CAPITULO CUARTO 

ACCIONES QUE PROMUEVE IA CONTADURIA MAYOR DE HACIENDA 

A. Introducción 

Cuando en el capítulo Segundo de este trabajo iniciamos el estudio de la 

Fiscalización Superior, señalamos que ésta constituye un instrumento de control de la 

Constitución respecto de la actividad financiera del Estado. Pues bien, si 

efectivamente constituye un instrumento de control, eso significa que además de 

verificar la legalidad de los actos del Poder Ejecutivo en materia financiera, también 

existe la posibilidad de restaurar o tomar las medidas correctivas o sancionatorias 

correspondientes cuando, como resultado de los trabajos de auditoría, se obse1Va que 

los actos del Poder Ejecutivo no se han ajustado al orden jurídico en materia financiera 

que necesariamente debe regirlos. Esto se entiende porque si hemos concebido a la 

Fiscalización Superior como un mecanismo de control de la legalidad -en sentido 

amplio-, ello se debe a que jurídicamente pueden ejercerse las acciones pertinentes 

para restaurar, si es posible, el orden jurídico violado, o bien, sancionar a los servidores 

públicos que, a través de actos u omisiones, lo han transgredido. A decir verdad, los 

órganos que ejercen este tipo de control, por su naturaleza, poco o nada tendrían que 

hacer en el ámbito de las instituciones jurídico-políticas si no tuviesen la oportunidad 

de tomar las medidas necesarias para resguardar el orden jurídico del Estado en lo que 

concierne a su actividad financiera. 

Sin embargo, conviene aclarar que la Fiscalización Superior no persigue 

como única finalidad el detectar irregularidades e imponer sanciones. Por el contrario, 

dentro de sus finalidades (que ya estudiamos) se encuentra el colaborar con el Poder 
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Ejecutivo para optimizar y mejorar la gestión financiera que lleva a cabo de Jos 

recursos públicos. La necesidad de que dentro del ámbito de competencia de toda 

Entidad Fiscalizadora Superior deba figurar la facultad de tomar medidas represivas y 

sancionatorias es innegable, pero no constituye una finalidad. Esa facultad sólo se 

justifica en cuanto que el orden jurídico haya sido violado; pero si no es así, la Entidad 

Fiscalizadora no tiene por que ejercerla. Ella misma debe observar el principio de 

legalidad y t!jcrcer su competencia en los términos de las disposiciones constitucionales 

y- legales que rigen su actuación. Con esto queremos explicar el valor y sentido que 

debe dársele a las funciones de control que en materia financiera ejercen las Entidades 

Fiscalizadoras Superiores. pues muchas veces, si no es que siempre y ello por 

desconocimiento, injustamente sus tareas son vistas con recelo y con temor, cuando en 

realidad sus instituciones que mucho pueden contribuir con e1 Poder Ejecutivo para 

mejorar la gestión financiera de los recursos públicos. Hecha esta explicación, y antes 

de pasar al estudio de las acciones en particular que promueve la Contadoría Mayor de 

Hacienda, es necesario precisar dos conceptos previos fundamentales: irregularidad y 

acción; asf como hacer referencia al régimen de responsabilidades que contempla In 

ley orgánica de esa Entidad Fiscalizadora Superior. 

B. Conceptos previos 

l. Acción 

El término acción que empleamos en este capitulo no debe entenderse 

en su acepción jurídica propiamente dicha (acción procesal). Debe entenderse en 

sentido diferente: cuando aludimos a las acciones que promueve la .Contaduría Mayor 

de Hacienda queremos expresar el conjunto de actoS o medidas que jurídicamente 

puede emprender como resultado de las auditorías y revisiones practicados. Esos acto1 

o medidas que puede promover o emprender están previstos fundamentalmente en su 

ley orgánica y su actualización depende de los resultados de sus auditorías, 
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principalmente cuando éstos son negativos, es decir, cuando se detectan u observan 

irregularidades en la entidad auditada. El término acción debe entenderse, bajo este 

contexto, referido a los actos o medidas que adopta la Contaduría como resultado de 

sus trabajos de fiscalización, sobre todo cuando con motivo de éstos detecta 

irregularidades; actos o medidas que, repetimos, estlm previstos en su ley orgánica y 

que representan, en cierto modo, n través de su actualización por esa entidad 

fisca1izadora superior, la reacción del orden jurídico relativo a la gestión financiera, 

cuando éste ha sido inobservado o transgredido por el Poder Ejecutivo. 

2. Irregularidad 

En virtud de que una de las funciones esenciales de las entidades 

fi5calizadoras superiores consiste en revisar la legalidad con que el Poder Ejecutivo 

realizó sus operaciones de ingresos y egresos. pueden constatar o verificar como 

resultado de dicha revisión si esas operaciones se ajustaron al orden jurídico que 

necesariamente debe regirlas o si el mismo se inobservó o incumplió. Cuando esto 

último ocurre nos encontramos ante una irregularidad, es decir, ante una situación o 

hecho o conjunto de hechos que no se ajustan al orden jurídico. Por consiguiente, el 

término irregularidad debe entenderse en su acepción más amplia: aquello que no se 

ajusta a alguna regla o norma que lo rija,. sea cual fuere, dentro de ta estructura 

jerárquica del orden jurídico, su naturaleza. 

Ahora bien, como resultado de sus tareas de fiscalización, la Contaduría 

Mayor de Hacienda puede detectar u observar diversas irregularidades; asi por 

ejemplo, en mn teria de ingresos la omisión total o parcial en el pago de contribuciones, 

omisión en la presentación de dec1araciones o presentación de declaraciones pero no 

expresar ingresos gravados, o bien contratación de financiamientos por montos 

superiores a tos autorizados; en materia de egresos pago de bienes o servicios no 

recibidos, adquisición de bienes a precios superiores a los autorizados, pagos en exceso 
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por volúmenes de obra no ejecutados, anticipos no amortizados o precio:. unitarios 

incorrectamente determinados, exceso en el gasto autorizado, deficiencias en la 

contabilidad, etcétera. No obstante, conviene reiterar que las tareas de la Contaduría 

Mayor de Hacienda como de toda otra Entidad Fiscalizadora Superior no tienen por 

objeto o finalidad detectar irregularidades sino fundamentalmente contribuir con el 

Poder Ejecutivo para mejorar la gestión financiera de los recursos públicos. Sin 

embargo, es incuestionable también que por la naturaleza de su trabajo pueden (y de 

hecho así sucede) llegar a detectar irregularidades como las que hemos apuntado y 

ante las cuales es necesario, según su naturaleza, emprender alguna acción. Todo ello, 

como es evidente, para salvaguardar el orden jurídico y en última instancia la 

Constitución. 

3. Régimen de responsabilidades que contempla Ja Ley Orgúnica de la 

Contaduría Mayor de Hacienda 

Si con motivo de sus trabajos de uudi!oría In Contaduría Mayor de 

Hacienda llega a detectar irregularidades, es indudable que debe existir, en principio, 

un responsable de las mismas, quien tiene que soportar las consecuencias jurídicas 

derivadas del deber o deberes jurídicos que haya incumplido, ya sea intencional o 

imprudencialmente1 y que dan lugar a dichas irregularidades. 

Bajo esta premisa, In Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda 

contempla un régimen especial de responsabilidades para efectos de la misma, y que se 

circunscribe a aquellos casos en 1t1s que alguna persona, fisica o moral, intencional o 

imprudencialmente, cause un daño o perjuicio a la Hacienda Pí1blica Federal o a la del 

Departamento del Distrito Federnl, y que el mismo haya sido detectado con motivo del 

ejercicio de las facultades de fiscnliznción de esa entidad fiscalizadora. En otras 

palabras, el régimen de responsabilidades que contempla la mencionada ley se refiere 

a la llamada responsabilidad civil o indemnizntorin, y la cual es independiente del 
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régimen de responsabilidades contenidas en otros ordenamientos como la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos o el Código Penal. 

Ahora bien, decimos que las responsabilidades que regula la referida 

Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda son de carácter civil o 

indemnizatorio, porque si las mismas llegan a determinarse, la consecuencia jurídica 

que de ello se deriva para el o los sujetas responsables consiste en In obligación de 

resarcir a la Hacienda Pública los daños y perjuicios que se le hubieren causado. 

En estas circunstancias y conforme ni artículo 28 de la ley orgánica que 

venimos citando, las responsabilidades son imputables a los siguientes sujetos: 

a) A los causantes del fisco federal o del Departamento del Distrito 

Federal, por incumplimiento de las leyes fiscales; a los empleados o funcionarios de las 

entidades por la inexacta aplicación de aquéllas, y a los empleados o funcionarios de la 

Contaduría Mayor de Hacienda, cuando al revisar la Cuenta Pública no formulen las 

ohsetvaciones sobre las irregularidades que detecten. 

b) A los funcionarios o empleados de las entidades por la aplicación 

im.lebida de Jns partidas presupuestalcs, falta de documentos justificativos o 

comprobatorios del gasto; a las empresas prh•adas o a los particulares, que en relación 

con el gasto del Gobierno Federal o del Departamento del Distrito Federal, hayan 

incurrido en incumplimiento de las obligaciones contraídas por actos ejecutados, 

convt:nins o contratos celebrados con las entidades, y a los empleados o funcionarios 

de la Contaduría Mayor dt: Hacienda, cuando al revisar la Cuenta P~blica no formulen 

las obsctvaciunes sohre las irregularidades que detecteñ; y 

e) A los empleados o funcionarios de las entidades que dentro del 

tc!rmino de cuarenta y cinco días h(1hiles a c¡ue se refiere el artículo 33 de la ley orgánicn 
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de que se trata, no rindan o dejen de rendir sus informes acerca de Ja solventación de 

Jos pliegos de observaciones formulados y remitidos por In Contaduría Mayor de 

Hacienda. 

Ahora bien, y como antes expresamos, las responsabilidades que 

conforme a Ja Jey en cita se finquen tienen por objeto cubrir a Ja Hacienda Pública 

Federal o a la del Departamento del Distrito Federal, el monto de Jos daños y 

perjuicios estimables en dinero, independientemente de las responsabilidades que 

procedan por otras leyes y de las sanciones de carácter penal que imponga In autoridad 

judicial. 

Por otra parle, respecto u la administración pública paraestatal, se 

dispone que Jos funcionarios o empleados de ésta, así como las empresas privadas o Jos 

particulares son solidarinment~ responsables con los empleados y funcionarios de las 

entidades que integran Ja administración pública centralizada o con los de Ja 

Contaduría Mayor de Hacienda, por su copartici~ación en actos u omisiones 

sancionados por Ja ley. Las responsohilidades que se constituyan a cargo de Jos 

empleados o funcionarios de las entidades o de la Contaduría Mayor de Hacienda, no 

eximen a los organismos de la administración pública paraestatal, ni a sus funcionarios 

o empleados, ni a Ja!' empresas privadas o a Jos particulares, de sus obligaciones, cuyo 

incumplimiento se les exigirá aun cuando Ja responsabilidad se hubiere hecho efectiva 

total o parcialmente. 

Por último, es importante señalar que las responsabilidades que venimos 

comentando, conforme al artículo 34 de Ja ley en cita, se ejercen en el siguiente orden: 

a) En relación con la aplicación de las Leyes de Ingresos de Ja 

Federación y del Departamenro del Distrirn Federal y demás leyes fiscales especiales y 

reglamentos aplicables en Ja materia, al deudor directo del fisco federal o del 
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Departamento del Distrito Federal y a los empleados o funcionarios fiscales 

correspondientes y a los de la Contaduria Mayor de Hacienda, en su caso. 

b) En relación con el ejercicio del Presupuesto de Egresos de la 

Federación y del Departamento del Distrito Federal, a los funcionarios o empleados 

de las entidades que intervengan en su manejo. 

C. Acciones que promueve la Contnduría Mayor de Hacienda 

Bajo las consideraciones expresadas en los numerales anteriores, 

pasemos al estudio de las acciones que promueve la Contaduria Mayor de Hacienda y 

que de acuerdo con la legislación vigente son: pliego de observaciones y, en su caso, la 

promoción del fincamiento de responsabilidades derivadas de los mismos~ 

recomendaciones; señalamientos; promoción del ejercicio de la facultad de 

comprobación fiscal; promoción de imposición de sanciones y denuncias penales. 

A continuación analizaremos en particular cada una de esas acciones: 

1. Pliego de Observaciones u931 

Desde el punto de vista conceptual, el pliego de observaciones es la 

acción que promueve la Contaduría Mnyor de Hacienda con el objeto de dar a conocer 

a la entidad auditada, de manern formal, la irregularidad o irregularidades detectadas, 

describiendo el hecha o hechos que las constituyen, cuando con motivo de éstos. se ha 

cñusado un probable daño o perjuicio a la Hacienda Pública ~ederal o a la del 

Departamento del Distrito Federal, o bien al patrimonio de alguna entidad 

(191) CJr. lkurrll Laud.. Cullkrmo, •1nfonnr de Ruulladu• ~brr la Rnb.lón Jr l¡a Cul'itta .Se la llatknda Púhllc• Ft&n.l 7 

de la drl Dep~nto dtl Dbolrllo Ftdtr11I (~unda P.rlr)". En Hulrlln ASOFIS, M,.Jio dt Dq'""1M dt fa ..C-úul&c Nutlonal d• 

O'f'I~ Suprrlon.s "• 1-·iJMli:tllrtó#f 1 C'otthvl Guhrl'ftdmtnlal, Mio S, :-Ou. t, Miúco, 19111l, pp. 9-10; 111.iloio, JWktln lnltmo dt fa 
C-'411""6 IJ'90'dt llocltnda, la. EpqCR, Afio 2. fri/o.11, No.-kn1brt·Dlcl1mhrt 1915, p.J. 
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paraestatal, requiriéndole presente la documentación comprobatoria y/o justificatoria 

correspondiente en un plazo improrrogable de 45 dfos h{1biles1 plazo que se encuentra 

previsto en el artículo 33 de la ley orgánica de esa Entidad Fiscalizadora Superior. 

Por su naturaleza, el pliego de observaciones es un acto administrativo 

(en cuanto que se refiere a una situación concrnta, particular) mediante el cual tu 

Contaduría requiere la informnción comprohatoriu y/o justificatoria que permita 

desvirtuar, en su cnso, la irregularidad o irregularidades que mediante el mismn da a 

conocer a la entidad auditada. No constituye un acto de autoridad mediante el cual se 

finquen responsabilidades, puesto que en el mismo no se señalan responsables ni 

monto de su responsabilidad. Las consecuencias jurídicas que de manera inmediata 

produce el pliego de observaciones consisten en crear para las dependencias y 

entidades a quienes se formule, la obligación de presentar la documentación 

justificatoria y/o comprobatoria que desvirtúe los hechos sobre los cuales se apoya la 

irregularidad o irregularidades observadas, y sólo mediatamente, cuando no existe 

dicha documentación porque la irregularidad o ir.regularidades verdaderamente 

existen y es imposible desvirtuarlas, informar sobre los trámites y medidas dictadas 

para hacer efectivo el cobro de las cantidades no percibidas por la Hacienda Pública 

Federal o la del Departamento del Distrito Federal, el resarcimiento de los daños y 

perjuicios causados y el fincamiento de las responsabilidades en que hayan incurrido 

sus empleados y funcionarios, así como los organismos de la administración pública 

parac::statal y sus funcionarios o empleados, las empresas privadas o los particulares, 

que hubieren intervenido en el ingreso o en el gasto públicos, dando noticia. además, 

en su caso, de lns penas impuestas y de su monto cuando sean de carácter económico y 

el nombre de los sancionados. 

Ahora bien, puesto que el pliego de observaciones se promueve cuando 

se ha causado un probable daíto o perjuicio a la Hacienda Pública, su no desahogo da 

lugar al resarcimiento de aquéllos en favor de la Hacienda Pública por el sujeto o 
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sujetos responsables. Pero para que esto suceda es necesario que venzn el plazo 

perentorio de 45 días hábiles que Ja Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda 

previene, siempre que durnnte el mismo no se haya presentado la información o 

documentación solicitada, o bien, la que se proporcionó no haya sido suficiente para 

desahogar o desvirtuar la irregularidad o irregularidades observadas por esa Entidad 

Fiscalizadora Superior. Sólo en este momento, cuando se presenta alguno de esos 

supuestos, es cuando la Contnrluría procede a determinar las responsabilidades, 

señalando sujetos responsables, concepto de la responsabilidad y monto de la misma. 

Una vez determinadas las responsabilidades, la Contaduría Mayar de 

Hacienda procede a promover su fincamiento ante Ja Secretaría de Ja Contraloría 

General de la Federación, quien formula los correspondientes pliegos de 

responsnbilidades, de conformidad con Jo dispuesto por los artículos 451 4G y 47 de In 

Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y 172 de su Reglamento. 

El pliego de responsabilidades, a diferencia del pliego de observaciones, 

sí constituye, por naturaleza, un acto de autoridad, traduciéndose además, en los 

términos del anículo 4o. dt!l Código Fiscal de la Federación, en un crédito fiscal, por lo 

que para efectos de su cobro se sujetar:'1, en su cnso, al procedimiento administrativo de 

ejecución. 

Esta es, a grandes rasgos, la primera acción y quizá la más importante de 

acuerdo con J¡¡ legislnción vigente, que promueve la Contaduría Mayor de Hacienda 

ante las irregularidades que detecta cuando éstas implican un perjuicio o daño al 

erario público. 
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2. Recomendaciones (lN> 

En importancia Ja recomendación es probablemente Ja acción que 

sucede al pliego de observaciones, entre aquellas que promueve Ja Contaduría Mayor. 

Aparentemente el nombre mismo de esta acción puede dar la impresión de que es un 

instrumento inútil y hasta vago, pues en principio es susceptible de cuestionarse la 

eficacia de una simple recomendación. Sin embargo, esta acción tiene una 

trascendencia decisiva porque a través de la misma y de In forma en que opera como n 

continuaci6n veremos, la Contaduría ayuda a la dependencia o entidad auditada n 

mejorar ciertas operaciones, trámites o sistemas, en los cuales ohserva como resultado 

de sus revisiones deficiencias que son susceptibles de superarse y, en su caso, de 

perfeccionarse. 

En efecto, las recomendaciones son una acción que promueve la 

Contaduría Mayor ante las irregularidades que detecta y que no implican un daño o In 

Hacienda Pública, o que implicándolo, se promueve independientemente de que lo 

Contaduría emprenda otro tipo de acciones. 

En esencia, puede decirse que Ja recomendación tiene por objeto 

comunicar a las dependencias y entidades una serie de sugerencias o propu~estas a fin 

de que superen las irregularidades n deficiencias ohservadas en sus áreas y que 

manifiesten los comentarios que estimen pertinentes, así como las medidas que hayan 

implementado, en su ec1so, para cumplirlas. 

Sin embargo, conviene aclarar que por su naturaleza, el cumplimiento 

de las recomendaciones no es obligatorio para la dependencia o entidad a la que se Je 

formulen, pues como hemos dicho, en las mismas únicamente se exponen una serie de 

sugerencias o propuestas para que se superen las anomalías o irregularidades 

(19 .. )Jdirm. 
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observadas. Por tal motivo, las recomendaciones en sf mismas no implican el 

cumplimiento de un deber jurídico de obrar en tal o cual sentido para la dependencia o 

entidad. Si la dependencia o entidad adopta la sugerencia o propuesta, 

implementando las medidas necesarias tendientes a cumplir los términos de la 

recomendación y lo comunica a la Coiltaduría, debe considerarse que ésta ha sido 

atendida y por lo tanto debe dársele por desahogada. Pero repetimos, el cumplimiento 

de lo recomendado no implica la observancia de un deber jurídico, pues no son 

obligatorias las recomendaciones. 

No obstante, esto no significa que una recomendación no produzca 

ninguna consecuencia jurídica. Por el contrario, la obligación que surge para las 

dependencias y entidades frente a lo recomendado consiste en contestar a Ja 

Contn.duría Mayor de Hacienda acerca de las medidas que hayan tomado para 

cumplir, en su caso, tas recomendaciones, o bien, exponer tas. razones por las cuales no 

pueden o no deben atenderlas. Sin embargo, esto no significa tampoco que la sola 

contestncilln baste por sí misma para dar por desahogadas his recomendaciones. Esto 

se entiende porque de aceptarse que sólo basta ln contestación, ello daria lugar a que 

se produzcan por parte de las dependencias o entidades respuestas vagas, imprecisas o 

hasta incongruentes o que no tienen relación alguna con lo recomendado, haciendo 

inútil con ello la acción promovida por la Contaduría. 

En estas circunstancias, la Contadurín Mayor de Hacienda requiere 

"evaluar" o "analizar" la respuesta de la dependencia o entidad para determinar si son 

vtllidos y satisfactorios los argumentos que se aduzcan para no cumplir las 

recomendaciones o para cumplirlas parcialmente, hecho lo cual podrá darlas, en su 

caso, por desahogndns. 

De lo anterior se concluye, atendiendo a las consecuencias jurídicas que 

produce una recomendación, que ésta debe darse por atendida cuando la dependencia 
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o entidad informe a la Contaduría Jos comentarios y las medidas que haya adoptado en 

relación con lo recomendado, y que a juicio de ese órgano fiscalizador sean 

satisfactorias; desde luego que dentro de esta concepción debe comprenderse aquella 

respuesta de la entidad o dependencia en la que exponga las razones por las cuales no 

es posible adoptar una recomendación, o bien, la adopte bajo ciertas condiciones y no 

en los términos propuestos por la Contaduría, siempre que las razones sean idóneas y 

satisfactorias. Una vez que se presente alguno de estos supuestos, Ja recomendación 

debe darse por desahognda. 

3. Señalamientos H9SJ 

El señalamiento es aquella acción que promueve Ja Contaduría Mayor 

de Hacienda, mediante la cual hace del conocimiento de las autoridades fiscales 

competentes Jos errores u omisiones que detectó en la declaración y pago de alguna 

contribución, producto o aprovechamiento y que motiva que Ja Hacienda Pública deje 

de percibir ciertos ingresos. Al efecto, la Contaduría so1icitn a esas autoridades 

procedan a Ja revisión, determinación y liquidación de las diferencias que resulten n 

cargo de los contribuyentes, con sus respectivos accesorios. Con ese propósito, la 

Contaduría concede a las autoridades fiscales un plazo determinado en el cual deberán 

informar sobre los trámites efectuados al respecto. 

4. Promoción del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal <•Hl 

Mediante esta acción la Contaduría Mayor de Hacienda da a conocer a 

las autoridades fiscales competentes indicios de una posible evasión en el pago de 

obligaciones fiscales y que trae como consecuencia que presuntamente Ja Hacienda 

Pública haya dejadO de percibir ciertos ingresos, solicita.ndo practiquen revisiones 

(U5)1Mrn. 

(196}hftorn. 
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directas a los contribuyentes. De este tipo de irregularidades la Contaduría Hegn a 

tener conocimiento como resultado de las auditorías practicadas a dependencias y 

entidndes1 habiendo efectuado durante las mismas compulsas a los contribuyentes n 

efecto de comprobar si declararon los ingresos que percibieron con motivo de las 

operaciones que hubiesen celebrado con las dependencias y entidades de la 

administración pública. Para los efectos de esta acción, la Contaduría también otorga 

un cierto plazo a las autoridades fiscales con el objeto de que informen sobre los 

trámites efectuados. 

5. Promoción de imposición de sanciones (1 97> 

Mediante esta acción la Contaduría Mayor de Hacienda promueve ante 

las autoridades competentes In aplicación de sanciones administrativas que 

correspondan, en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, cuando con motivo de las auditorías que practica, detecta 

irregularidades que entrañan incumplimiento a las obligaciones que para los servidores 

públicos impone dicho ordenamiento. 

La autoridad ante la cual se efectúa esta promoción varía según se trate 

del tipo de sanción, porque la mencionada Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos prevé que podrá ser el superior jerárquico, la contraloría interna, el 

coordinador de sector o la Secretaría de la Contraloría General de la Federación. 

6. Denuncia penal 11911 

Mediante la denuncia penal la Contaduiía Mayor de Hacienda pone en 

conocimiento del Ministeri<> Público aquellas irregularidades observadas durante sus 

{197) l<km. 

(19111Hm. 
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trabajos de auditoria y cuyos hechos constitutivos presumiblemente entrañan la 

comisión de un delito. 

Estas son, a grandes rasgos, las acciones que promueve la Contaduría 

Mayor de Hacienda en ejercicio de sus facultades de fiscalización, cuando con motivo 

de las auditorias y revisiones que practica detecta u observa alguna irregularidad en las 

áreas de las dependencias y entidades auditadas. Esas acciones, como antes indicamos, 

constituyen el medio de que se sirve la Contaduría como órgano de control para vetar 

por el orden jurídico relativo a Ja gestión de los recursos públicos del Estado, cuya 

encomienda se encuentra a'cargo del Poder Ejecutivo. Bajo este contexto se aprecia la 

tesis que sostenemos en el presente trabajo, en el sentido de que la Fiscalización 

Superior constituye un instrumento de defensa de la Constitución, en un ámbito muy 

importante como lo es el cuidado de tos recursos públicos y en et cual otros 

mecanismos de control son inoperantes. 

Ahora bien, con el estudio de esas acciones que acabamos de efectuar, o 

primera vista pareciera que el sistema jurídico vigente que contempla a las mismas es 

adecuado y que constituye un excelente régimen para la Contaduña Mayor de 

Hacienda en cuanto órBano de control. Sin embargo, este sistema a nuestro juicio 

adolece de un grave defecto que le resta presencia a la Contaduña Mayor de Hacienda 

en el ámbito de la administración pública y que por consígu~cntc merece una critica, así 

como una propuesta de reformas para superar ese defecto, como a continuación 

veremos. 

D. Critica al siitema jurídico vigente de las acciones que promueve la Contaduña 

Mayor de Hacienda y propuesta de reformas 

En efecto. para comprender de inmediato la deficiencia de que adolece 

el sistema jurídico vigente que contempla a las acciones que promueve la Contaduría 
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Mayor de Hacienda, basta con ubicar a la Fiscalización Superior dentro de los diversos 

mecanismos de defensa de la Constitución: es una función de control que se efectúa 

por el Poder Legislativo sobre el Ejecutivo, en cuanto que este último tiene la 

obligación de rendir cuentas al órgano de representación popular respecto al manejo 

que lleva de los recursos públicos del Estado y que en última instancia pertenecen ni 

elemento humano de éste: los gobernados. En otras palabras, se trata de un control 

que ejerce un poder sobre otro poder y que de acuerdo con el principio de la división 

de poderes debe servir como mecanismo de equilibrio para mantener dentro de sus 

límites el ejercicio del poder púhlico. 

Ahora bien, por la naturaleza de sus métodos y técnicas de trabajo, 

hemos visto ya que las Entidades de Fiscalización Superior contribuyen tanto n 

garantizar In veracidad, idoneidad y objetividad de Ja información que el Poder 

Ejecutivo rinde respecto de la gestión financiera <.le los recursos públicos, como n 

optimiznr y racionalizar el manejo de los mismos verificando que se apliquen 

debidamente a las funciones y fines del Estado. Considerando estos altos fines <.le la 

Fiscn1iz.1ción Superior y sohre todo su naturaleza constitucional, es incuestionabl~ y 

tambi¿n justificable que el órgano que la ejerce debe contar con facultades propias 

tanto pnrn hacer efectivas las responsabilidades que determine como para imponer 

sanciones a tos sujetos que por dolo o negligencia hayan afectado Jos recursos públicos 

del Estado y que como hemos dicho en última instancia pertenecen a los gobernados, 

quienes evidentemente tienen un invaluable interés porque los referidos recursos se 

recauden, administren y apliquen debidamente al objeto a que estén destinados. La 

Contaduña Mayor de Hacienda ciertamente tiene facultades para promover diversas 

acciones ante las irregularidadt!S que detecta como hemos visto y .ello puede parect:r 

adecuado y excelente. Sin embargo, si se analiza con cüidado lo que hemos expuesto al 

respecto, se advertirá que tratándose de responsabilidad civil o indemnizatoria y de la 

imposición de sanciones, la Contaduría tiene que eft:ctuar su promoción ante las 

autoridades competentes para t:fectos, en el primer caso, de su lineamiento y en el 
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segundo, de su apJicación. En otras palabras, de acuerdo con la 1egis1nción vigente la 

Contaduría Mayor de Hacienda no es un órgano competente {no porque no tenga 

oapacidad -aptitud- sino porque carece de facultades -competencia- al respecto) para 

hacer efectivas por sf misma las responsabilidades de carácter indemizotorio que 

determine, así corno para imponer sanciones a los sujetos que hayan afectado los 

recursos públicos dd Estado, en ambos casos como resultado de las irregularidades 

que detecte en ejercicio de sus facultades de fiscalización. iNada más absurdo e 

incongruente! Siendo la Entidad Fiscalizadora Superior que en México tiene a su 

cargo la trascendental tarea de velar por el adecuado manejo de los recursos públicos, 

y sin embargo ante los casos en los que el orden jurídico en la materia se ha violado o 

transgredido, carece de facultades para que por sí misma pueda hacer efectivas las 

responsabiHdades que determine, así como para imponer sanciones a Jos sujetos 

responsables. 

Pero si lo anterior es por sí mismo absurdo e incongruente, más aún lo es 

el hecho de que Ja promoción de esas dos acciones tie~e que efectuarla ante el propio 

Poder Ejecutivo para que éste se encargue de hacer efectivas las responsabilidades que 

determine Ja Contaduría e imponer las sanciones que resulten procedentes. Nada más 

y nada menos que el ente fiscalizado, el propio poder sobre el cual se ejerce el control 

llamado Fiscalización Superior, es a quien corresponde hacer ·efectivas dichas 

responsabilidades e imponer Jas sanciones que procedan, cuando en sus diversas 

dependencias ·y 'éntidades la Contuduóa Mayor de Hacienda . observa· alguna 

irregularidad. Así por ejemplo, y de acuerdo con la legislacióO'vigente, en t!l supuesto 

de que la Contaduría detecte algún daño o perjuicio a la Haci~ndn Pública puede 

emitir un pliego de obseivaciones y si éste no se desahoga tiene que promover el 

fincamiento de las responsnbilidades en los términos de los artículos 45, 46 y 47 de la 

Ley 1k Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y 172 de su Reglamento 

ante la Secretaría de Ja Contraloría General de la Federación, ly quién es Ja Secretarla 

de la Contraloría General de la Federación?: Una dependencia del Poder Ejecutivo 



164. 

que puede ser objeto de revisión por parte de la propia Contaduría Mayor de 

Hacienda. Otro ejemplo, si un setvidor público incumple con alguna de las 

obligaciones que Je impone la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos y la Contaduría Mayor de Hacienda lo detecta, tiene que promover la 

imposición de sanciones a~te el órgano competente del Poder Ejecutivo (Secretaría de 

la Contraloría General de la Federación, contraloría interna, coordinador de sector o 

superior jerárquico) para que esas sanciones se apliquen. lTiene algún sentido esto? 

Nosotros creemos que no. Y esto evidentemente que resta presencia y prestigio en 

toda la admini!aración pública a la Contaduría Mayor de Hacienda, además de que 

también le resta eficacia a sus tareas de fiscalización por el trámite que debe efectuar 

de la promoción de acciones ante el Poder Ejecutivo y el consecuente retardamiento 

que ello implica, y que muchas veces propicia ante los términos de prescripción a que 

están sujetas las responsabilidades, Ja impunidad y el fomento de Ja ilegalidad y 

corrupción, tan nocivos y perjudiciales en cualquier sociedad. 

Ahora se entiende por que afinnamos que el régimen jurídico de las 

acciones que promueve la Contaduría Mayor de Hacienda adolece de un grave 

defecto ..... 

De ahi la razón por la cual en el capítulo anterior, en el cual estudiamos 

la Fiscalización Superior en México destacando sus virtudes, afirmamos también que 

es necesario fortalecer a Ja Contaduría Mayor de Hacienda, sobre todo en la materia a 

estudio. 

Por lo anterior, consideramos que para llevar a cabo ~se fortalecimiento 

es necesario reformar la Constitución Política de lcis Estados Unidos Mexicanos, 

concretamente su artículo 74 fracción IV, a efecto de proveer a la Contaduría Mayor 

de Hacienda de facultades tanto para hacer efectivas las responsabilidades 

indemnizatorins que detennine como para imponer sanciones a los sujetos que 
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resulten responsables. En estas circunstancias, con la reforma propuesta consideramos 

que el texto del citado precepto constitucional, concretamente el párrafo cuarto de la 

fracción IV, podría quedar en los siguientes términos: 

"ARTICULO 74.- Son facultades exclusivas de la C'imara de Diputados: 

! .... 

IV .... revisar la Cuenta Pública del año anterior ... 

Si del examen que realice la Contaduría Mayor de Hacienda 
aparecieron discrepancias entre los ingresos recuudados y los previstos 
en las leyes de ingresos, así como entre las cantidades gastadas y las 
partidas respectivas del Presupuesto o no existiera exactitud o 
JUStificación en los gastos hechos, la Contaduría fincará y hará efectivas 
las responsabilidades para resarcir Jos daños y perjuicios causados a la 
Hacienda Pública Federal, a la del Departamento del Distrito Federal, o 
al patrimonio de las entidades paraestatales, e imQondrá las sanciones 
que correspondan en los términos que determine su Ley Orgánica11

• 

Como es evidente, esta propuesta de reforma constitucional traería 

consigo diversas modificaciones a la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de 

Hacienda, concretamente a lns artículos 3o. fracció~ IX y 7o. fracciones VI y X, 

correspondientes al Capitulo Primero, así como a los articulas 31, 32, 33 y 36 

correspondientes ni Capítulo Sexto. 

Ahora bien, para finalizar es importante y necesario aclarar que si bien 

la Contaduría Mayor de Hacienda debe contar con facultades propias para fincar 

responsabilidades e imponer sanciones ante tas irregularidades que detecte, ello no 

significa que estemos proponiendo que se le invista de facultades omnímodas respecto 

del Poder Ejecutivo. Que tenga competencia propia para esos efectos no implica que 

se le estt!n otorgando facultades o funciones por encima de éste. Esto se entiende 

porque la propia Contaduría Mayor ~e Hacienda serla la primera obligada a observar 

el principio de legalidad y por consiguiente a actuar en los términos que las 

disposiciones relativas determinen. 
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Ademñs, como ya en otra ocasión hemos expresado, que se le otorguen 

facultades sancionatorias no significa que su finalidad será la de detectar 

irregularidades y fincar responsabilidades e imponer sanciones a quienes resulten 

responsables. El ejercicio de esas facultades sólo se justifica en cuanto que realmente 

hay alguien que ha incumplido algún o alguno de sus deberes juridicos y que por 

consiguiente tiene que soportar las consecuencias jurídicas derivadas de dicho 

incumplimiento. Sin emhargo, volvemos a reiterarlo, esto no es el espíritu de la 

Fiscalización Superior. Su verdadera finalidad consiste en contribuir a optimizar y 

racionalizar el m'anejo de los n:cursos púh1icos para asegurarse de que se aplican a la 

consecución de mayores niveles de bienestar social y, en consecuencia, verificar el 

grndn en que se cumplen y alcanzan los fines del Estado previstos en la Constitución. 

Esto explica y justifica el por que afirmamos que la Fisca1iznción Superior es y debe ser 

un instrumento de defensa de In Constitución. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.· A pesar de sus detractores y de las contradicciones que históricamente 

ha encerrado, es incuestionable que Ja suprema institución que el 

hombre ha creado para realizar su existencia Wnto en su dimensión 

mnteriaJ como espiritual es el Estado, eJ cual en su desarrollo histórico 

ha asumido distintas funciones y fines hasta desembocar en el actual 

Estado Social de Derecho, cuya peculariedad esencial estriba en Ja 

activa participación que ha desempeñado en todos Jos órdenes de Ja 

vida social, particularmente en el económico, constituyéndose en el 

principal promotor del desarrollo de las naciones y en última instancia 

del ser humano. 

SEGUNDA.- Al asumir el Estado Social de Derecho una activa participación en 

todos Jos órdenes de Ja vida social, Ja Constitución -como cúspide del 

constitucionalismo- ha sido el instrumento en el cual se han encausado 

las funciones del Estado, convirtiéndose de esta manera en un 

verdadero programa o plan de acción para alcanzar Jos fines de bte, 

incorporándose además en Ja misma como ona necesidad ineludible, 

diversos instrumentos y mecanismos de control (dentro de los cuales se 

encuentra Ja Fiscalización Superior) que permiten verificar, constawr o 

comprobar , que Jos fines del Estado realmente se están cumpliendo y 

alcanzando. 

TERCERA.- La Fiscalización Superior es un instrumento de conlrol de Ja legalidad 

en sentido amplio o de defensa de Ja Constitución, y de las normas que 
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de ésta derivan, en un sector particular del orden jurídico como Jo es el 

relativo a Ja gestión financiera de Jos recursos públicos del Estado. Por 

Jo regular, la FiscaJizaci6n Superior Ja ejercen órganos que se 

encuentran inmersos dentro de Ja estructura del Poder Legislativo o de 

alguna de sus cámaras y cuya función esencial consiste en fiscalizar al 

Poder Ejecutivo en Jo que respecta a la recaudación, administración y 

aplicación del ingreso y gusto públicos, contribuyendo de esta manera a 

optimizar y racionalizar su manejo y su aplicación a mnyores niveles de 

bienestar social. 

CUARTA.· Los órganos que ejercen Ja FiscaJización Superior reúnen o deben reunir 

ciertas caracteristicas como son su independencia respecto de Jos 

poderes Ejecutivo y Legislativo1 así como respecto de Ja entidad 

auditada, independencia que asume modalidades y caracteres propios 

en cada caso. Asimismo, deben ser independientes técnica y 

financieramente, así como también deben ser órganos imparciales y 

apolíticos. L1 satisfacción de estas características atribuye n las 

Entidades Fiscalizadoras Superiores una naturaleza de órganos 

técnicos y apolíticos, por lo que el control que ejercen respecto del 

Poder Ejecutivo considerado en sí mismo, con independencia del 

Poder Legislativo corno depositario originario de su ejecución, no tiene 

eJ carácter de político no obstante revestir dicha naturaleza desde el 

punto de vista formal de acuerdo con el principio de la división de 

poderes. 

QUINTA.- La audiwría constituye Ja principal herramienta de trabajo de Jas 

Entidades Fisculizadoras Superiores y .su planeacióh y ejecución debe 

llevarse a cabo tanto por personal especializado y capacitado en 

diversas áreas del conocimiento científico como de acuerdo con 
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técnicas y procedimientos de esta naturaleza, que garanticen la 

objetividad, imparcialidad y veracidad de los resultados de la Q)Ísma. 

Considerando 1as carncterísticas que deben revestir las Entidndes 

Fiscalizadoras Superiores y las técnicas y métodos de trabajo que 

aplican, In Fiscalización Superior es un instrumento de defensa de la 

Constitución cuyos fines primordiales consisten en garantizar la 

veracidad, objetividad e idoneidad de la información rendida por el 

Poder Ejecutivo; optimizar el manejo de Jos recursos públicos¡ 

mantener el equilibrio en el ejercicio del poder; y aumentar In 

confianza de los gobernados en sus instituciones. 

SEPTIMA.· La Fiscalización Superior es una tarea con gran arraigo en México cuyos 

antecedentes se remontan a los albores de nuestra independencia y que 

ha permanecido en todos los documentos constitucionales que hnn 

regido nuestra vida independiente. 

OCTAVA.- La Contaduría Mayor de Hacienda es el' órgano técnico dependiente de 

la Cámara de Diputados al H. Congreso de la Unión, que tiene el 

carácter de Entidad Fiscalizadora Superior en México, en cuanto que se 

encarga de fiscalizar al Poder Ejecutivo, a través de ta revisión de ta 

Cuenta Pública, respecto a la recaudación, administración y aplicación 

de los recursos públicos del Estado. 

NOVENA.- Tomando en cuenta que In Contaduría Mayor de Hacienda es un 

órgano técnico cuyo personal se integra por expertos en diversas 

materias relacionadas con la actividad administrativa del Estado, 

podría fungir también como órgano técnico de apoyo del Poder 

Legislativo para auxiliar a éste en el análisis de tas iniciativas de ley que 

en materia de ingreso y gasto públicos le presente ~1 Poder Ejecutivo, a 
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efecto de fortalecer a aquel poder en Ja determinación de las fuentes 

de ingresos del Estado y su aplicación a las necesidades que tiene 

encomendadas. Para lograr este propósito, es necesario reformar 

tanto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como 

Ja Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda. 

DECIMA... En virtud de que el presupuesto en México se rige bajo el sistema de 

programas, Ja Contaduría Mayor de Hacienda extiende su campo de 

revisión n grandes sectores de la admini::tración pública revisando y 

evaluando el cumplimiento de Jos objetivos y metas de los principales 

programas y subprogramas aprobados a las dependencias y entidades 

de la administración pública federal, lo cual le permite conocer el 

grado en que se alcanzan o cumplen Jos fines del Estado Mexicano 

plasmados en la Constitución. 

DECIMA PRIMERA.- La Contaduría Mayor de Hacienda en cuanto órgano 

constitucional de control, cuenta c.:on atribuciones para promover 

diversas acciones a efecto tle resguardar el orden jurídico relativo a Ja 

gestión financiera dt:: los recursos públicos cuando el mismo ha sido 

violado o inobservado. Sin embargo, Ju promoción de esas acciones, 

de acuerdo con Ja legislación vigente, debe efectuarla ante el propio 

poder fiscaliz..1do, es decir el Poder Ejecutivo, lo que resta presencia y 

respeto a la Contaduría Mayor de Hacienda en toda la administración 

pública. Por tal motivo, debe reformarse el artículo 74 de la 

Constitución Política de Jos Estados Unidos Mexican.os, a efe.eta de 

investir de facultades a la Contaduría Mayor de Hacienda para que 

determine y haga efectivas por sí . misma las ·responsabilidades 

indemnizatorias, así como para sancionar a los servidores públicos que 

resulten responsables. 
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